
            
                
            
        

     




		
			Ignacio Sánchez-Cuenca

			Profesor de Ciencia Política en la Universidad Carlos III de Madrid. Ha sido profesor en las universidades de Salamanca, Pompeu Fabra y Complutense, así como profesor visitante en la Universidad de Yale. Es autor de numerosos libros y artículos académicos sobre violencia política, teoría de la democracia, política comparada y política española. Sus últimos libros son La superioridad moral de la izquierda (CTXT-Lengua de Trapo, 2018), La desfachatez intelectual (Los Libros de la Catarata, 2015), Atado y mal atado. El suicidio institucional del franquismo y el surgimiento de la democracia (Alianza, 2014) y La impotencia democrática. Sobre la crisis política española (Los Libros de la Catarata, 2014). Es colaborador habitual del periódico digital infoLibre y de la revista digital CTXT.

		

		
			

Ignacio Sánchez-Cuenca

			


La confusión nacional 

			La democracia española ante la crisis catalana

			[image: ]





		

		
			
































DISEÑO DE CUBIERTA: PABLO NANCLARES

			©	Ignacio Sánchez-Cuenca, 2018

			©	Los libros de la Catarata, 2018

				Fuencarral, 70

				28004 Madrid

				Tel. 91 532 20 77

				Fax. 91 532 43 34

				www.catarata.org

			La confusión nacional.

			La democracia española ante la crisis catalana

			ISBN: 978-84-9097-425-4

			e-ISBN: 978-84-9097-447-6

			DEPÓSITO LEGAL: M-6.461-2018

			IBIC: 1DSEJ/JPHF/KCP

			este libro ha sido editado para ser distribuido. La intención de los editores es que sea utilizado lo más ampliamente posible, que sean adquiridos originales para permitir la edición de otros nuevos y que, de reproducir partes, se haga constar el título y la autoría.

		

INTRODUCCIÓN

			UNA DECEPCIÓN DEMOCRÁTICA

			La democracia española ante el espejo

			Este libro tiene un mensaje que puede resultar incómodo: la democracia española no ha estado a la altura de las circunstancias en la cuestión catalana, especialmente durante la crisis del otoño de 2017, aunque los problemas venían de tiempo atrás. Los errores que haya cometido el independentismo catalán, que a mi entender son muchos y graves, no pueden nublarnos el juicio con respecto a nuestro propio sistema democrático, que, según intentaré argumentar, ha mostrado serias deficiencias.

			A medida que se desarrollaba la crisis catalana, se ha ido activando un nacionalismo español cuya manifestación más visible y superficial ha sido la proliferación de Banderas españolas en los balcones y cuya consecuencia política más importante ha sido la justificación de las reacciones represivas e intransigentes del Estado. El discurso principal de este nacionalismo es el siguiente: frente a la política identitaria de los independentistas que quieren romper España, se erige una sociedad española abierta y democrática, un Estado español con siglos de antigüedad que cuenta con instituciones que garantizan las libertades, los derechos fundamentales y la igualdad política. Mientras que el nacionalismo catalán, según este punto de vista, es excluyente, va contra el curso de la historia y pretende establecer nuevas fronteras que separen, España ha apostado por la integración supranacional, por unirse con otros pueblos europeos. 

			Por desgracia, un análisis frío y desapasionado de lo sucedido nos conduce a un diagnóstico considerablemente más sobrio (y sombrío). En una democracia madura, en la que los principios de tolerancia y consentimiento estén bien asentados, las fuerzas políticas y las instituciones del Estado habrían logrado algún tipo de acuerdo, evitando de este modo el enfrentamiento, la imposición y la deslegitimación mutua. El conflicto catalán, por motivos muy diversos, ha ido intensificándose a lo largo de los últimos diez años, encontrando en el Estado y la sociedad española unas veces la indiferencia y otras el cerrilismo, y ha terminado explotando y produciendo la peor crisis constitucional de nuestra historia reciente. El resultado está a la vista: represión policial en la jornada de votación del 1 de octubre; una parte del Gobierno catalán en la cárcel, otra huida en Bélgica; dos líderes de asociaciones civiles presos; centenares de alcaldes investigados por su implicación en el 1-O; varias decenas de causas judiciales en marcha, y la autonomía catalana intervenida por el Gobierno central. Es legítimo pensar que había formas de resolver la crisis más respetuosas con el ideal democrático. Incluso si la razón estaba en contra de los independentistas, en una democracia más profunda los conflictos se superan de otra manera. 

			No se trata solamente de los resultados finales de la crisis constitucional. Si pensamos en términos algo más generales, hay base para afirmar que se ha judicializado en exceso lo que era un problema fundamentalmente político. Los jueces han adquirido un protagonismo desmedido ante la falta de iniciativa del Gobierno y los partidos políticos. Algunas de las decisiones judiciales solo son explicables teniendo en cuenta la combinación de conservadurismo ideológico de la judicatura española y un clima de opinión exaltado e intransigente, en buena medida azuzado por los principales medios de comunicación, que han actuado con una beligerancia exagerada, haciendo periodismo de trinchera en lugar de informar y analizar con un mínimo de imparcialidad. El Tribunal Constitucional, por lo demás, ha mantenido una posición muy rígida en el tema nacional, casi dogmática, contribuyendo decisivamente a tensar y polarizar el debate político. 

			Por si todo lo anterior no fuera suficiente, debe llamarse la atención sobre un asunto de extrema gravedad que ha pasado demasiado desapercibido fuera de Cataluña durante los años del procés. El Gobierno de Mariano Rajoy, en lugar de negociar con las autoridades catalanas y buscar una solución mutuamente aceptable, optó por promover una “guerra sucia” de baja intensidad, creando un operativo policial en la sombra para sacar, con cargo a los fondos reservados y sin ningún tipo de control judicial, los trapos sucios de los dirigentes independentistas. En un Estado de derecho sólido, este tipo de maniobras, en los bordes mismos de la legalidad e inaceptables en cualquier caso desde un punto de vista democrático, habrían acabado en un fenomenal escándalo con dimisiones incluidas y quién sabe si también con elecciones anticipadas. Que este asunto no haya merecido una mayor atención revela las limitaciones de nuestra esfera pública y un preocupante grado de impunidad política. 

			Me gustaría aclarar que el análisis crítico de la democracia española no supone en absoluto la condonación de los abusos y errores cometidos por autoridades y representantes del pueblo catalán. Como he tenido oportunidad de escribir en otras ocasiones, creo que el movimiento independentista desarrolló un discurso irreprochablemente democrático hasta las elecciones autonómicas de 2015, que planteó como plebiscitarias. Los partidos favorables a la independencia obtuvieron una ajustada mayoría absoluta de escaños y menos del 50 por ciento de los votos emitidos. A pesar de un nivel de apoyo limitado (aunque indudablemente importante), los independentistas optaron por la vía unilateral, agotando con ello tanto el crédito democrático que habían acumulado hasta ese momento como la simpatía internacional que su causa despertaba. Me parece, por tanto, que el independentismo ha actuado de forma irresponsable, desobedeciendo la ley sin tener suficientes razones ni apoyos para ello. Que el Estado español no haya sabido reaccionar a las demandas catalanas no da carta blanca a los independentistas en su lucha por conseguir una República propia.

			Habrá quien piense, no obstante, que los dirigentes independentistas han tenido un comportamiento tan desleal con el orden constitucional español que no cabía otra salida, y que el “desafío” solo podía responderse en la manera en que se ha hecho. En este libro intento mostrar que las cosas se podían haber resuelto de otro modo y que debemos tener niveles de exigencia democrática más elevados. Pero para llegar ahí es preciso desbrozar antes el camino. Hay mucha maleza ideológica y conceptual que dificulta el tránsito hacia una práctica democrática más tolerante e inclusiva en España. El resurgir del nacionalismo español ha endurecido mucho el discurso. Y ha encontrado un infatigable aliado en el nacionalismo catalán. Juntos han llevado la descalificación mutua a unos niveles inaceptables. 

			Muchos nacionalistas españoles han considerado que, más que una crisis constitucional, lo que se ha vivido en Cataluña es un golpe de Estado antidemocrático, mientras que muchos nacionalistas catalanes niegan legitimidad al sistema democrático español, alegando que no es sino una forma de franquismo embozado. Ambas acusaciones, me parece, son injustas, erróneas y contraproducentes. Ni los independentistas han intentado tomar el poder mediante violencia o amenaza de la misma, como ocurre en todo golpe, ni las autoridades españolas han suspendido las reglas de la democracia. Que la descalificación mutua haya llegado tan lejos es un síntoma inequívoco del desbordamiento emocional que se ha vivido en la esfera pública a propósito de este asunto.

			La tesis principal que voy a desarrollar en este libro establece que los fallos de la democracia española no proceden de nuestro sistema institucional, que es perfectible, como todos, pero también homologable al de las mejores democracias liberales. Tenemos un sistema legislativo, un sistema de gobierno, un sistema electoral y una Constitución que no son tan distintos de los de otras democracias con sistemas parlamentarios. En la cuestión territorial sí hay algunas peculiaridades, pues España funciona en muchos asuntos como un país federal aunque no acaba de adoptar plenamente reglas federales: las comunidades autónomas tienen un papel menor en la conformación de las leyes, no hay mecanismos suficientemente institucionalizados de negociación entre Gobierno central y gobiernos autonómicos y la capacidad fiscal de las comunidades autónomas está por debajo de lo que suele observarse en los sistemas federales. Hecha esta salvedad, no cabe identificar en la estructura institucional del Estado anomalías graves. 

			Donde se encuentran los problemas más serios de la democracia es en la práctica democrática, en el modo en el que la política se ejerce traicionando en ocasiones valores básicos de la democracia. Esta tesis es deudora de las investigaciones de Robert Fishman, quien, a través de una comparación sistemática y minuciosa de España y Portugal, ha mostrado que la práctica democrática española es, en general, poco inclusiva1. 

			Hay dos elementos clave de la práctica democrática española que son manifiestamente mejorables. Por un lado, se ha extendido una confusión preocupante sobre el significado del nacionalismo y su relación con la democracia. De ahí el título de este libro. Creo que algunos de los principales fallos de nuestra democracia se producen cuando se afronta el conflicto nacional. Dicho conflicto saca lo peor de la sociedad española. Desde finales de los años noventa del siglo pasado se ha configurado un espíritu de opinión en el que las reivindicaciones nacionales se entienden como desafíos o amenazas a la democracia española. En la esfera pública, el nacionalismo se presenta con excesiva frecuencia como un movimiento político incompatible con las reglas de una sociedad abierta y democrática. En la formación de esta visión del nacionalismo ha desempeñado un papel esencial un grupo influyente de intelectuales. En un libro anterior, La desfachatez intelectual, traté esta cuestión con cierto detenimiento2. Las posiciones radicales e intransigentes que se adoptan sobre el nacionalismo en la política española han dificultado enormemente una aproximación desde parámetros democráticos a los conflictos territoriales e identitarios. Tanto en la Transición como en los veinte primeros años de democracia hubo una actitud más dialogante, pero desde entonces hemos sido testigos de una regresión. Si se hubiera preservado el espíritu pactista de la Transición, la crisis catalana no se habría desarrollado de la manera en que lo hizo durante el periodo 2012-2017. 

			Por otro lado, ha habido desde el inicio de nuestra democracia una forma estrecha de entender el principio democrático: en no pocas ocasiones la democracia se ha definido en el debate político como cumplimiento de la legalidad, confundiéndose democracia con Estado de derecho. La legalidad, no hace mucha falta recordarlo, es un elemento esencial de las democracias liberales. Sin embargo, resulta empobrecedor reducir la democracia al cumplimiento de las reglas. La democracia es también un ideal de autogobierno colectivo en virtud del cual consideramos que las decisiones políticas deberían basarse en las preferencias de los ciudadanos. El conflicto nacional suele provocar una tensión entre el principio de legalidad o principio constitucional y el principio democrático. En democracias más profundas que la nuestra, dicho conflicto se intenta resolver buscando un equilibrio entre ambos. En España, en cambio, esa reconciliación se ha decretado imposible e indeseable, de modo que el conflicto tiende a resolverse mediante la imposición del principio constitucional y la minusvaloración del principio democrático. No voy a argumentar que haya de primar incondicionalmente este último, pero sí pretendo convencer al lector de que todos ganaríamos como país si se lograra una mejor conciliación entre ambos principios. Dicha conciliación facilitaría un espíritu más tolerante y pactista.

			En contraste con lo que ha sido la opinión dominante en España, defiendo que una democracia madura debe ser capaz de procesar una demanda difícil e incómoda como es la secesión de un territorio. La demanda, en sí misma, no es ilegítima y merece la atención de la sociedad y sus representantes. No basta una respuesta meramente procedimental, en la que la mayoría se limite a hacer valer su peso numérico, pues lo que el grupo secesionista reclama es justamente no tener que tomar decisiones con dicha mayoría. La teoría de la democracia no ofrece un manual de instrucciones para operar en una situación tan compleja. Con todo, dicha teoría puede servir de inspiración para pensar en formas de satisfacer todos los intereses en juego mediante acuerdos amplios e integradores. 

			Blindar la democracia con la leyenda negra

			Las imágenes de la policía cargando en el pretendido referéndum del 1 de octubre dieron la vuelta al mundo. Los observadores extranjeros no entendieron que una acción pacífica y sin consecuencias jurídicas de ningún tipo fuera reprimida mediante el uso de la fuerza. El Estado, ciertamente, podía intentar evitar que el referéndum ilegal se llevara a cabo, pero los ciudadanos que querían participar introduciendo su papeleta en la urna no estaban incumpliendo la ley ni creaban un problema de orden público y por tanto no eran merecedores de los golpes que la policía repartió de manera tan arbitraria como inútil. 

			Aquel día la imagen internacional de España se resintió. Fuera de nuestras fronteras no se entendió que se llegara a un enfrentamiento tan enconado sin haber probado antes vías de negociación. Se reclamó diálogo y entendimiento. El Gobierno de Mariano Rajoy se había caracterizado hasta el momento por no realizar acercamiento alguno en la cuestión catalana. No había propuesto vías de solución ni había intentado reconducir la situación desde que llegó al poder a finales de 2011. 

			Hubo críticas a la actuación de la policía por parte de políticos como Jeremy Corbyn, Martin Schutz, Charles Michel (el primer ministro belga), el liberal Guy Verhofstadt (ex primer ministro belga y presidente del grupo liberal en el Parlamento Europeo) y otros muchos: todos ellos apelaban a una salida dialogada que evitara la violencia. El portavoz de la Comisión Europea, Margaritis Schinas, declaró por su parte que “la violencia nunca puede ser una solución en política”. 

			El rechazo a la represión estatal no era incompatible con la crítica a las pretensiones de Carles Puigdemont. En un artículo en The Economist se comentaba el error que suponía que el Gobierno catalán avanzara hacia la independencia con un nivel de apoyo tan pequeño, pero a la vez se empleaba un lenguaje duro y condenatorio para con las autoridades españolas y se reclamaba tanto negociación como un referéndum similar al que se celebró en Escocia3. El artículo, para justificar su toma de posición, recurría al principio clásico: Democracy rests on the consent of the governed (la democracia se basa en el consentimiento de los gobernados).

			Hubo muchos otros artículos en la misma línea en la prensa internacional, tanto en la conservadora como en la liberal. Se podía haber aprovechado todo ese material para abrir un debate en España sobre la manera en que debía responderse a las demandas independentistas de las instituciones catalanas. Sin embargo, se dejó pasar la oportunidad, pues el orgullo herido español salió a relucir una vez más. Algunos de nuestros intelectuales y analistas volvieron al clásico “no nos entienden” que tanto juego dio en la época franquista, cuando las decisiones del régimen provocaban indignación en el resto del mundo. 

			Los periodistas e intelectuales más castizos y derechistas no se inmutaron apenas, pues les trae sin cuidado lo que se piense más allá de nuestras fronteras. En cambio, los liberales cosmopolitas se sintieron en la obligación de responder, pero no haciéndose cargo de las acusaciones y proporcionando respuestas a las mismas, sino recuperando un fatigoso rechazo a las críticas procedentes del extranjero. Las páginas de El País fueron un curioso muestrario. Resulta interesante examinar la línea de este periódico, pues así como los otros medios en papel han mantenido la postura habitual, durante la crisis catalana El País se ha hecho indistinguible de sus competidores, sumándose con entusiasmo a la intolerancia carpetovetónica. 

			El “no nos entienden” apareció por primera vez en un artículo de Antonio Muñoz Molina, que desviaba las críticas a la reacción del Estado atribuyéndolas a una percepción extendida en el extranjero de que España no ha conseguido librarse de la pesada herencia franquista. Para “verificar” esta imagen distorsionada de los extranjeros, el autor narraba una anécdota que no creo que sea generalizable: la de una profesora alemana que, víctima de la propaganda del nacionalismo catalán, se había tragado la especie de que España continúa siendo una dictadura4. Modestamente, he vivido en el extranjero y por el ejercicio de mi profesión me tengo que relacionar con muchos colegas académicos extranjeros: en ninguna ocasión he tenido una experiencia remotamente similar a la que narra Muñoz Molina. Hay un consenso muy amplio sobre los logros de España desde la muerte de Franco no solo en cuestión de democracia, sino también en aspectos económicos, sociales y culturales. En la fecha en la que se publicó, tras la votación del 1 de octubre, la función que desempeñaba el artículo era evidente: frente a las críticas del extranjero desinformado que se siente perplejo u horrorizado por la represión estatal del 1-O, hay que reivindicar nuestra normalidad democrática; por tanto, no se debe dar demasiada importancia a las críticas que vienen de fuera, que no son sino consecuencia del prejuicio extranjero hacia España5. El texto de Muñoz Molina fue citado en varias ocasiones desde las páginas del mismo periódico; Juan Cruz afirmó que se trataba de un artículo “emocionante y brillante”6. Por su parte, José Ignacio Torreblanca publicó una columna titulada “Anglocondescendencia” en la que denunciaba lo que él veía como “sentimiento de superioridad anglosajona” hacia nuestra democracia. Lo más desconcertante es que Torreblanca hablaba en primera persona del plural, supuestamente en nombre de una sociedad española harta de incomprensión. Se dirigía así a los críticos británicos y norteamericanos: “Sentimos haberos decepcionado. Pero a lo mejor es que nos hemos hecho mayores y nos hemos cansado de lecciones”7. Al periodista John Carlin, colaborador del periódico durante muchos años, lo despidieron en esas mismas fechas, coincidiendo con la publicación de algunos artículos suyos críticos con la reacción del Estado en la crisis catalana.

			Para tapar las vergüenzas de la democracia española se recurría a una versión actualizada de la infamante leyenda negra que supuestamente nos persigue desde los tiempos de Felipe II. Al situar el debate en ese plano, en lugar de examinar hechos y argumentos se atacaba a los críticos extranjeros que se atrevían a hablar mal de España. 

			Como ha mostrado Jesús Villanueva en su análisis de la leyenda negra, esta resurgió con fuerza tras la ejecución del anarquista Ferrer i Guardia en 1909 bajo la acusación de haber instigado los sucesos de la Semana Trágica. La reacción europea a la ejecución fue de fuerte repulsa. Se publicaron numerosos manifiestos y hubo abundantes artículos criticando la represión arbitraria y excesiva del Estado español. En respuesta, el ABC publicó un suplemento de diez páginas, con el elocuente título “Por la patria”. A juicio de Villanueva, “se crea entonces un patrón que se repetirá en lo sucesivo, el de la conjunción de una campaña exterior de denuncia y una agresiva reacción nacionalista. Así, tras las anticipaciones de 1896 (Montjuic) y 1898 (Cuba), el escándalo Ferrer fija un modelo que se reproduce en otras crisis semejantes a las que habrá ocasión de aludir (1934, 1945, 1970…)” y, podríamos añadir, 20178. Más de un siglo después, un exceso represivo del Estado ha venido acompañado de una crítica generalizada desde el exterior con su correspondiente reacción nacionalista preñada de victimismo9. En las conclusiones de su libro, Villanueva afirma que la ideología de la leyenda negra se convierte en propaganda nacionalista que “sirve para desviar la atención de una cuestión muy concreta: la de la democracia, o de la falta de democracia”10. Con todas las diferencias y reservas que se quieran, esto mismo es lo que ha sucedido con la crisis catalana, a una escala menor, con un nivel más bajo de represión, sin duda, pero el esquema generativo de la polémica es idéntico: un Estado incapaz de abordar democráticamente un conflicto político reacciona mediante la represión, se producen críticas en el extranjero y se responde con un nacionalismo orgulloso.

			En este libro quiero evitar a toda costa este tipo de planteamientos pues, en lugar de examinar y valorar los hechos en sí mismos, se entra en una especie de juego de asociaciones, consistente en identificarse políticamente con una de las partes no por la cuestión que se esté dirimiendo, sino para no aparecer asociado a una cierta imagen o unos ciertos valores. La discusión se desplaza a la definición de los bandos en liza, entrando en una típica “guerra cultural”. En este caso, el debate no giraría en torno a si hubo una actuación desproporcionada del Estado en el referéndum del 1 de octubre, sino si España arrastra una herencia franquista. Al trasladar la polémica a un terreno más ideológico, la argumentación se pierde en apelaciones valorativas que sepultan el debate de fondo.

			Autodiagnóstico democrático

			Desde las filas del independentismo se han lanzado acusaciones gruesas y ofensivas contra la democracia española, afirmándose que España es un país autoritario. Algunos analistas han neutralizado estas tesis tan groseras acudiendo a los indicadores comparados internacionales sobre regímenes políticos11. Sin embargo, dichos indicadores no afinan demasiado a la hora de evaluar un país concreto: reflejan, sí, las tendencias históricas y el orden en el que pueden situarse los países en cuanto al grado de democracia, pero la información que manejan es demasiado genérica como para evaluar la calidad democrática de un país determinado. Además, estos indicadores suelen ir con un retraso considerable y son más sensibles a los cambios en las reglas institucionales que a la práctica democrática. Dicho de otra manera, los datos comparados demuestran que, institucionalmente, España es un país homologable a muchas otras democracias liberales en países económicamente avanzados. Sin embargo, el problema de España no está, como antes he dicho, en su sistema institucional, sino más bien en su práctica democrática. De ahí que sea preciso ir más allá de las bases de datos sobre regímenes políticos. 

			Una primera forma de estimar la calidad de los regímenes democráticos consiste en descubrir el grado de satisfacción de los ciudadanos con la democracia. La encuesta europea que realiza la Comisión Europea, el Eurobarómetro, incluye regularmente este asunto mediante una pregunta que admite cuatro respuestas (el valor mínimo, el 1, es mínima satisfacción, y el valor 4, la máxima satisfacción). En el gráfico 1 pueden verse las medias en los países de Europa occidental.




			Gráfico 1

			Satisfacción con la democracia
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			Fuente: Eurobarómetro, noviembre de 2017.

			


España aparece en la parte baja de la distribución, en antepenúltima posición, solo por encima de Grecia e Italia. Para poder ir más allá de este diagnóstico tan general e identificar los puntos fuertes y débiles de nuestra democracia, resulta de gran utilidad analizar la encuesta a expertos que publica anualmente el Informe sobre la Democracia en España que elabora la Fundación Alternativas desde 200812. Se trata de una encuesta en la que se pregunta a los expertos por 57 indicadores divididos en cinco esferas o dimensiones: 1) ciudadanía, leyes y derecho; 2) representación política; 3) gobernabilidad y rendimiento de cuentas; 4) sociedad civil y participación, y 5) dimensión internacional de la democracia. Estas esferas se subdividen a su vez en áreas temáticas. Cada indicador se mide en una escala 0-10. La media total nos da una idea de la salud global de la democracia en un año concreto. La serie se inició al final del boom económico, en 2008, obteniendo una puntuación de 6,2, no especialmente alta. Puede verse su evolución posterior en el gráfico 2.




			Gráfico 2

			Media global de la democracia española
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			Fuente: Fundación Alternativas: Informe sobre la Democracia en España.

			


La media bajó a medida que se profundizaba en la crisis económica, hasta llegar al 5,2 en 2014: a partir de ese año ha ido recuperándose, alcanzando en 2017 una puntuación de 5,7. Estas variaciones pueden parecer pequeñas, pero teniendo en cuenta que hay 57 indicadores sobre aspectos muy diversos del sistema, es lógico que la media no cambie de forma brusca. 

			La media total es un resumen interesante, aunque no nos dice mucho sobre las fortalezas y debilidades de nuestro sistema democrático. Si examinamos los indicadores con mayor detalle, se descubren tendencias preocupantes. Por ejemplo, la protección de la libertad de expresión ha ido bajando lenta pero inexorablemente desde 2008 hasta hoy. Empezamos con una nota relativamente alta, 7,7, y en estos diez años ha descendido un punto, quedándose en 6,7. Más alarmantes resultan los indicadores en los que España suspende. Como cabía esperar, las notas más deficientes se obtienen en todo lo relativo a la corrupción. Además, la independencia y el pluralismo de los medios de comunicación obtienen notas por debajo del 5. Pero quizá la característica más decepcionante del sistema político español sea la relación vertical entre políticos y ciudadanos. Los expertos consideran que nuestra democracia no consigue procesar adecuadamente las demandas ciudadanas. Así, en indicadores como “Los partidos se hacen eco de los problemas e intereses de la gente”, “El acceso de los distintos grupos sociales al poder político es igualitario” y “Los representantes políticos son accesibles a los ciudadanos” se observa un suspenso sin paliativos. Los suspensos pertenecen al ámbito de la práctica democrática más que al diseño institucional. Con reglas similares a las que tenemos, otras democracias consiguen un ejercicio más igualitario del poder. 

			Con respecto al tema central de este libro, hay dos indicadores que deberían hacernos reflexionar. El primero dice: “El diseño institucional permite la convivencia entre diversos territorios”. En 2008, la media era 6,4; en 2017, 5,3. El segundo: “Hay consenso sobre la configuración de las fronteras del Estado, tal y como son reconocidas por la Constitución”: su media en 2017 ha sido un escuálido 5,0. El primer indicador se refiere a las reglas, el segundo a las prácticas. Ambos son bajos, aunque es más bajo todavía el segundo. 

			Estos datos muestran que hay razones sólidas para estar preocupados sobre el funcionamiento de la democracia en España. Además de los problemas sobre corrupción y falta de permeabilidad de las elites políticas a las demandas ciudadanas, nuestro sistema democrático tiene un rendimiento bajo en lo referente a los conflictos territoriales y nacionales 

			Plan y propósito del libro

			Uno de los rasgos más desconcertantes de cómo se ha procesado en España la crisis constitucional catalana es la parcialidad en la atribución de responsabilidades al Estado central y a las instituciones catalanas. El relato dominante establece que el Estado ha tenido una paciencia enorme, pero ante la contumaz desobediencia de las autoridades de Cataluña no le ha quedado más remedio que suspender la autonomía mediante la aplicación del artículo 155 de la Constitución. Los más exaltados creen en todo caso que el Gobierno debería haber iniciado medidas punitivas contra el independentismo mucho antes (y que deberían haber sido más duras). En este planteamiento, la actuación de los independentistas se asemeja a una catástrofe natural. La catástrofe obliga al Gobierno a declarar una especie de estado de emergencia interviniendo en la zona con medidas excepcionales de “salvamento”.

			Este tipo de análisis me parece equivocado, pues pasa por alto que las iniciativas del independentismo catalán son en parte consecuencia de las decisiones (o ausencia de las mismas) que toma el Gobierno español y el sistema judicial. Entre las instituciones catalanas y el Estado central ha habido en todo momento una interacción estratégica: cada parte reaccionaba en función de lo que iba haciendo la otra. 

			La crisis constitucional, en este sentido, no era ineluctable. Si se ha llegado hasta aquí ha sido por la política de hechos consumados del independentismo catalán, pero también por la cerrazón del Gobierno español. Es más, creo que la principal responsabilidad corresponde a Mariano Rajoy, en la medida en que, como ha explicado certeramente Jordi Amat, la responsabilidad política es proporcional al grado de poder que se posee13. Rajoy, como presidente del Gobierno, es el responsable último de que se haya producido una crisis constitucional sin precedentes que pone en peligro la integridad territorial del país. 

			La activación del nacionalismo español, así como la agresiva campaña de las grandes empresas de comunicación, han creado una distorsión importante, en virtud de la cual Mariano Rajoy aparece como el defensor de la Constitución y el orden democrático, cuando, a mi entender, él y su Gobierno tienen una responsabilidad enorme en que España haya estado más cerca de la ruptura de lo que nunca antes se estuvo en el periodo democrático.

			Precisamente porque el Gobierno se ha mantenido en un inmovilismo legalista, ha podido dar la impresión de que los únicos culpables en esta desgraciada historia eran los independentistas catalanes con sus intentos de conseguir la independencia unilateralmente. Pero parece lógico pensar que ese unilateralismo haya sido en parte respuesta a la negativa sistemática del Gobierno español a negociar sobre las propuestas planteadas por las instituciones catalanas. 

			Con este libro trato de contribuir a la reflexión sobre lo que podía haber hecho la democracia española para evitar la crisis catalana. Para ello, es preciso admitir que hubo una gran contingencia a lo largo de todo el proceso. En muchos momentos se podrían haber iniciado negociaciones para encauzar el conflicto. Solo conseguiremos evaluar con un mínimo de objetividad y perspectiva el funcionamiento de la democracia española asumiendo que había varios cursos de acción posibles. Si, por el contrario, consideramos que, al margen de lo que hubiera hecho el Estado central, los independentistas catalanes habrían terminado de todos modos proclamando la República, entonces no hay margen para concebir una secuencia histórica muy distinta a la que hemos vivido recientemente en España.

			Es razonable pensar que si al frente del Gobierno de España hubiera estado algún partido progresista con mayor sensibilidad hacia el conflicto catalán, el desarrollo de la crisis catalana hubiese sido bastante distinto, seguramente sin llegar a los niveles de incomunicación e intransigencia que se vivieron en el otoño de 2017. No obstante, aun siendo cierto que el Gobierno habría actuado de otra manera si la derecha no hubiese estado en el poder, en este libro señalo que el fallo de la democracia ha sido “sistémico”, alcanzando a otros actores e instituciones. Así ha fallado el Tribunal Constitucional, que en su sentencia de 2010 y en otras posteriores ha mostrado una gran cerrazón en todo lo relativo a reconocimiento nacional y soberanías compartidas. Ha fallado el sistema judicial, que ha adoptado un activismo intransigente, reduciendo un conflicto constitucional a un asunto penal e interfiriendo gravemente en el proceso político y electoral. Ha fallado también la propia monarquía, que desempeñó un papel parcial, al servicio de los intereses del Gobierno de la derecha. Han fallado los grandes medios de comunicación, que desplegaron una campaña muy agresiva de afirmación nacionalista española. Y ha fallado finalmente una parte importante de la ciudadanía, que se ha situado en posiciones intolerantes. 

			La intolerancia, por supuesto, no es patrimonio del nacionalismo español. En el nacionalismo catalán se ha podido observar con igual o superior intensidad. Llegó un punto en el que el independentismo pareció dispuesto a suspender cualquier escrúpulo democrático, intentando imponerse sobre un porcentaje muy amplio de la sociedad catalana que rechazaba tanto la secesión como el unilateralismo. 

			Hay ya excelentes libros críticos sobre el procés, como los que por ejemplo han escrito Jordi Amat y Guillem Martínez14. Sin embargo, hay muy poco escrito sobre la reacción de España al procés. Y en cuanto ciudadano español, me preocupa enormemente lo que percibo como un deterioro del sistema democrático de mi país. De ahí que haya decidido ponerme manos a la obra, tratando de arrojar luz y de generar debate. 

			El libro se divide en tres capítulos. El capítulo 1 se ocupa de las principales confusiones que se observan en las polémicas sobre la cuestión nacional. En un registro parecido al de La desfachatez intelectual, comienzo reproduciendo numerosos textos, casi todos de reconocidos intelectuales y académicos, que resultan excesivos desde cualquier punto de vista, tanto estilística como argumentalmente. Comparar a los nacionalistas con los nazis, tratar el independentismo como si fuera una enfermedad mental, suponer que todos los nacionalismos son iguales (todos excluyentes y violentos), defender que el nacionalismo es incompatible con la democracia, son tesis que, aunque resulte increíble, circulan a diario por nuestra esfera pública. Para disipar estas confusiones, ofrezco una exposición sumaria de los conceptos básicos que se emplean en el debate (democracia, nación, nacionalismo) y presento las líneas generales de lo que hemos aprendido sobre los nacionalismos con y sin Estado, analizando con especial atención las peculiaridades del nacionalismo español, ese nacionalismo que, según nuestros antinacionalistas más doctrinarios, no existe. 

			El nacionalismo español de la época democrática es de matriz liberal o constitucional, de inspiración democrática, con algunos elementos histórico-culturales y sin carga xenofóbica alguna. Su punto ciego, sin embargo, reside en su incapacidad para reconocer otras naciones dentro de España. De hecho, lo que unifica y cohesiona el nacionalismo español no son enemigos exteriores, sino el rechazo de las reivindicaciones nacionales que proceden de País Vasco y Cataluña. Los otros nacionalismos siguen configurando la imagen de la anti-España. En el capítulo 2 analizo las consecuencias políticas de la resistencia de nuestro sistema político a reconocer la condición nacional de Cataluña y País Vasco. Nuestra democracia, sencillamente, se bloquea. Pasó con el plan Ibarretxe y volvió a pasar con la reforma del Estatut. Y la situación se hizo explosiva durante el procés. En todos estos casos, ni los políticos ni la ciudadanía admiten la complejidad democrática del problema de fondo, lo que en la teoría política se conoce como el problema de la configuración del demos, es decir, el desacuerdo acerca de la composición del sujeto político que debe tomar decisiones colectivas. El nacionalismo español considera que tal problema no existe: simplemente, los nacionalistas vascos y catalanes no tienen la fuerza numérica necesaria para cambiar la Constitución y por tanto no les queda más remedio que aguantarse. Dedico cierta atención a la ya famosa sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut: según argumento, el Tribunal hizo una lectura muy pobre del texto constitucional, interpretando el concepto de soberanía en un sentido decimonónico, sin hacerse cargo de que la integración europea nos ha forzado a compartir soberanía con otros pueblos y a alienarla en beneficio de instancias supranacionales sin legitimación democrática (como el Banco Central Europeo). Mientras que la erosión de la soberanía nacional como consecuencia de nuestra pertenencia a la Unión Europea no le plantea problemas doctrinales al Tribunal Constitucional, la idea misma de que se comparta soberanía entre los pueblos y naciones de España le resulta anatema. La cultura jurídica española arrastra una visión anticuada (y conservadora) de la idea de soberanía y nación, y esta visión termina trasladándose a los partidos y sus líderes, todo lo cual dificulta gravemente una negociación flexible sobre estos temas. 

			En el capítulo 3 me ocupo del “legalismo” que permea la práctica democrática española. Se reduce la democracia al cumplimiento de la legalidad, aspecto indudablemente importante, pero que ni de lejos agota el significado y la potencialidad del concepto de democracia. Mientras que en otros países, cuando surgen conflictos territoriales o nacionales, se intenta alcanzar un compromiso entre el principio de legalidad y el principio democrático, en España el principio de legalidad se impone. Esto explica el desenlace de la crisis catalana: en nombre del Estado de derecho se optó por una solución represiva e intransigente. Al final del capítulo hago un repaso de todos los elementos del sistema democrático español que fallaron durante el procés y concluyo que se trata de un fallo sistémico. 

			El libro se cierra con un epílogo, menos analítico y más propositivo. De forma muy abstracta y resumida, planteo vías alternativas de resolución del conflicto catalán que sean más respetuosas con los valores que informan la democracia. En concreto, argumento que una consulta sobre la separación de Cataluña es un instrumento democrático de gran valor, pero antes de ser usado se debería permitir al Estado realizar las reformas que estime convenientes para persuadir a los catalanes de que vale la pena permanecer en España; el resultado de dichas reformas debe ser sometido a un referéndum de ratificación en el conjunto de España. Según la propuesta, si las reformas del Estado fueran rechazadas en Cataluña, se realizaría entonces una consulta en la que se confrontaría la independencia y el marco territorial de la España reformada. En una sociedad tan dividida como la catalana debería ser prioritario alcanzar un acuerdo integrador e incluyente, pero para que un acuerdo así sea posible, creo que la posibilidad de consulta ha de estar sobre la mesa. Con otras palabras, la consulta es el mejor incentivo para que las fuerzas políticas lleven a cabo una reforma profunda y no tenga que celebrarse la votación. Si los representantes políticos no son capaces de aprobar una reforma con estas características, entonces la última palabra debería tenerla la ciudadanía. 




			Una parte de las ideas y argumentos que presento en este libro fueron apareciendo de forma fragmentaria y preliminar en mis colaboraciones en CTXT e infoLibre. Estoy muy agradecido a ambos medios por la oportunidad que me dan. Me gustaría mencionar que desde septiembre de 2017 vengo desarrollando en infoLibre un experimento curioso, consistente en plantear un debate con los lectores, acumulando intervenciones durante una semana y posteriormente ordenándolas y comentándolas. Hasta el momento ha funcionado sorprendentemente bien. Lo más extraordinario es que incluso en los momentos álgidos de la crisis catalana los participantes ofrecieron argumentos razonados y no hubo apenas salidas de tono, demostrándose, una vez más, que una buena parte de la sociedad civil española es bastante más madura que la mayoría de periodistas, políticos e intelectuales. En fin, se puede y se debe debatir civilizadamente sobre la independencia de Cataluña. Este libro es fruto de esa convicción.

			

CAPÍTULO 1

			CONFUSIONES SOBRE NACIÓN Y NACIONALISMO

			Un debate tóxico

			Nuestra conversación colectiva sobre el nacionalismo es profundamente incivil. El día posterior a la autocancelada declaración de independencia del 10 de octubre de 2017, en el diario El Mundo aparecían destacadas tres columnas. La de Federico Jiménez Losantos contenía perlas como esta:

			El delito perpetrado ayer por el golpismo catalán —y sus socios mediáticos y políticos— fue tan sórdido como habitual: la típica violación con gatillazo. Es muy frecuente que los violadores en serie sean impotentes, porque su placer deriva del poder que ejerce el violador sobre un ser indefenso, nunca de una relación sexual inexistente. Y eso es lo que mostró ayer Puigdemont, llamado El Mocho por los suyos antes de que fuera algo más que el número 4 por Gerona de la banda de los Pujol: impotencia.

			El artículo acababa con esta sutil recomendación: “Los violadores, a la cárcel”. Hay una “afinidad intelectual” entre la analogía de la violación y las declaraciones del escritor Juan Manuel de Prada en Antena 3 Televisión: “Para la supervivencia de la comunidad política, lo que está ocurriendo en Catalunya es igual de grave que la esclavitud o la pederastia”15. Por su parte, la columna de Raúl del Pozo contenía una frase lapidaria: “Carles Puigdemont, un mediocre alcalde provinciano, un tipo sin magnetismo ni carisma, con una pulsión autodestructiva entró ayer tres segundos en la Historia”. Y Antonio Lucas nos dejaba este meritorio ejercicio de estilo: “Resulta lamentable que alguien tan incapaz, tan yonqui de lo mediocre, tan mecido por la ilegalidad (me refiero a Puigdemont), salga en todas las portadas por el único mérito de limar diferencias entre lo real de la política y el atajo del trilerismo”. Pura “poesía”. El propio editorial de El Mundo abundaba en estas frases cargadas de santa indignación: el 10 de octubre “fue el mayor escaparate de un fracaso histórico: el de las elites tradicionales de Cataluña que, llevadas del supremacismo y la codicia, confiaron el futuro de todos los ciudadanos al arbitrio de una tribu radical”.

			Son tantos y tan variados los insultos que se han dedicado a Carles Puigdemont, que un consumado experto en la materia, Arcadi Espada, se vio obligado a poner orden, explicando qué calificativos son aceptables y cuáles están de más. En una de sus columnas hacía un repaso a los insultos y concluía con este juicio salomónico: “Nacionalista, aventurero, irresponsable, desleal y hasta capullo. Pero no cobarde”16.

			Por no salir de las páginas de El Mundo, aparecía el 9 de octubre una entrevista con un economista heterodoxo, Richard Koo, el creador del concepto de “recesión de balance”17. La entrevista la realizaba el periodista César Urrutia. El titular me llamó la atención: “Solo aconsejaría quedarse en Cataluña a quien tenga todo su negocio allí”. Me extrañó que Koo se metiera en esos líos, así que me animé a leer íntegramente la entrevista. De Cataluña se hablaba solo en la parte final y esta era la literalidad:

			P. ¿Qué recomendaría a su amigo si ahora es un empresario en Cataluña y le pregunta qué hacer?

			R. Dependería... Si tienes todo tu negocio en Cataluña, por supuesto, que no movería la empresa.

			P. ¿Y si no es así?

			R. Si no es así, entonces lo que tienes que hacer es tomar una decisión de negocio.

			


Cualquier parecido entre las palabras de Koo y el titular de la entrevista era pura coincidencia. Lo que me interesa destacar no es tanto la manipulación descarada de la información como la actitud subyacente, esa especie de “todo vale” contra el rival. El “todo vale” ha acabado infiltrándose incluso en firmas que durante muchos años habían sido moderadas y cabales. 

			Por supuesto que la libertad de expresión ampara los excesos verbales, las críticas viscerales y hasta la pura arbitrariedad. A mi juicio, la libertad de expresión es tan importante que protege incluso al economista Roberto Centeno, hombre que no destaca por la contención: “Los sediciosos catalanes son unos nazis que se fuman un puro con los derechos humanos de los catalanes no separatistas, que son mayoría, a los que discriminan y persiguen”18. 

			Cuando llamo la atención sobre estas salidas de tono no es para que se las censure, sino para que reflexionemos sobre la pobre condición de nuestra esfera pública. Merecemos mejores debates y análisis. La intransigencia de los comentaristas, enseguida trasladada al ámbito político, ha contribuido a la imposibilidad de encontrar una salida negociada y democráticamente razonable a la crisis catalana.

			Los destinatarios de los dardos no son solo los políticos independentistas. A veces se arremete sin contemplaciones contra la propia ciudadanía. Son muy reveladoras las reacciones ante la victoria de los partidos nacionalistas en las elecciones del 21-D. Algunos analistas parecía que habían sufrido un ataque de rabia. Félix de Azúa, que nunca defrauda, nos hacía partícipes de esta ponderada reflexión: 

			Derrota ha sido que dos millones de fanáticos catalanes se entreguen de nuevo a la psicosis religiosa y el resentimiento. Saben muy bien que no tienen salida y que están como ratones dando vueltas a una rueda, dentro de la jaula nacionalista. […] A pesar de lo cual, con tal de amargar la vida a los “españoles” (como si ellos no lo fueran) están dispuestos a morir. Es Numancia, es la gran tradición española del “sostenella y no enmendalla”. Es lo peor de nuestros hispanofóbicos catalanes, que son inmensamente españoles, de los de antes, de los de Franco19.

			Es curioso que la opinión de Azúa sea prácticamente indistinguible del discurso del odio de Raúl Vilas, director de Libertad Digital, un medio de la derecha “ultraliberal”:

			Ni es deseable ni en ninguna sociedad libre y abierta tiene cabida una ideología como la que votan la mitad de los catalanes, por muchos que sean. Yo no quiero convivir ni compartir nada con ellos. Los españoles que viven en Cataluña no tienen que negociar su libertad ni pactar sus derechos con esa horda de energúmenos tractorizados. Ya existe una nación abierta en la que cabemos todos y se llama España20.

			Vaya manera más peculiar de entender lo que significa una sociedad “abierta”, excluir a la mitad de los catalanes. 

			Cayetana Álvarez de Toledo lo explicaba así en una entrevista:

			Descubrir que dos millones de tus conciudadanos son inasequibles a los valores de la civilización, de la razón, del Estado de derecho, de todo lo que permite una convivencia pacífica y civilizada, siempre es un descubrimiento doloroso. Por más sospechas que tengas de los efectos de cuarenta años de adoctrinamiento nacionalista en la sociedad catalana21.

			Como estos primeros ejemplos revelan, resulta fácil descubrir en el debate sobre el nacionalismo exceso de contundencia, sobreabundancia de dramatismo y solemnidad, una retórica muy hinchada y una ausencia llamativa de argumentación. Muchos intelectuales, que deberían intentar elevar mínimamente el nivel del debate, han incurrido en una clamorosa dejación de funciones, optando por el tremendismo y la truculencia. Filósofos, historiadores, escritores, juristas y académicos varios han contribuido a ese discurso dominante en nuestro país según el cual el nacionalismo reúne todo lo que resulta políticamente detestable: el provincianismo, la intransigencia, la exclusión, el fanatismo, el particularismo, la xenofobia, las fronteras, el populismo y cualquier otro “ismo” ominoso que el lector tenga a bien añadir. 

			Es tal la unanimidad reinante, que se ha creado un clima asfixiante en el que cualquier complicidad con el nacionalismo se entiende como una profunda perturbación del espíritu. Vayamos a la sustancia. Comenzaré repasando los epítetos que recibe el nacionalismo por parte de muchos intelectuales ilustres en España. De esta manera, se irá configurando, a través de múltiples voces, ese retrato siniestro del nacionalista que resulta ubicuo en nuestro país y que impide cualquier atisbo de conversación civilizada. El estilo que se emplea para caracterizar al nacionalista es tan lúgubre que, si uno se convence de la fidelidad del tal retrato, no tiene más remedio que oponerse a cualquier diálogo o negociación, pues con el “mal”, la “estulticia” o el “fanatismo” no cabe compromiso alguno. Démosle la palabra a Antonio Escohotado. A propósito del independentismo afirma:

			Es supremacismo. Y está formado por gente con un cierto complejo de inferioridad que por una proyección freudiana invierten su fragilidad en una aspiración. Es como los negros de la Iglesia del Islam que en los años sesenta y setenta tomaron fuerza en Estados Unidos. No piden una equiparación y el fin de la segregación. En absoluto. Quieren cumplir una venganza histórica22.

			Qué socorrido es el psicoanálisis: un complejo de inferioridad transformado en complejo de superioridad. Un poco más de Freud: Enrique Gimbernat describe así la personalidad nacionalista:

			La personalidad narcisista se caracteriza, entre otros rasgos, por su inmunidad a cualquier autocrítica, por un sentido grandioso de la propia importancia, que le hace creerse superior a todos los demás, así como por una percepción exagerada de sus propios derechos, negándose a admitir haber participado en la creación de los problemas, que siempre se atribuyen a circunstancias exteriores. […] Las mismas características del narcisismo individual se reproducen en el colectivo, que es el que se encuentra en el origen de todo nacionalismo. […] En el nacionalismo catalán, que al final ha desembocado en un independentismo, concurren, naturalmente, todas estas características comunes a los demás nacionalismos23.

			Sin entrar en tanto detalle, Félix de Azúa declara el nacionalismo una enfermedad. Refiriéndose en concreto al catalán, escribe:

			Hay que esperar el tiempo que haga falta hasta que se les pase la enfermedad, porque el nacionalismo, como todas las religiones, es una enfermedad24. 

			Una enfermedad que se alimenta del resentimiento, el odio y la ignorancia. Recomienda sentarse a esperar hasta que los nacionalistas acaben “comiéndose su propia bilis” [disculpe el lector la imagen tan asquerosa]. 

			El economista e historiador Gabriel Tortella nos dejaba esta otra perla:

			A los nacionalistas les da igual todo. Tienen un relato y aunque los hechos no concuerden, no les importa. […] Ya decía Goebbels que una mentira repetida 100 veces es verdad y para los nacionalistas, las mentiras son morales25. 

			César Antonio Molina, prolífico escritor y exministro en el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, se despachaba a gusto en esta tribuna:

			La democracia es lo más resistente contra el fanatismo y los nacionalismos son, fundamentalmente, fanáticos. Nada está por encima de su fin y, para cumplir sus fines, todo vale. Los fanatismos están contra la libertad de la razón ilustrada. El nacionalismo, una vez más, ha envenenado y enfermado gravemente a nuestra sociedad26.

			Son tesis enormes, expresadas sin matices, a mayor gloria del autor que las defiende. No se basan en un análisis histórico y comparado, son más bien convicciones profundas que no necesitan demostración. 

			Prosigamos con este ensayo caracterológico. Según Javier Cercas

			el nacionalista es un infeliz con mucho miedo: para el nacionalista inglés u holandés o escandinavo, la Unión Europea es un instrumento diseñado para que los griegos, los portugueses y los españoles le robemos mientras tomamos el sol y bebemos sangría, un engañabobos, un trasto frío, distante e inservible que le obliga a vivir a la intemperie, con gente rara que habla lenguas raras y practica costumbres raras; él prefiere vivir con los suyos o con los que imagina que son los suyos, protegido por las falsas seguridades de siempre, refugiado en ilusorias identidades colectivas, aspirando, como diría Nietzsche, el viejo olor del establo27.

			Cercas no puede contenerse y saca el manido “olor del establo” (no me pondré quisquilloso, pero Nietzsche hablaba del “calor de establo”, no del “olor”). Y, por supuesto, cualquier crítica a la Unión Europea se transforma en una concesión a la visión nacionalista del mundo. 

			El nacionalista no solo es supremacista (por complejo de inferioridad), narcisista, enfermo, mentiroso, fanático, infeliz y miedoso, ¡también es de derechas! Así lo explica Lidia Falcón, con la dosis justa de contundencia:

			Porque la verdad es que el nacionalismo siempre es de derechas. […] Cuando la burguesía comienza a afianzar su poder difunde, desde mediados del siglo XIX, la teoría de la soberanía nacional e inventa una ideología basada en sentimientos patrióticos, que logra excitar en las clases populares el odio y el resentimiento de agravio contra los pueblos vecinos…28. 

			Falcón se ha quedado corta. En realidad, el nacionalista es un nazi. Así de simple. Lo expone con gran precisión Gabriel Albiac:

			Ni un solo gesto de Pujol o de su aprendiz Mas, ni una tilde o una coma de quienes cantan su epopeya, se diferencian un átomo de los gestos y palabras que escenificara Riefenstahl o teorizara Rosenberg29. 	

			Fíjese el lector en la prudencia de la prosa: no hay un “átomo” de diferencia y hasta las comas del discurso independentista y del discurso nazi son iguales.

			Esto empieza a complicarse. Si el nacionalismo es por construcción una ideología genéricamente derechista y específicamente nazi, ¿qué hacemos con Ignacio Gómez de Liaño, autor que defiende la tesis sensacional de que Stalin mató a mansalva no por ser comunista, sino por nacionalista? No me lo estoy inventando, aparece en un extenso artículo que este filósofo publicó hace unos años:

			Hay algo en los nacionalistas que los lleva a la destrucción de la nación que dicen amar. Se podrían dar muchos ejemplos. El más conocido es el de Hitler, pero ahí están también los Balcanes, África, el Asia central. Y es el caso de Stalin y sus sucesores, cuyo comunismo era en gran medida nacionalismo30.

			Así que los malvados comunistas eran después de todo un atajo de nacionalistas. ¿Concluimos, como si fuéramos trotskistas convencidos, que el estalinismo fue una desviación derechista del leninismo? La frase hecha de que “los extremos se tocan” se queda corta para entender esta maraña de interconexiones entre nacionalismo, fascismo y comunismo.

			El pobre nacionalista es además un ser primitivo, que responde a las pulsiones más atávicas del género humano. Tiene una tendencia irrefrenable a regresar a la “tribu”, siente la nostalgia del grupo pequeño en el que encontraba un sentido a su existencia. Carmen Iglesias, de forma muy sintética, resuelve la cuestión:

			Para nuestra especie, antes de la razón está la tribu. Volver a la tribu es lo que hace el nacionalismo31.

			Casi parece un haiku. En realidad, quienes más han insistido en esto de la tribu son Mario Vargas Llosa y Jon Juaristi, aunque el cliché anda muy extendido entre intelectuales y periodistas (al principio del capítulo reproduje un editorial de El Mundo que sacaba a pasear la dichosa “tribu”). Démosle la palabra a Vargas Llosa:

			El nacionalismo es el regreso a la tribu del que hablaba Karl Popper, esa abdicación de la responsabilidad, de la obligación de tener que vivir uno su propia vida y decidir en función de sus propias convicciones32.

			En una entrevista en el diario El País, Vargas Llosa no se andaba con rodeos: afirmaba que “el nacionalismo me parece la peor construcción del hombre” y que “el nacionalismo significa violencia, prejuicios, distorsión de valores”33. 

			En fin, entiendo que ya no se puede ir más lejos. No cabe añadir mucho a esa reunión de atributos tan desgraciados que se concentran en el nacionalista. Si el nacionalismo es un compendio de características tan sumamente negativas, debe combatírselo sin miramientos, pues constituye una amenaza para la estabilidad de la democracia liberal. En una democracia, el individuo está fuertemente protegido frente a la interferencia del Estado y de las mayorías sociales. Así lo garantiza el Estado de derecho. Los ciudadanos son libres porque el poder político está limitado mediante la división de poderes y la alternancia en el gobierno propia de los regímenes democráticos. El nacionalista, según el anterior retrato, abjura de todos esos logros sociales y políticos: antepone la nación al individuo. 

			No es de extrañar entonces que el nacionalista quede fijado en la imaginación de la gente como un enemigo de la libertad y de la democracia. El nacionalismo aparece como un peligro público que quizá tengamos que tolerar, pero cuya influencia hay que neutralizar a toda costa. Según esta visión, no cabe negociar con el nacionalismo, sus pretensiones son insaciables: cuanto más se le da, más pide, solo queda satisfecho cuando alcanza su objetivo último, la formación de un Estado propio. Quiere poner fronteras, dividir a personas que convivían en cierta armonía, exagerar las diferencias, introducir nuevas desigualdades. En fin, las personas de convicciones liberales deben evitar cualquier cesión al nacionalismo si quieren preservar el orden democrático. 

			En España continúa el argumento, muchos solo han sido capaces de llegar a esta conclusión tras un doloroso aprendizaje. En los albores de la democracia aceptamos descentralizar el Estado, se creó el sistema autonómico, se transfirieron competencias, dejamos las políticas sociales en manos de los políticos regionales y, sin embargo, los nacionalistas, cada vez que tuvieron oportunidad, aumentaron sus exigencias. Pedían una participación mayor en el gasto público, el aceleramiento de las transferencias, revisiones aún más descentralizadoras de sus estatutos de autonomía, tratando de alcanzar capacidad decisoria sobre la Justicia, la Hacienda y la Seguridad Social. Además, utilizaron las competencias educativas para adoctrinar a los niños, transmitiéndoles una visión negativa de ese proyecto común llamado España. En el colmo, transigimos con la inmersión lingüística en Cataluña, un sistema que ha contribuido a la reproducción del nacionalismo disgregador y que se basa en la imposición a las familias, las cuales no tienen libertad para elegir la lengua en la que escolarizar a sus hijos. 

			La consecuencia natural de esta manera de plantear las cosas es que con el nacionalismo solo cabe el enfrentamiento, no el diálogo ni la negociación. La postura más coherente, una vez que se adopta esta perspectiva, es la intransigencia política. Si ceder no sirvió para nada, si los nacionalistas están crecidos precisamente porque los demás fuimos demasiado débiles durante demasiado tiempo, ha llegado el momento de decir “basta” y poner freno a la espiral de demandas que plantean. La única forma de superar el nacionalismo consiste, pues, en combatirlo y marginarlo.

			La intervención ruidosa y agresiva de tantos intelectuales que repiten sin cesar este discurso ha ido conformando un clima de opinión que arrastra a buena parte de la sociedad, la clase política, el estamento judicial y los grandes medios de comunicación. Reina una práctica unanimidad acerca de la reivindicación nacionalista como una rémora adherida a nuestra democracia que absorbe buena parte de su energía y que dificulta su normal funcionamiento. 

			En España se celebra cualquier crítica al nacionalismo, por superficial que resulte. Nuestros intelectuales de mayor reconocimiento son justamente aquellos que no desaprovechan la ocasión para arremeter contra la ideología nacionalista. Se ha transformado casi en un rito de paso, en una ceremonia iniciática: si alguien pretende obtener respetabilidad intelectual, debe pasar la prueba del antinacionalismo furibundo. Proclámese que los nacionalismos son un atavismo, que las fronteras solo sirven para excluir, que el proyecto nacional es una nostalgia reaccionaria en los tiempos de la integración europea y la globalización, que todo nacionalista lleva en su seno a un supremacista, que el nacionalista desprecia la libertad individual, etc., y, por muy repetitivo que sea, quien así lo haga obtendrá eco en la prensa, se le abrirán las puertas de las editoriales principales del país y de las tribunas de los periódicos, medrará en el mundo de la cultura y pasará, en definitiva, a ser “uno de los nuestros”. 

			El nacionalismo son los otros

			El peculiar concepto de nacionalismo que se maneja en nuestro debate público sirve como arma arrojadiza para desprestigiar o deslegitimar las demandas políticas que proceden de Cataluña y País Vasco. Quien ataca el “nacionalismo” está presuponiendo que él mismo no es un nacionalista. La cosa, sin embargo, no está tan clara. 

			Recordemos la intervención de Mario Vargas Llosa en la famosa manifestación del 9 de octubre de Barcelona. Se refirió, como era previsible en él, a los ríos de sangre causados por el nacionalismo:

			Religión laica, herencia lamentable del peor romanticismo. El nacionalismo ha llenado la historia de Europa y del mundo, y de España, de guerras, de sangre y de cadáveres. Desde hace algún tiempo, el nacionalismo viene causando estragos también en Cataluña34.

			Por desgracia, no especificó la naturaleza de esos estragos tan terribles en Cataluña, ni aclaró si son comparables a las montañas de cadáveres que en otros lugares produjo la doctrina nefanda. En cualquier caso, lo que me interesa destacar ahora es que pronunció aquellas palabras ante un mar de banderas nacionales y ante unas masas pertrechadas con carteles en los que podía leerse la afirmación irredenta “Cataluña es España”. 

			La cuestión estriba en si defender la unidad de un territorio (el statu quo) es menos nacionalista que defender su separación. Que la unidad constituya el statu quo y goce de protección constitucional no quiere decir que el deseo de mantener Cataluña en el seno del Estado español no sea nacionalismo. A menudo el defensor del statu quo, a fin de no parecer él mismo un nacionalista, se refugia en lo que la Constitución sanciona para no entrar en la cuestión de fondo, que le parece irresoluble e injustificada, pues la creación de nuevos Estados es un esfuerzo vano en estos tiempos de globalización e interdependencia. Las constituciones, como es lógico, no suelen contemplar procedimientos que permitan la quiebra del sujeto colectivo y soberano que define el cuerpo político y del cual emana el propio texto constitucional; por tanto, negar la posibilidad de que un colectivo territorial se separe no es, para el antinacionalista, un acto de afirmación nacionalista, sino un ejercicio de respeto al Estado de derecho. 

			Es esta una salida inteligente, pero creo que fallida. La razón, me parece, es fácil de comprender: si el único motivo para negar las demandas de separación de un colectivo nacional fuera la Constitución, siempre cabría la opción de unir fuerzas para modificar el orden constitucional con intención de dar cabida a las demandas nacionalistas. Si lo que frena a los partidos españolistas a la hora, por ejemplo, de delegar al Gobierno catalán la competencia de realizar consultas es solamente que dicha medida no tiene encaje constitucional, ¿por qué no se ponen de acuerdos entre ellos para cambiar la Constitución, teniendo en cuenta que poseen las mayorías suficientes para hacerlo? Es fácil sospechar que, en el fondo, los españolistas tienen otras razones, más profundas, para negarse a hacer algo así. Razones, por descontado, que son legítimas democráticamente hablando. Puesto que el antinacionalista no parece dispuesto a adaptar la Constitución para dar cabida a los proyectos políticos nacionalistas, no queda más remedio que concluir que en realidad utiliza la Constitución y el Estado de derecho como escudo con el que frenar las demandas nacionalistas. Si fuera simplemente un asunto de lo que es posible dentro de la ley, cabría cambiar esta en caso de que pensemos que la reivindicación nacionalista es razonable y goza de legitimidad democrática. 

			A mi juicio, la defensa de la unidad territorial es tan “nacionalista” como la aspiración de quebrarla. Así lo argumentaré extensamente en las páginas siguientes. Con esto quiere decir que ambas posturas me parecen legítimas por igual, pero, también, igualmente nacionalistas (quiero insistir en que no uso el término “nacionalista” en sentido peyorativo alguno, como tampoco lo hago con términos similares como “socialdemócrata”, “liberal” o “conservador”). La separación de un territorio como Cataluña del resto de España es un asunto muy doloroso para todos aquellos que consideran que Cataluña forma parte irrenunciable de España, de la misma manera que la separación de Cataluña es un anhelo para quienes no se sienten españoles y preferirían vivir en un Estado catalán. 

			Que Vargas Llosa, dirigiéndose a decenas de miles de personas enarbolando banderas españolas, utilizara la ocasión para criticar el nacionalismo de quienes se envuelven en la bandera separatista catalana revela una cierta confusión mental. ¿El símbolo nacional por excelencia, la bandera, deja de ser nacionalista cuando se emplea para criticar a quienes se identifican con una bandera distinta? ¿Por qué el proyecto de separación es “nacionalista” mientras que el proyecto de permanencia es “no nacionalista”? ¿Qué es lo que hace que la bandera deje de operar como representación de una causa nacionalista en un cierto contexto? ¿Que dicha bandera tenga detrás un Estado ya constituido? ¿Se transforma entonces en sano “patriotismo”?

			Para el antinacionalista visceral, el nacionalismo es ante todo una ambición insatisfecha de Estado. De ahí que en un Estado ya constituido, el nacionalismo no exista: frente a los Estados reconocidos que ejercen el monopolio de la violencia y el control sobre las fronteras de un territorio, los nacionalistas serían aquellos que no quieren permanecer en dichos Estados. De aquí deberíamos concluir que no puede haber nacionalismo de Estado, es decir, que una vez consolidado el Estado, el nacionalismo resulta redundante. Pero incluso si uno creyera, en la línea explicada tantas veces por Fernando Savater, que el nacionalismo es una inflamación de la nación, de la misma manera que el apendicitis es una inflamación del apéndice35, ¿qué impide que se produzca “nacionalitis” en un Estado? ¿Es que el Estado es el mejor tratamiento que existe contra el nacionalismo? ¿Significa eso que el Estado franquista no era un régimen nacionalista? ¿Que la Alemania nazi no era nacionalista porque era un Estado? ¿Que no existe el nacionalismo francés? ¿O que el nacionalismo desaparecerá de Cataluña si esta llega a ser un Estado?

			Quizá el desarrollo más contradictorio de la tesis de que el nacionalismo son los otros lo encarne José María Aznar. Ya sé que no es un intelectual eximio, pero ha escrito libros y ha sido un político de gran influencia que dio cobertura a la legión de intelectuales que llevan años despotricando contra el nacionalismo. En este sentido, creo que su obra Cartas a un joven español debe ser leída con atención. Que yo sepa, nuestros aguerridos antinacionalistas no le han dedicado un minuto de su tiempo a pesar de que constituye uno de los textos más rabiosamente nacionalista que se hayan publicado en nuestro país en las últimas décadas. Lo más divertido es que Aznar comienza con los tópicos de rigor contra el nacionalismo: 

			No es la pluralidad lo que el nacionalismo reivindica. Su principal característica se reduce a defender unos supuestos derechos colectivos que anteponen a los derechos individuales. El nacionalismo simplifica y reduce la acción a una dimensión única, la defensa de la nación36. 

			Frente al nacionalismo maldito, promueve el patriotismo, que define como “el sentimiento de pertenencia a una historia y a una tradición, así como la conciencia de un vínculo que une por encima de la diversidad” (p. 80). En este esquema tan sutil de nacionalismo malo/patriotismo bueno, el sentimiento patriótico de pertenencia a una historia y tradición no cuenta como nacionalismo. Como tampoco entran en la categoría de nacionalismo afirmaciones como las siguientes sacadas de su libro: 

			España, además de un deber, es una pasión y un sentimiento hondo, tanto que resulta indiscernible de nuestro carácter individual. No se es español por horas o a tiempo parcial, aunque no siempre estemos pensando en España (p. 74).

			La afirmación es tremenda: la españolidad es una condición tan profunda que nuestro carácter individual no puede desentenderse de la misma. Esta identificación entre individuo y nación, sin embargo, no le impide al autor criticar con desdén el nacionalismo. En la misma página hay una afirmación de resonancias joseantonianas: “El ser español lo impregna y lo incorpora todo, sin remedio. Así de poderosa es nuestra nación”.

			Tenemos una nación tan poderosa que “impregna” cuanto hacemos, sentimos y pensamos. Pero esta defensa de la nación española, por algún motivo insondable, no es una afirmación de nacionalismo español. 

			Además, la nación española es la única que habita en España. Atención a la frase lapidaria:

			España no es una nación de naciones ni un Estado plurinacional. Es una nación, eso sí, con tradiciones, costumbres y lenguas diversas. Pero políticamente solo hay una nación, que se llama España (pp. 79-80).

			¡Ay quien dude de la nación! Dice a continuación Aznar, mandándole un recadito a su sucesor al frente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero: “La nación no es un concepto discutido o discutible. La nación es una realidad política, social, histórica y sentimental” (p. 80). Ahora bien, mientras que defender la nación española es un ejercicio de patriotismo con pedigrí democrático, defender otras naciones es en cambio un ejercicio de nacionalismo sin remedio. 

			Democracia, pueblo, nación

			Los textos de Aznar que acabo de reproducir son contradictorios en grado sumo y de forma bien ridícula. Pocas veces puede observarse con tanta claridad la inconsistencia que supone afirmar el nacionalismo propio mediante un discurso pretendidamente antinacionalista. Para entender el origen de esta inconsistencia, es necesario volver a los conceptos más básicos. Hay que aclarar cuál es la relación entre democracia, nación y nacionalismo.

			La democracia es un sistema de gobierno en el cual las decisiones colectivas que afectan al conjunto de la ciudadanía (el pueblo, la sociedad, la nación, ya veremos qué implicaciones tiene cada denominación) se toman en función de las preferencias de los propios ciudadanos y no de las preferencias de los ricos (plutocracia), de los sabios y expertos (tecnocracia), de los clérigos (teocracia), de los militares (dictadura militar), de una dinastía (dictadura monárquica) o de un grupo social concreto (dictadura del proletariado, dictadura fascista, etc.). Según el discurso celebérrimo de Gettysburg pronunciado por Abraham Lincoln en 1863, la democracia es el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo37. 

			La democracia se basa en dos grandes principios, el de igualdad y el de autogobierno38. El de igualdad establece que todos los ciudadanos tienen el derecho de contribuir a las decisiones colectivas a través del voto y del resto de formas de participación política (la protesta, el ejercicio de la libertad de expresión, las peticiones, la resistencia, la presión sobre los decisores, etc.). El elemento más igualitario de la participación política es el voto, puesto que todo el mundo puede ejercerlo por igual, con independencia de su condición social. Pero incluso en el caso del voto hay sesgos en la práctica: por ejemplo, las capas más desfavorecidas de la sociedad suelen votar en menor medida. En el resto de formas de participación, los sesgos por educación, ingresos, género, hábitat, etc., son aún más fuertes. El derecho a la participación política garantiza la pluralidad, la tolerancia y la competición, que son intrínsecas a la práctica democrática. De ahí que el derecho de voto venga siempre acompañado en democracia por otros derechos fundamentales (reunión, asociación, expresión, etc.). 

			Por su parte, el principio de autogobierno consiste en que las decisiones colectivas se tomen mediante algún procedimiento de agregación de las preferencias ciudadanas, de manera que sean los propios ciudadanos quienes decidan qué quieren hacer como colectivo. Puesto que las sociedades están atravesadas por múltiples fracturas y divisiones, sería ilusorio exigir la unanimidad política como condición para un autogobierno real. El procedimiento más sencillo de agregación de preferencias es el de mayoría: se suman las preferencias y se decide en función de la opción que cuenta con un mayor apoyo popular. Una de las propiedades interesantes de la regla de mayoría es que minimiza el número de personas que pueden estar en desacuerdo con la decisión final. Si la mayoría es mínima, por ejemplo el 51 por ciento, el máximo porcentaje de desacuerdo es el 49 por ciento. A medida que la mayoría va ampliándose, el porcentaje de “descontentos” o “perdedores” va reduciéndose. Con otro tipo de reglas, los desacuerdos son mayores. Si ponemos, por ejemplo, una mayoría cualificada de dos tercios (66 por ciento), podría llegar a haber un 65 por ciento de perdedores: si un 35 por ciento se opone a una cierta decisión, esta no se lleva a cabo, dejando al restante 65 por ciento insatisfecho.

			En la práctica, el ejercicio del autogobierno se enfrenta a múltiples dificultades: la división de poderes, los mecanismos de frenos y contrapesos, la protección constitucional de los derechos fundamentales de las personas, el control de constitucionalidad por parte de los tribunales constitucionales, la división territorial del poder político y la delegación de competencias a agencias no representativas (o “contramayoritarias”) limitan enormemente el alcance de la regla de mayoría.

			Podríamos decir que el principio de igualdad política es un requisito mínimo para hablar de democracia: si no hay igualdad, no hay tampoco democracia. Se trata de una condición necesaria pero no suficiente. Por otro lado, el principio de autogobierno es un ideal al que se orienta el ejercicio de la democracia cuya consecución puede realizarse solo en parte. El nivel de autogobierno es una característica gradual del sistema político39. 

			El principio de autogobierno presupone que hay un colectivo que quiere tomar decisiones colectivas conjuntamente. Ese colectivo, en la forma más genérica posible, lo podemos llamar “el pueblo” o, de modo aún más vago, “la gente”. O, si se prefiere un término completamente abstracto, “el demos”, es decir, el sujeto de la democracia. Para que exista un “pueblo” debe haber un cierto grado de autoconciencia sobre la voluntad que tienen todos sus miembros de tomar decisiones en común. No se trata solo de que compartan unos intereses y pongan los recursos necesarios entre todos para satisfacer dichos intereses; hay algo más, un cierto principio de unidad que hace posible mancomunarse y constituirse en una comunidad política. 

			Históricamente, el pueblo ha devenido nación en casi todas partes. Introducir el término “nación” siempre es problemático debido a su polisemia. A veces se habla de naciones para referirse simplemente a países, como en la Organización de Naciones Unidas (ONU) o en el título del libro de Adam Smith, The Wealth of Nations (La riqueza de las naciones). También se utiliza el término como sinónimo de “pueblo”. En expresión de Emmanuel Sieyès, la nación se entiende como “un cuerpo de asociados que viven bajo una ley común y están representados por la misma legislatura”40. Esta definición es estrictamente equivalente a la de “pueblo”.

			Hay un sentido, sin embargo, en que pueblo y nación son distintos. En general, el pueblo se caracteriza a partir de las fronteras de un Estado: lo forman los ciudadanos de un país. Como ha señalado Bernard Yack, esta es una definición esencialmente geográfica o espacial; la nación, en cambio, remite a una continuidad histórica o temporal41. El término “nación”, de hecho, procede del término latino nasci (nacimiento) y, por tanto, presupone una existencia prolongada con orígenes más o menos remotos. 

			Desde un punto de vista filosófico, las naciones, como otros muchos constructos sociales (el dinero, el matrimonio, el Tribunal Supremo), no tienen existencia propia más allá de las creencias que tengan las personas acerca de las mismas (son ontológicamente subjetivas). Las naciones conforman identidades sociales. Una identidad es una cierta forma de autocomprensión o autodefinición. La gente puede tener identidades distintas, plurales y cambiantes. Una persona puede definirse a sí misma en función de su género, su edad, su profesión, su familia, sus aficiones, su orientación sexual, su clase social, su ideología política, sus creencias religiosas, etc. La nación no es sino otra fuente de identidad de los individuos. Políticamente, es tan o más relevante que la identidad de clase o la identidad religiosa. Para mucha gente, su identidad nacional es una parte fundamental de la manera de entenderse a sí misma y de proyectarse hacia los demás. Las personas, en general, valoran su condición nacional, sintiendo apego u orgullo hacia la nación y una proximidad mayor con sus connacionales que con el resto de individuos.

			La identidad nacional consiste en un sentimiento de pertenencia a un colectivo que comparte una cultura y tiene una base o un origen territorial. El elemento territorial resulta decisivo42. Personas en lugares distintos pueden compartir rasgos culturales como la afición por el fútbol, o una misma religión, pero eso no genera por sí mismo una comunidad nacional. Antes subrayé la importancia de la dimensión histórica de la nación frente a la dimensión política del pueblo. La historia común apela a un pasado compartido en un territorio. Dicho pasado, marcado por ciertos sucesos cruciales (batallas, guerras, epidemias, matanzas, conquistas, revoluciones, etc.) da lugar a una cultura específica formada por elementos varios como la lengua, la religión, las instituciones, el derecho, etc. 

			No hace falta que esa historia sea verdadera ni que la cultura sea homogénea. De lo que se trata más bien es de que todos esos contenidos y significados, inventados en mayor o menor medida, recreados a partir de algún sustrato con visos de verosimilitud, sirvan para forjar una identidad compartida. El hecho de que se necesite un origen histórico es coherente con la naturaleza territorial de la nación. 

			La nación se activa cuando los habitantes de un territorio comienzan a verse a sí mismos como miembros de una comunidad y dicha creencia se vuelve común (todos saben que todos los demás creen lo mismo). A mi juicio, David Miller ha proporcionado la caracterización más completa de la identidad nacional. Propone cinco elementos que una comunidad debe tener para configurar una nación43: 1) un conjunto de creencias compartidas y obligaciones mutuas, 2) que estén activadas, es decir, que se actúe en función de las mismas, 3) que tengan una cierta continuidad histórica, 4) que mantengan una conexión con un territorio, y 5) que dispongan de una cultura pública (formada por normas, instituciones, valores) distinguible de las demás comunidades. 

			Históricamente, como antes decía, el pueblo se ha transformado en nación. En el mundo contemporáneo, el demos de las democracia tiende a estar formado por naciones. El proceso mediante el cual el pueblo deviene nación es extraordinariamente complejo y ha sido analizado de modo exhaustivo por los historiadores y los científicos sociales. Parte de esa complejidad es fruto de la relación bidireccional entre Estado y nación. Con ello me refiero a que las naciones pueden terminar desembocando en Estados, pero, igualmente, los Estados pueden contribuir a la creación y consolidación de la nación44. Así, por ejemplo, la creación de la nación francesa, compuesta originalmente por grupos étnicos muy diversos, es inseparable de las políticas de construcción nacional llevadas a cabo por el Estado francés. El Estado, mediante su dimensión nacional, consigue que los habitantes de territorios distintos desarrollen una lealtad política no solo con su municipio, comarca o región, sino también con el conjunto de la nación. 

			En nuestra época se da por supuesto que los Estados se legitiman nacionalmente. De ahí que hablemos de Estados nacionales o de Estados-nación. El preámbulo de la Constitución española proporciona una ilustración perfecta: 

			La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de…

			La base de la Constitución de 1978 reside en la nación española, que es soberana y anterior al régimen político que se establezca en cada periodo. 

			Aunque hoy el planeta esté organizado políticamente en torno a Estados nacionales, la correspondencia entre naciones y Estado dista de ser perfecta. Como es bien sabido, hay tres situaciones distintas: naciones que no han llegado a ser Estados, naciones que forman un Estado nacionalmente homogéneo y Estados que contienen varias naciones en su seno. Hay una fuerte carga de contingencia histórica en estos resultados. Que unas naciones tengan Estado y otras no es fruto de procesos históricos que podrían haberse desarrollado en direcciones muy distintas. 

			Nacionalismo

			El nacionalismo no es un “ismo” ideológico comparable al comunismo, el socialismo, el liberalismo o el conservadurismo. No posee la ambición totalizadora de las ideologías tradicionales, cuyos valores permean toda cuestión política. De hecho, aquellos que se declaran nacionalistas suelen tener preferencias políticas muy diversas en cuanto al nivel de redistribución en el seno de la comunidad, al papel del Estado en la economía o a las cuestiones morales (aborto, matrimonio homosexual, etc.). Dentro del nacionalismo cabe distinguir todos los matices ideológicos que se deseen y por eso unos partidos políticos nacionalistas se declaran de izquierdas y otros de derechas. 

			El nacionalismo puede compararse más bien con otras ideologías parciales o limitadas como el feminismo o el ecologismo. De la misma manera que podemos caracterizar el feminismo como un conjunto de creencias y valores sobre las relaciones de género y sus consecuencias, el nacionalismo se refiere al tipo de relación política que las personas mantienen con la nación a la que pertenecen. Así como el feminismo lucha por la igualdad entre géneros, el nacionalismo lo hace por el protagonismo político de la nación. Si se prefiere, podría caracterizarse el nacionalismo como la politización de la nación, es decir, la defensa de la nación como el sujeto de la actividad política. 

			En todo proyecto nacional hay una voluntad de autodeterminación o autogobierno político, consistente en que las decisiones colectivas se tomen en el ámbito de la nación. Por eso, el programa máximo de todo nacionalismo pasa por la formación de un Estado propio. Hay, no obstante, muchos casos en los que se renuncia al programa máximo y el nacionalismo se conforma con tener un cierto grado de autonomía o autogobierno en el seno de un Estado más amplio. En tiempos recientes, en los que la interrelación económica y la excesiva dependencia del poder financiero reducen el margen de maniobra de los Estados, la opción de constituir un Estado propio acaso resulte menos atractiva, si bien ese planteamiento puede fácilmente invertirse: si los Estados gozan de menor soberanía en nuestra época, es también menos relevante que se produzca una ruptura territorial o secesión. 

			El nacionalismo y la democracia encajan con relativa facilidad, pues ambos presuponen tanto el principio de igualdad (en democracia, todos los ciudadanos son iguales ante la ley; en la nación, todos los nacionales quedan igualados por su identidad nacional) como el principio de autogobierno (en democracia, las decisiones colectivas se toman agregando las preferencias ciudadanas; la nación es el sujeto que debe tomar las decisiones colectivas). La democracia y el nacionalismo rompen las relaciones jerárquicas y estamentales, que eran propias de los imperios, los Estados absolutistas y otras formas no nacionales de organizar la política.

			La característica más fundamental de la política de los dos últimos siglos consiste en que se haya impuesto de forma casi universal la organización de la actividad política en torno a la nación. Nuestra época, desde este punto de vista, es una época esencialmente nacionalista. Ni la globalización ni los procesos de integración supranacional han conseguido debilitar apenas los vínculos nacionales. Cojamos, por ejemplo, el caso de la integración europea. Los datos son testarudos: a pesar de una existencia prolongada, de más de medio siglo, el porcentaje de ciudadanos de los Estados miembro que se identifican ante todo con la Unión Europea frente a sus comunidades nacionales no ha variado apenas, se mantiene desde hace muchos años por debajo del 5 por ciento. Los europeos cosmopolitas son una minoría muy reducida (pero con gran influencia y visibilidad social) formada por políticos, altos funcionarios, periodistas, académicos, empresarios y otros profesionales. Frente a ellos, la inmensa mayoría de ciudadanos se ven a sí mismos en primer término como nacionales, o comparten su identidad nacional con la identidad europea (normalmente, esta en posición secundaria)45. 

			El nacionalismo siempre tiene dos caras, una integradora y otra excluyente: integradora con las personas que son parte de la nación, excluyente con el resto. La nación crea una comunidad con derechos e instituciones comunes en las que el Estado se responsabiliza hasta cierto punto de la suerte de sus nacionales. Pero los beneficios de la igualdad política y del autogobierno se reservan para los miembros de la nación y se excluye a todo aquel que no pertenece a la misma. La solidaridad y la igualdad solo son posibles en virtud de una exclusión generalizada46. Así sucede con toda forma de organización nacional de la política. Los Estados nacionales cierran sus fronteras para poder establecer lazos de solidaridad entre sus ciudadanos. Toda nación se basa en privilegiar a los connacionales frente al resto de la humanidad. Y, si en el interior del territorio hay colectivos que resisten los intentos de asimilación al grupo nacional dominante, pueden ser marginados, expulsados o incluso exterminados. 

			La doble cara de los procesos de construcción nacional es visible en casi todos los casos, aunque en algunos de ellos el contraste resulta especialmente llamativo. Pensemos en la formación de Estados Unidos, el primer Estado moderno que se constituye desde su origen como una república democrática caracterizada por la igualdad política y el principio de soberanía popular. El espíritu y la retórica democráticos de la nueva república eran compatibles no solo con la exclusión de los esclavos negros de la ciudadanía, sino también con el exterminio de las comunidades indígenas locales. En 1787, el compromiso constitucional de los tres quintos estableció que, a efectos de contribución fiscal y representación legislativa de los estados, el cálculo de la población de cada uno de ellos se realizaría contando a un esclavo como tres quintas partes de un ciudadano. La esclavitud no solo sobrevivió en estados sureños hasta el final de la guerra civil, sino que, además, una vez abolida, la población negra no alcanzó plenos derechos políticos en el sur hasta bien entrados los años sesenta del siglo XX. En cuanto a las poblaciones indígenas, estas fueron desplazadas, sus tierras ocupadas, su modo de vida profundamente alterado y, en ocasiones, masacradas, hasta el punto de que puede hablarse de un lento genocidio a lo largo de más de dos siglos. El propio Thomas Jefferson, autor de la Declaración de Independencia de Estados Unidos y tercer presidente del país, justificó en los términos más duros la política de exterminio de las comunidades indias. 

			En los tiempos actuales, quizá la ilustración más lacerante de las consecuencias que tiene en democracia el principio excluyente del nacionalismo sea el trato que da Israel a la población palestina. Mientras que Israel es, con respecto a los ciudadanos judíos, una democracia consolidada a todos los efectos, el carácter excluyente de su nacionalismo ha llevado a una situación de opresión y marginación de la población palestina. Con la intención de prevenir la formación de un Estado palestino, Israel ha promovido la política de asentamientos de colonos en dichos territorios. La fragmentación del mapa de Cisjordania hace inviable la formación de un Estado palestino en un futuro próximo. El proyecto de debilitar las amenazas externas que ponen en peligro el Estado de Israel como comunidad política de los judíos ha llevado a pisotear los derechos fundamentales de la población palestina. 

			La historia del nacionalismo está plagada de conflictos internos y externos. Por lo que toca a los conflictos internos, intraestatales, su manifestación más brutal son los casos de limpieza étnica en los que el grupo dominante expulsa o elimina el grupo minoritario. Este fenómeno corresponde a lo que Michael Mann ha llamado “el lado oscuro de la democracia”47. El problema no radica exactamente en la existencia de diversos grupos étnicos o nacionales. Las investigaciones de David Laitin y James Fearon en el continente africano, donde los niveles de heterogeneidad étnica son muy elevados, muestran que el número de conflictos étnicos violentos es muy bajo en relación a su número potencial: es decir, teniendo en cuenta las interacciones entre distintos grupos étnicos en cada país y en cada año, la incidencia de la violencia es extremadamente baja, aunque, cuando se produce, tenga consecuencias catastróficas en términos de vidas humanas48. En realidad, lo que produce el conflicto no es la pluralidad étnica o nacional sin más, sino que alguno de los grupos se sienta discriminado u oprimido frente a otro y luche para corregir esa situación (lo que en terminología académica se llama “desigualdad horizontal”)49. 

			En muchos lugares del mundo el proceso de construcción del Estado y la nación ha venido acompañado de políticas de exclusión, con grados de violencia variable. Cuando las naciones adquieren estructura de Estado, tratan de asimilar nacionalmente a los grupos cultural o étnicamente diversos. La violencia nacionalista, sin embargo, no es una consecuencia automática de las ideas excluyentes que forman parte de su contenido doctrinal. La violencia, de hecho, solo se activa si se dan determinadas combinaciones de circunstancias50. 

			Así como las guerras entre Estados han ido desapareciendo a lo largo del tiempo, las guerras civiles, muchas de ellas causadas por conflictos étnicos y nacionales, se han convertido en la principal fuente de violencia en nuestra época. No hay duda, pues, de que el nacionalismo despliega un potencial de conflicto muy elevado. Ahora bien, de aquí no se sigue que el nacionalismo sea siempre violento o conduzca a situaciones de exclusión aguda en todos los casos. El nacionalismo, de hecho, puede encarnarse también en democracias liberales respetuosas con los derechos de las minorías étnicas o nacionales. Sostener, como se hace con tanta frecuencia en nuestro país, que el nacionalismo es por definición “iliberal” supone una tremenda simplificación.

			Según apunté anteriormente, la profunda ambivalencia del nacionalismo es resultado de su asociación simultánea tanto con la construcción de las democracias liberales a escala estatal como con los principios excluyentes que todo proceso de construcción nacional entraña. Para ir un poco más allá de esta constatación, es necesario introducir algunas distinciones adicionales. El mayor problema es el siguiente: el nacionalismo tiende a invisibilizarse cuando alcanza su desarrollo pleno como Estado-nación liberal. La sociedad pasa a concebirse a sí misma como un orden abierto que ha superado la fase nacionalista, pues el principio de exclusión queda absorbido y naturalizado en las fronteras del Estado, que se dan por definitivas e inevitables. Para comprender esta evolución hay que distinguir entre nacionalismos con Estado y sin Estado. 

			Nacionalismos con y sin Estado

			En el debate público español es frecuente reducir la aplicación del término “nacionalismo” a las reivindicaciones políticas de mayor autogobierno por parte de comunidades nacionales sin Estado. Este es el truco que permite a José María Aznar (y a tantos otros) defender la nación española en nombre del antinacionalismo. Por un lado, se presenta el Estado como un orden democrático, abierto y liberal, olvidando mencionar su origen nacional y su organización en el interior de unas fronteras cerradas nacionalmente. Por otro, la reivindicación política de la comunidad sin Estado se dibuja como fruto del principio excluyente inherente al nacionalismo: lo que buscan los nacionalistas (que siempre son los otros) es dividir a la ciudadanía entre un “nosotros” y un “ellos”. Desde el Estado-nación se subraya, con un claro efecto deslegitimador, la asociación entre nacionalismo, conflicto y violencia.

			En los estudios académicos procura evitarse este uso interesado del término “nacionalismo”. Así, para analizar las manifestaciones políticas del principio nacional se trabaja con la distinción entre nacionalismos con Estado y nacionalismos sin Estado. Desde un punto de vista histórico, las manifestaciones más violentas y excluyentes del nacionalismo se han producido cuando se utiliza el Estado para conseguir los fines nacionales buscados, es decir, cuando el Estado emplea todos sus recursos en la consecución de una comunidad nacional única y homogénea. 

			En el contexto de las democracias avanzadas contemporáneas, la situación es bien distinta. Una vez que el Estado ha conseguido la plena integración nacional de la sociedad, no necesita seguir ninguna política de defensa y protección de la nación (salvo en caso de amenaza externa). La nación ha cumplido su objetivo máximo constituyéndose como un Estado soberano. Gracias a su condición estatal, el principio de autogobierno queda garantizado. El resultado de este proceso exitoso puede ser una democracia abierta y liberal. Si se quiere expresar así, podría decirse que las dimensiones más agresivas del nacionalismo quedan desactivadas dado que ya no es necesario seguir defendiendo la nación como fuente originaria de la actividad política. La eliminación del debate nacional en la esfera pública no supone, sin embargo, que las bases nacionalistas del Estado hayan sido superadas: tan solo indica que se han desactivado. El nacionalismo, en su vertiente más ruidosa de exaltación de la nación con fines políticos, permanece en un estado de latencia. Pero puede reactivarse en cualquier momento, según luego se verá con mayor detalle. 

			A pesar de que el nacionalismo quede discursivamente suprimido en el funcionamiento de las democracias liberales avanzadas, sus efectos pueden notarse de varias maneras. Quiero señalar tres de ellos: el nacionalismo banal, la solidaridad económica nacional y la restricción de los flujos migratorios. 

			Nacionalismo banal

			Michael Billig, en un conocido libro, ha analizado las formas suaves del nacionalismo con Estado: las denomina “nacionalismo banal”51. Con ello se refiere a hábitos ideológicos que se dan por supuestos y que no son objeto de atención en el debate político. La identidad nacional pasa a ser parte de la rutina social y se manifiesta en la presencia de banderas en los edificios oficiales, en los símbolos y lugares de la memoria, en las celebraciones nacionales, en la enseñanza de la historia nacional, en la distinción entre víctimas nacionales y el resto de víctimas cuando tiene lugar un accidente de avión o un atentado terrorista, en los mapas del tiempo, en la profusión de datos e información sobre lo que sucede en el interior de las fronteras frente a lo que sucede fuera de ellas, en las competiciones deportivas entre naciones, etcétera. 

			Dos días después de producirse el ataque terrorista de las Ramblas de Barcelona el 17 de agosto de 2017, el consejero de Interior, Joaquim Forn, hizo la siguiente declaración:

			Hay trece muertos, de los cuales hemos identificado ya a siete personas: una mujer italiana, una mujer portuguesa, una mujer con doble nacionalidad española y argentina, dos personas catalanas y dos personas de nacionalidad española. Estas son las siete personas que han sido identificadas52.

			Muchos españoles se sintieron ofendidos por esta distinción entre víctimas catalanas y españolas. Pero eso es justamente lo que hace la prensa española cada vez que hay un suceso luctuoso con víctimas de diversas nacionalidades. Cuando el piloto de Germanwings se suicidó estrellando contra los Alpes franceses el avión que pilotaba con todos los pasajeros a bordo, los medios de comunicación se apresuraron a señalar que entre las 150 víctimas había 50 con apellidos españoles. Precisamente porque damos por supuesta la relevancia de la distinción entre víctimas españolas y de otras nacionalidades, la distinción nueva entre víctimas catalanas y españolas resulta chirriante e improcedente en circunstancias tan tristes: suena a provocación política. Con independencia de lo que cada uno pueda pensar sobre la anécdota, resulta revelador sobre el modo en que funcionan los automatismos propios del nacionalismo banal.

			En democracias liberales avanzadas, las manifestaciones de amor a la nación se presentan como algo radicalmente diferente a la exaltación de la nación típica de los movimientos nacionalistas. Así, se distingue entre un patriotismo legítimo y un nacionalismo excluyente. El comportamiento patriótico es virtuoso, el nacionalista es una amenaza al orden liberal. Para muchos autores, el patriotismo se traduce en la defensa de una sociedad frente a amenazas procedentes del exterior, mientras que el nacionalismo tendría siempre un componente agresivo de afirmación del “nosotros” frente al “ellos”. Sin embargo, los intentos de identificar actitudes diferentes en el patriotismo y el nacionalismo no suelen ir muy lejos, ya que se basan en características ad hoc o, si se prefiere, en una petición de principio. La mayor parte de las veces, lo que en nuestra comunidad nos parece patriotismo, desde fuera se percibe como nacionalismo53. En el fondo, la única diferencia que puede establecerse con cierta seguridad es esta: el patriotismo se da cuando la nación se ha constituido en Estado y puede desarrollarse un afecto orgulloso y una capacidad de sacrificio hacia el país del que la persona es ciudadana. Cuando una nación no tiene Estado propio, hablamos simplemente de nacionalismo. Con otras palabras, el nacionalismo banal convierte en patriotismo el nacionalismo de las naciones organizadas en Estados. 

			Solidaridad nacional

			Como ha mostrado David Miller con especial agudeza, los lazos de solidaridad constituyen una dimensión clave de la idea de nación54. Toda persona, por el hecho de sentirse parte de una nación, desarrolla unas ciertas obligaciones morales y unas ciertas relaciones de solidaridad con los demás miembros de su comunidad nacional. En su versión más extrema, el individuo puede llegar a estar dispuesto a dar su vida por la nación si esta se ve amenazada o si la nación emprende una guerra contra otras naciones. Durante mucho tiempo, la gente aceptaba la obligación de servir en el ejército, que se consideraba una encarnación de los valores nacionales. 

			Las personas con identidad nacional sienten obligaciones más fuertes con sus connacionales que con el resto de personas. Así, están dispuestos a pagar impuestos que permitan al Estado financiar proyectos de inversión pública y políticas sociales que aseguren a los nacionales frente a diversos riesgos (desempleo, pobreza, enfermedad, dependencia, etc.). En este sentido, el Estado de bienestar puede entenderse como la institucionalización de la solidaridad nacional. Representa el desarrollo más perfecto del nacionalismo como comunidad de apoyo mutuo. El ciudadano, por el hecho de pertenecer a su nación, está cubierto frente a las contingencias vitales, de manera que si las circunstancias se tuercen, encontrará ayuda no solo de su familia, sino del propio Estado, el cual, gracias a las contribuciones fiscales de los ciudadanos, da cobertura universal a todos sus nacionales. 

			La solidaridad nacional admite dos lecturas opuestas. Para algunos muestra la naturaleza excluyente y hasta egoísta que anida en la organización nacional de la política. Los nacionales suelen considerar que sus obligaciones para con las personas que no forman parte de su comunidad son mucho menores que para con los nacionales. De hecho, si observamos el funcionamiento de los países avanzados, podemos ver de inmediato que la solidaridad con los ciudadanos de los países en vías de desarrollo no suele alcanzar el 1 por ciento de su PIB, mientras que la solidaridad con los nacionales, medida por ejemplo a través del gasto social, suele estar entre el 25 y el 30 por ciento del PIB (sin contar el gasto en educación)55. Esta diferencia tan abismal revela el distinto alcance de la solidaridad en cada caso. En 2015 España tenía un gasto social relativamente bajo, un 24,7 por ciento, cuatro puntos inferior a la media de la Unión Europea (29 por ciento), inferior incluso al de países como Grecia y Portugal, y muy alejado de los países con mayor generosidad social como Francia (33,9 por ciento) o Dinamarca (32,3 por ciento). En cambio, la ayuda al desarrollo estaba en torno al 0,2 por ciento del PIB (su máximo histórico, en tiempos del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, llegó casi al 0,5 por ciento). La diferencia entre el 24,7 por ciento de PIB dedicado a gasto social para españoles y 0,2 por ciento en ayuda a los países en vías de desarrollo indica cuáles son las prioridades nacionales de la sociedad española. Para un nacional español, el nivel de ayuda a sus conciudadanos que está dispuesto a financiar es del orden de 50 veces superior al nivel de ayuda al exterior. Si se quiere expresar de forma aún más cruda, la solidaridad entre españoles es 50 veces superior a la que tenemos con la población de, digamos, Mauritania.

			Hay investigaciones empíricas que demuestran que en países con mayor heterogeneidad étnica, tanto los niveles de solidaridad medidos a través de las inversiones en bienes públicos como las preferencias redistributivas de la población son menores que en países más homogéneos56. Así, la provisión de bienes públicos (transporte, infraestructuras, etc.) es menor cuando hay diversos grupos étnicos, pues los miembros del grupo mayoritario no quieren que los miembros de los otros grupos se beneficien de su esfuerzo fiscal. De la misma manera, las preferencias sobre la redistribución son más débiles porque los miembros de cada grupo no ven con buenos ojos que los potenciales beneficiarios de las políticas sociales sean miembros de otros grupos. Estos resultados empíricos confirman claramente que las obligaciones éticas son más fuertes con respecto a los miembros del mismo grupo étnico o nacional que con respecto al resto de personas. 

			Hay, sin embargo, una segunda lectura posible de la solidaridad nacional: que los habitantes de un territorio, por el hecho de identificarse con su nación, estén dispuestos a asumir sacrificios como servir en el ejército o dedicar una porción considerable de sus ingresos a pagar impuestos para financiar políticas redistributivas y aseguradoras supone un claro progreso con respecto a aquellas otras sociedades en las que los lazos de solidaridad se agotan en la familia o el clan. La nación, en este sentido, supone un avance con respecto a obligaciones derivadas exclusivamente de la sangre o el linaje. De ahí que sea tan absurda la idea de Karl Popper de que la nación es un regreso a la tribu, idea que los intelectuales españoles que se autoconciben como antinacionalistas repiten de forma machacona. La nación es un inmenso salto adelante frente a las relaciones por parentesco o conocimiento directo.

			Inmigrantes

			Todos los Estados establecen obstáculos a la entrada de inmigrantes en sus países. Si las creencias nacionalistas no desempeñaran papel alguno en las democracias liberales avanzadas, sería difícil entender por qué se crean barreras a la entrada de ciudadanos de otros países. Por supuesto, hay países más abiertos que otros a la inmigración, pero, en general, todos ponen condiciones exigentes no solo a la entrada, sino incluso a la concesión de la nacionalidad a personas extranjeras que llevan años trabajando en el país. En general, las condiciones se han endurecido a medida que la población inmigrante ha ido aumentando en los países desarrollados. En la actualidad, los inmigrantes son más del 10 por ciento de la población en casi todos ellos, superando el 15 por ciento en Europa por Austria, Bélgica, Eslovenia, Irlanda, Suecia y Suiza. 

			La justificación implícita para la restricción de la entrada de inmigrantes es doble: cultural y económica. La primera considera que una cierta homogeneidad cultural es precisa para que la sociedad funcione adecuadamente. La nación se basa, como antes vimos, en rasgos y tradiciones culturales que pueden ir desde la lengua y la religión hasta unos referentes históricos comunes y unos valores políticos específicos. Para el nacionalista, la entrada masiva de inmigrantes podría hacer peligrar la comunidad construida nacionalmente. Algunos autores, como Robert Putnam, han argumentado que la diversidad étnica produce una disminución de la confianza social: las personas muestran menor confianza hacia sus conciudadanos cuando hay mayores niveles de heterogeneidad étnica57. La segunda justificación es económica: por elevado que sea el nivel de desarrollo alcanzado, resulta oneroso para el Estado extender los beneficios sociales a la nueva población inmigrante. El Estado de bienestar se sostiene sobre la base de la comunidad nacional, no puede extenderse ilimitadamente a toda la población que quiera entrar en un país. 

			En suma, la presencia ubicua de nacionalismo banal, la diferencia entre niveles de solidaridad hacia dentro y hacia fuera de la comunidad nacional y las barreras contra la inmigración que existen en la práctica totalidad de los países avanzados muestran que el nacionalismo continúa teniendo una fuerza formidable en las democracias liberales. Al margen de las autoconcepciones que tengamos sobre nuestras ideas políticas, en la práctica las ciudadanías de los Estados-nación contemporáneos se comportan según principios nacionalistas. 

			Por supuesto, se trata de un nacionalismo que adquiere formas muy distintas a las del nacionalismo sin Estado. Este se caracteriza por una insistencia constante en la defensa y preservación de una nación que ve amenazada por su carencia de reconocimiento estatal. De ahí que el discurso de los nacionalismos sin Estado venga acompañado de una cierta dosis de victimismo: atribuyen la responsabilidad de que su nación no haya alcanzado la condición de Estado a la cerrazón de los Estados realmente existentes. El nacionalismo sin Estado, además, no posee los instrumentos de asimilación nacional con los que cuentan los Estados, o no los tiene en la misma medida, de modo que suele hablar abusivamente de la población de su territorio como si toda ella se sintiera parte de la nación reivindicada, lo que casi nunca suele ser así. En ocasiones, este tipo de nacionalismo adopta formas violentas, como en los casos de ETA y el nacionalismo vasco, el IRA y el nacionalismo católico de Irlanda del Norte o el FLNC y el nacionalismo corso58. Para mantener viva la causa nacional, los nacionalismos sin Estado necesitan organizar y mantener un movimiento social activo que se manifieste en las calles y establezca redes de apoyo en la sociedad civil, todo lo cual genera dinámicas políticas muy distintas a las de los nacionalismos con Estado. 

			Los dos tipos de nacionalismo convergen en sus manifestaciones externas cuando la nación con Estado (Estado-nación) se ve amenazada. La amenaza al Estado-nación reactiva los resortes nacionalistas de la sociedad, que hasta ese momento se encontraban latentes y reducidos a las formas rutinarias que antes he mencionado (el nacionalismo banal, la solidaridad económica, las barreras de entrada al extranjero). Los conflictos bélicos o los ataques terroristas tienen este poder reactivador: la ciudadanía cierra filas en torno a la defensa de la nación, lo cual suele acarrear un aumento del apoyo al gobierno y a las instituciones del país. La guerra de las Malvinas en la primavera de 1982, por ejemplo, produjo un rebrote de nacionalismo británico que contribuyó decisivamente a la histórica victoria de Margaret Thatcher en las elecciones del año siguiente59. Muchos británicos se sentían henchidos de orgullo ante su nación, que recuperaba el espíritu de su pasado imperial. Este efecto es tanto más asombroso cuanto que la inmensa mayoría de los británicos desconocían la existencia y localización de las islas, las cuales no tenían valor estratégico alguno y estaban pobladas por no más de dos mil personas que podrían haber sido trasladadas y compensadas sin necesidad de participar en una guerra que se cobró las vidas de aproximadamente ochocientos combatientes. El ataque del 11 de septiembre sobre Estados Unidos también desató una ola fuerte de nacionalismo norteamericano, que se tradujo en cambios legislativos y un fuerte aumento de actitudes xenofóbicas hacia los musulmanes. 

			El nacionalismo español también existe

			El nacionalismo español existe, como existe el nacionalismo vasco, el francés o el checheno. Se basa, como todo nacionalismo, en la organización de la vida política en torno a su nación, en este caso la española. Es tan legítimo, por cierto, como todo otro nacionalismo. Los derechos y obligaciones que funda la nación española se restringen a los nacionales españoles. Nuestro sistema democrático y nuestra propia Constitución son expresión política de la voluntad constituyente de la nación española. Los ciudadanos que tienen un sentimiento de pertenencia a la nación española aceptan tomar decisiones colectivamente, tener unas instituciones comunes y pagar impuestos para el sostenimiento del Estado; asimismo, comparten unas referencias históricas, tienen una lengua común, el castellano o español, y muchos de ellos sienten apego por los símbolos nacionales. 

			Los historiadores han analizado con sumo detalle la evolución histórica del nacionalismo español60. Sus formas han variado enormemente. El mayor contraste quizá sea el tránsito del nacionalismo autoritario y exacerbado del franquismo al nacionalismo liberal, más suave y tibio, de la época democrática. España tuvo un proceso de nacionalización tardío en comparación con muchos otros países europeos. El Estado nunca poseyó los recursos necesarios para llevar a cabo una política ambiciosa de construcción nacional al modo francés, lo que permitió que sobrevivieran fuertes identidades locales, regionales y corporativas y que surgieran nacionalismos alternativos en las regiones que primero se industrializaron (País Vasco y Cataluña). La Iglesia, que tuvo durante mucho tiempo el monopolio de la educación, puso más énfasis en el tradicionalismo católico que en la forja de una conciencia española moderna. Hasta tal punto ha sido así que el momento de máximo empeño en un proyecto de asimilación y construcción nacional corresponde a un periodo muy tardío, el del franquismo. 

			La característica más llamativa del nacionalismo franquista (el de “España una, grande y libre”) fue su exclusión ideológica, negando la condición de español a las personas con ideología de izquierdas o nacionalista (la alianza “rojo-separatista”). Tras la división consumada en la Guerra Civil, la unidad de los españoles se impuso mediante la represión, expulsión y exterminio de todos aquellos “antiespañoles” que defendían un proyecto para España incompatible con el principio autoritario del franquismo. Los niveles de violencia que alcanzó el nacionalismo franquista en el primer periodo de la posguerra resultan insólitos en el contexto europeo. Autores como Paul Preston han llegado a hablar de un holocausto español, causando gran controversia entre los historiadores patrios. Hubo una política de limpieza ideológica en nombre de una nación española concebida en términos tradicionalistas, corporativos y católicos. 

			La construcción de un nacionalismo español que solo podía culminar con el silenciamiento de los “antiespañoles” ha dejado huellas profundas en la etapa democrática, según puede verse en los intensos conflictos sobre la memoria histórica que han atravesado el país en los últimos veinte años. Como han mostrado Paloma Aguilar y Leigh Payne, la democracia española no ha sido capaz de ofrecer reparación y reconocimiento a los descendientes de los “antiespañoles” que murieron en la Guerra Civil o en la represión posterior del franquismo61. Asimismo, el franquismo dejó una herencia envenenada en lo tocante a los símbolos (bandera e himno), pues mucha gente progresista no puede dejar de percibir una asociación entre dichos símbolos y el régimen anterior: según una encuesta del CIS de 2006, el himno y la bandera nacionales solo despiertan emociones positivas en la mitad de la población62. Que la derecha haya seguido utilizando la bandera como símbolo propio en sus actos políticos, como si solo se pudiera ser un buen español, un español cabal, siendo de derechas, no ha contribuido a la superación del problema.

			El régimen de Franco, a pesar de la saña criminal con la que trató de “nacionalizar” a la sociedad española, no consiguió extirpar una conciencia nacional alternativa en Cataluña y País Vasco, dos regiones que, hasta el día de hoy, introducen un elemento distorsionador en una nación española que se quiere única y común en todo el territorio del Estado. 

			Con la llegada de la democracia, el nacionalismo español fue ablandándose. Su nuevo mito fundacional es la Transición, entendida como el momento clave en la historia de España en el que se construye una democracia homologable a las europeas mediante amplios consensos entre las principales fuerzas políticas. El elemento nuclear de la Transición es la Constitución de 1978, que organiza de forma democrática la política española, garantizando la igualdad política entre ciudadanos y entre territorios. 

			Muchos de los intelectuales que se proclaman “antinacionalistas” o que, sencillamente, niegan las posiciones nacionalistas que defienden frente a otros nacionalismos, tienden a presentar el nacionalismo español, al que nunca nombran como tal, como la simple defensa del orden constitucional. Lo que nos hace ciudadanos libres e iguales es que todos estamos sometidos a la legalidad que emana de la Constitución. Esta idea la ha intentado recoger el PP, remozando el nacionalismo español en “patriotismo constitucional”. Así lo hizo en el XIV Congreso del partido en 2002, en una ponencia escrita por María San Gil y Jordi Piqué, entonces principales dirigentes populares de País Vasco y Cataluña respectivamente63. En origen, el patriotismo constitucional fue una propuesta desarrollada en Alemania, un país con un pasado aún más complejo y tortuoso que el español: la idea básica era enraizar los sentimientos nacionales no en la historia o en la cultura, sino en los propios valores democráticos tal como se encarnan en la Constitución. La lealtad y apego de los ciudadanos se dirigiría al texto fundacional del que brotaba el sistema democrático. El nacionalismo quedaría enteramente limpio de factores histórico-culturales y por tanto reducido al orgullo de las normas democráticas que rigen en el país. El PP entendió que el encuadramiento de la cuestión nacional en términos de patriotismo constitucional permitía establecer una contraposición entre la democracia nacional española y los nacionalismos “excluyentes” de la periferia que, a su juicio, anteponen la nación a la democracia64. 

			La derecha española, sin embargo, ha sido incapaz de actuar en coherencia con la idea de una sociedad postnacional. Los dirigentes y publicistas del PP no pierden ocasión de introducir en el concepto de España mucho más que un conjunto de reglas institucionales codificadas en un texto constitucional, siendo evidente la inclusión tanto de la lengua (“patrimonio cultural de los españoles”) como de la historia (“una de las naciones más antiguas de Europa”), a lo que hay añadir un fuerte rechazo a la posibilidad misma de una democracia plurinacional. Los textos de José María Aznar que antes reproduje pueden ser interpretados de muchas maneras, pero ninguna de ellas es compatible con las tesis del patriotismo constitucional. A mi juicio, no hay nada reprochable en que se construya de este modo el nacionalismo español, pero resulta demasiado obvia la impostura de presentar ese nacionalismo como si fuera un puro patriotismo constitucional de matriz liberal que supera y deja atrás los rasgos clásicos del nacionalismo. 

			Si se examina el nacionalismo en la sociedad española, se observa algo parecido: un nacionalismo de fuerte impronta liberal, pero con innegables elementos histórico-culturales que van más allá del patriotismo constitucional. En este punto resulta imprescindible remitirse al trabajo de Jordi Muñoz, insuficientemente conocido en nuestro debate público65. Su análisis empírico demuestra que el nacionalismo español es inclusivo: no se basa en el rechazo al inmigrante y admite la pluralidad de España, aunque no la existencia de otras naciones en su seno. A este nacionalismo liberal se superpone un nacionalismo tradicional que absorbe los contenidos anteriormente mencionados y les añade tanto un componente católico como el orgullo ante los símbolos nacionales (himno y bandera). En la encuesta de 2006 que analiza, descubre que el 44 por ciento de los entrevistados considera el catolicismo como una parte importante de la identidad nacional española. 

			En términos numéricos, Muñoz estima que en la España de 2006 había aproximadamente dos grupos de tamaño similar, en torno al 42 por ciento cada uno: el primero de estos grupos se mantiene en el plano del nacionalismo liberal, mientras que el segundo comparte los principales contenidos del nacionalismo liberal pero añade la dimensión tradicional-católica antes mencionada. Finalmente, hay un 13 por ciento de ciudadanos que no tienen identidad española, considerándose pertenecientes a otra nación (vasca, catalana)66. 

			Planteado en estos términos, el problema de nuestra democracia con respecto a la cuestión nacional consiste en cómo reconciliar un importante segmento de la ciudadanía, territorialmente concentrado en Cataluña y País Vasco, que no se siente parte de la nación española, con una inmensa mayoría social que defiende un nacionalismo español que, pese a su condición liberal, no admite la existencia de otra nación en España que no sea la española. 

			El límite infranqueable del nacionalismo español es el reconocimiento de la pluralidad nacional de nuestro país. Curiosamente, se puede detectar aquí una continuidad entre el nacionalismo español del periodo democrático y el del periodo franquista: ambos consideran que el nacionalismo de Cataluña y País Vasco son, en última instancia, una alteridad o negatividad que amenaza la propia supervivencia de la nación española. 

			Según el discurso dominante, sin la presencia de los nacionalismos España podría por fin cumplir su sueño de ser como las grandes naciones desarrolladas, en las que nadie se avergüenza de su bandera ni de sus símbolos nacionales. La pulsión nacionalista de algunas regiones periféricas nos impide alcanzar esa meta. Nuestro país, de acuerdo con este discurso, se consume en una disputa interminable que no logramos resolver, entre otras razones porque la izquierda no acaba de entender la naturaleza del problema y se muestra indecisa, ambigua y acomplejada ante los nacionalistas. El nacionalismo va corroyendo la legitimidad del Estado y la democracia, imposibilitando así la concordia civil que la sociedad española se merece. En esta visión los nacionalistas quedan como el núcleo último de la anti-España, es decir, como el factor que imposibilita que España sea un país comparable al resto de países prósperos y civilizados del continente europeo. 

			El lector puede pensar que exagero. En tiempos normales quizá no sea tan evidente, pero en momentos extraordinarios este sustrato político sale a relucir. Tras el brutal atentado del 11-M, cuando todavía se pensaba que ETA era la autora de la masacre, se pudieron leer condenas muy duras no solo del terrorismo etarra, sino del nacionalismo más en general. Fernando Savater, por ejemplo, escribió: 

			El país más descentralizado de Europa es el más amenazado por la fragmentación nacionalista, que en todas partes está considerada una abominación reaccionaria salvo aquí, en donde es de izquierdas y constituye una alternativa de progreso67.

			El mismo día, en una línea muy parecida, Antonio Muñoz Molina se refería a

			otro de los delirios que han vuelto tan turbia la vida española: la perversión según la cual es progresista el nacionalismo étnico y tribal y reaccionaria la defensa de la Constitución y de las libertades civiles, del mismo modo que parecen y se presentan a sí mismos como más de izquierdas los que impúdicamente aspiran a romper la solidaridad común para quedarse los beneficios íntegros de sus privilegios. […] Se ha dicho, se ha escrito, se ha repetido cualquier cosa, mezclando la verdad con la mentira, los motivos justos de discordia y de rechazo con las acusaciones más insensatas: el resultado ha sido una ruptura de los elementos más primordiales de la concordia civil, una deslegitimación del Estado que no mina a este Gobierno, sino al edificio mismo de la democracia68.

			En estos textos el nacionalismo no español es esa fuerza negativa que impide la normalización de la democracia española, en buena medida por la complicidad de la izquierda, que se resiste a reconocer la naturaleza intrínsecamente reaccionaria de las ideas nacionalistas. 

			Quizá no sea irrelevante reparar en que el proceso de construcción nacional en España se distingue del de otros países porque la nación española se ha ido configurando no por oposición a otras naciones extranjeras, con las que habría entrado en guerra en algún momento de su pasado, sino por oposición a los nacionalismos alternativos que existen dentro del propio Estado. España no participó en ninguna de las dos guerras mundiales, no ha tenido enemigos externos a lo largo del siglo XX y no tiene tampoco un pasado antifascista que pueda convertirse en un referente unificador. Así como en algunos países europeos la conciencia nacional se consolida a partir de la experiencia antifascista en la Segunda Guerra Mundial, en nuestro país no hay un pasado político más allá de la Transición que genere consenso suficiente para servir de referente nacional unificador. Si retrocedemos en el tiempo, ni el franquismo ni la Segunda República sirven de elemento aglutinador de la nación, pues las lecturas que hacen los distintos grupos políticos de aquellos periodos son profundamente divergentes. 

			Los enemigos naturales de la nación española han estado dentro de nuestras fronteras. De ahí, en buena medida, la animadversión que el conflicto nacional provoca en el nacionalismo español y el tono brutal con el que se debate sobre este asunto en nuestro país.

			Luisa Elena Delgado, en su libro La nación singular, ha analizado con gran perspicacia la patología democrática española con respecto al nacionalismo. En lugar de aceptarse la presencia de nacionalismos alternativos al español como un dato constitutivo de la política, que haría de esta un terreno de juego esencialmente polémico y conflictivo, nuestra cultura opta por reducir el nacionalismo a la condición de amenaza a la democracia española, como si fuera un cuerpo extraño que podría infectar el tejido social. Según explica la autora:

			La articulación política de una España plena, cohesiva cultural y políticamente, siempre se hace en relación a un nacionalismo periférico intransigente, insaciable en sus peticiones y empeñado en destruir el goce de la españolidad, por lo cual es naturalmente incompatible con esta69.

			De acuerdo con Delgado, las principales fuerzas políticas que protagonizan las tres primeras décadas de democracia se han relacionado según pautas de gran dureza dialéctica, que en algunas ocasiones han producido una elevada crispación política, pero siempre dentro de un orden: la crispación sigue pautas de confrontación más o menos rutinizadas que no llegan a quebrar los consensos básicos en torno a unos valores fundamentales. Cuando el propio sistema se ha visto cuestionado por algún peligro interior, se ha impuesto la exigencia de “unidad de los demócratas” o “unidad constitucionalista”, que en la práctica impide que las demandas de reconocimiento nacional procedentes de País Vasco y Cataluña se procesen según los procedimientos democráticos que se emplean en otros países para resolver estos conflictos. Cuando España se enfrentó al plan Ibarretxe, la “unidad de los constitucionalistas” podía entenderse como un resultado de la presencia de violencia terrorista, pero esa misma unidad ha reaparecido en el contexto de la crisis catalana a pesar de la naturaleza pacífica y cívica del movimiento independentista. En ambos casos se han alcanzado acuerdos básicos entre los dos principales partidos políticos para mantener la amenaza nacional fuera de los márgenes de la democracia. 

			El nacionalismo, de este modo, no puede formar parte del juego ordinario de la democracia, salvo que sus reivindicaciones se limiten a transferencias de recursos y competencias. Cuando las reivindicaciones, sin embargo, adquieren un mayor alcance político, de manera que la nación española queda afectada, la democracia se cierra sobre sí misma negando la posibilidad misma de un debate abierto sobre la cuestión. En ese momento de repliegue salen a la superficie los demonios reprimidos del nacionalismo español, reclamando soluciones represivas que acaben de una vez por todas con el intolerable “desafío”. 

			El nacionalismo vasco y catalán se presenta entonces en nuestro debate público como un nacionalismo antiespañol que pretende fragmentar la soberanía y cuestionar la unidad e indivisibilidad del pueblo español. Por eso, representa la anti-España. Amenaza la base misma de nuestro sistema democrático-constitucional, la nación española. 

			El propósito último de este libro consiste en abandonar esta formar de abordar el conflicto nacional. Mi propuesta es reconducir el debate hacia parámetros democráticos, desdramatizando las consecuencias del reconocimiento de la condición plurinacional de España, para lo cual resulta imperativo superar ciertas ideas dogmáticas sobre la soberanía política y entender cómo pueden conjugarse el principio de legalidad constitucional y el principio democrático. De esto hablaré a continuación.

			

CAPÍTULO 2

			CONFLICTOS SOBRE EL DEMOS EN LA DEMOCRACIA ESPAÑOLA

			Democracia y conflicto nacional

			La teoría de la democracia da por supuesto que detrás de toda democracia hay un pueblo. La democracia es un sistema político que funciona mediante la agregación de preferencias de un demos. Que haya un pueblo significa que todas las personas que forman la comunidad política están de acuerdo en tomar las decisiones colectivas mancomunadamente. 

			Puede ocurrir que algunas personas estén excluidas de la comunidad política y no se les permita participar en los asuntos públicos. Así ocurre cuando el sufragio no es universal. Desde el punto de vista de la teoría democrática, este no es un problema de especial complejidad teórica. La propia idea de democracia requiere en su desarrollo más pleno que, en virtud del principio de igualdad política, todas las personas mayores de edad tengan el derecho al voto. Tan solo se trata, pues, de que la democracia sea auténticamente inclusiva. 

			El problema surge cuando hay un conflicto acerca de la composición del demos y se produce una fragmentación del pueblo. Una parte de la comunidad política quiere separarse y tomar sus propias decisiones colectivas, al margen del resto. El sujeto de la democracia queda, pues, cuestionado, planteándose un conflicto político extremadamente difícil de resolver. ¿Qué puede hacerse cuando se produce una crisis nacionalista en la que el sujeto político de la democracia se transforma en objeto de controversia?

			Sorprendentemente, la teoría de la democracia no ha tratado esta cuestión hasta tiempos recientes. Creo que el primer autor que plantea este asunto con todas sus consecuencias es Robert Dahl en A Preface to Democratic Theory70. Por supuesto, los problemas de la secesión son muy anteriores, pero no se habían analizado con las categorías propias de la teoría de la democracia. Corresponde a Dahl el mérito de haber señalado que el funcionamiento de los sistemas democráticos solo es posible si el demos no está en cuestión, si no hay un debate sobre quién pertenece y quién no al sujeto que debe tomar las decisiones.

			La teoría liberal clásica tiene muy poco que decir sobre este asunto. Parte de la base de que el demos está ya formado y su composición no resulta problemática. En última instancia, lo que subyace en el liberalismo es una cierta indiferencia sobre los antecedentes que han llevado al statu quo, tanto en la cuestión del nacionalismo como en muchas otras. En materia económica, el liberal parte de una distribución original de recursos y a partir de ahí estudia los procesos de producción e intercambio: en cuanto que dichos procesos se basan en intercambios voluntarios entre las partes, no cabe cuestionamiento alguno. Aplicada esta filosofía a la cuestión nacional, lo que viene a decir el liberalismo es que la democracia se funda en los Estados realmente existentes, sin plantearse averiguaciones ulteriores sobre las razones o la justicia de que algunas naciones hayan evolucionado hacia la forma estatal y otras no lo hayan logrado. La distribución de Estados está dada, piensa el liberal, lo que cuenta a partir de ahí es que la democracia y el Estado de derecho funcionen sin trabas. Una vez que un país está constituido democráticamente y garantiza los derechos fundamentales de los ciudadanos, las fronteras estatales son inmutables. Tan solo se admite un proceso de secesión, siguiendo el modelo establecido en el derecho internacional, cuando el Estado mantenga relaciones de opresión y explotación de un territorio suyo, como puede suceder en Estados coloniales, en invasiones bélicas o en Estados dictatoriales71. Ausentes estas razones, el liberal no ve causa alguna que pudiera justificar un proceso de separación.

			Esta forma de abordar el asunto pasa por alto que los factores que explican que algunas naciones se hayan configurado como Estados y otras no son históricamente arbitrarios y contingentes. Quien defienda que la distribución de Estados-nación no puede revisarse, que está dada, asume la misma premisa del liberal que en cuestiones económicas acepta que la distribución inicial de recursos está dada y no debe ser problematizada. La consecuencia en ambos casos es una cierta tiranía del statu quo. Aquello que la historia ha sancionado no es reversible. Para defender esta posición, el liberal argumenta que si los ciudadanos de un Estado tienen derechos y libertades civiles y políticas, carecen de legitimidad para reclamar un cambio del statu quo con respecto a las fronteras del Estado. En el mundo hay centenares, si no miles, de comunidades que pueden considerarse naciones. Sin embargo, solo unas cuantas de ellas son Estados. La “lotería histórica” ha premiado a algunas naciones y ha castigado a otras. El reparto de premios no es revisable, entre otras razones porque un mundo plagado de Estados sería inmanejable. La secesión, pues, solo es defendible como un instrumento para remediar un mal evidente como la pérdida de libertad a causa de una invasión extranjera o la opresión producida por un régimen tiránico.

			La doctrina liberal tiene su coherencia interna, es indudable. Pero no resuelve el problema de fondo: qué hacer en una democracia cuando un grupo no se reconoce como parte del demos y quiere construir una comunidad política en torno a un demos alternativo. Si ese demos alternativo está territorialmente concentrado y tiene viabilidad estatal, ¿sobre qué base se puede negar su pretensión? Frente a los liberales, quienes entienden la relevancia social y política de la identidad nacional adoptan posiciones más abiertas sobre esta cuestión. Así, si se está dispuesto a reconocer que, para mucha gente, ciertamente la mayoría, su identidad nacional configura su interpretación del mundo social, de su forma de dar sentido a su vida en común con otras personas, y que el autogobierno es un bien democrático que debe tenerse en alta valoración, la autodeterminación como principio político genérico puede resultar admisible72. No, desde luego, como un principio incondicional que pueda guiar las decisiones políticas al margen de todos los demás principios, pero sí como un principio relevante, que debe ser atendido y ponderado en función de otras muchas consideraciones73. 

			Desde un punto de vista normativo, no tendría sentido promover el derecho de autodeterminación si este se utilizara para destruir o pervertir la democracia. Toda la argumentación ha girado hasta el momento sobre las razones democráticas que pueden justificar que un colectivo nacional con viabilidad estatal pudiera constituirse en Estado propio. Si dicho colectivo quisiera formar un Estado no para el ejercicio del autogobierno (y por tanto para la libertad de sus miembros) sino para crear un régimen tiránico, se estaría minando la propia justificación democrática de este derecho. Al mismo tiempo, es evidente que la formación de un nuevo Estado acarrea toda clase de consecuencias para los nacionales del Estado original, por lo que carecería de sentido, salvo en el caso remedial de la opresión, que la posible secesión se realizara unilateralmente. Parece claro que será necesario negociar compensaciones y garantías si se pretende mantener una mínima justicia en el proceso de separación.

			No estoy argumentando, por tanto, que a toda nación le asista incondicionalmente un derecho unilateral a constituirse en Estado propio. Pero, utilizando parámetros democráticos, tampoco cabe oponerse taxativamente a toda reclamación nacional de independencia. Dependerá de cómo se plantee y de qué desarrollo pueda tener de acuerdo con exigencias democráticas como las que he señalado en el párrafo anterior. 

			El problema para la democracia reside en cómo abordar un conflicto sobre el demos en el que un subconjunto del demos original reclama fundar una democracia nueva. Llamemos E al demos original y C al subconjunto de dicho demos. Los miembros de E querrán que el asunto se resuelva por mayoría en E: si hay una mayoría en contra de la separación, el asunto queda resuelto políticamente. El demos E supone que le corresponde a él tomar la decisión. Por eso, si se llega a plantear un referéndum de autodeterminación, reclama que en todo caso el sujeto de referéndum sea E y no C. Por el contrario, C no quiere seguir tomando decisiones colectivamente con E y, por eso mismo, no se siente vinculado por las decisiones que el conjunto de E pueda tomar. C pretende llevar a cabo un referéndum de autodeterminación en el que participen tan solo los miembros de C. 

			Los procedimientos democráticos habituales no pueden resolver un conflicto de esta naturaleza. Las reglas democráticas funcionan en la medida en que hay una comunidad que está de acuerdo en tomar decisiones colectivamente. De ahí que el principio de mayoría resulte inútil si el demos se quiebra. ¿Quién decide quién es miembro del demos? Para que la minoría, en este caso C, acepte el resultado de la regla de mayoría, tiene que suceder que C quiera tomar decisiones en común con E, pero el problema es justamente que C quiere tomar decisiones por sí mismo, al margen de lo que decidan las personas que pertenecen a E. La democracia no sirve para decidir quién es el sujeto que tomará las decisiones democráticamente. Se produce una especie de punto ciego de la democracia: cuando esta se vuelve sobre sí misma, queda bloqueada74. 

			La única forma de avanzar en esta cuestión es a tientas, tratando de inspirarse en valores democráticos de tolerancia y autogobierno, justo lo que, en mi opinión, no se ha hecho en España. En nuestro país hemos tenidos dos conflictos serios sobre el demos o sujeto político. El primero en el País Vasco, a propósito del plan Ibarretxe; el segundo, en Cataluña, que se inicia con la reforma del Estatut y se alarga hasta la crisis constitucional del otoño de 2017. En ninguno de los dos casos se articuló el debate como un problema de demos y la resolución del conflicto fue decepcionante desde un punto de vista democrático. A continuación repaso brevemente el conflicto del plan Ibarretxe y luego me meto más a fondo en la crisis catalana.

			El primer conflicto: el plan Ibarretxe

			El espíritu pactista de la Transición en la cuestión territorial sobrevivió hasta mediados de los años noventa del siglo pasado. En los primeros quince años de funcionamiento del Estado autonómico hubo unos niveles mínimos de consenso entre las elites españolas y las elites nacionalistas de Cataluña y País Vasco (con excepciones puntuales como la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, LOAPA). Sin embargo, algo se rompió, como muchos autores han notado, al final de ese periodo. Probablemente el origen de la pérdida del equilibrio territorial se encuentre en la radicalización de los atentados de ETA: la organización terrorista, muy debilitada tras la detención de su cúpula dirigente en Bidart en 1992, respondió con la estrategia de “socialización del sufrimiento”, consistente en extender la violencia terrorista a los representantes políticos de los entonces dos grandes partidos españoles, PP y PSOE. ETA pensó que si la violencia llegaba hasta los dirigentes de los partidos, estos se mostrarían menos reacios a negociar un referéndum de autodeterminación en el País Vasco.

			La nueva estrategia de ETA coincidió con el fin del largo mandato socialista, la victoria del PP de José María Aznar y la deriva soberanista del PNV. En aquellas condiciones políticas, fue resituándose la cuestión territorial, dándose lugar a una política de oposición y deslegitimación total entre los nacionalismo vasco y español. 

			El PNV comenzó a explorar el “desbordamiento” del Estatuto de Gernika a principios de los noventa75. De los años 1993 y 1994 son los primeros trabajos, a cargo de Juan María Ollora, sobre “el ámbito vasco de decisión”76. A medida que ETA tensaba la situación en la política vasca y española y se iniciaba la ofensiva neoespañolista contra el nacionalismo vasco, el PNV se fue acercando a Herri Batasuna; fueron los primeros movimientos de lo que terminaría siendo un frente nacionalista que pretendía crear las condiciones para arrastrar a ETA hacia el abandono del terrorismo. Se trataba de un planteamiento novedoso, ya que hasta entonces se había concebido el final de ETA como consecuencia de un proceso negociador entre la organización terrorista y el Estado. El Pacto de Estella/Lizarra, firmado en 1998 por los partidos, sindicatos y asociaciones civiles nacionalistas, prescindía del Estado para solucionar el problema de la violencia. ETA respondió declarando un “alto el fuego total e indefinido” en septiembre de 1998. 

			La “socialización del sufrimiento” primero y el frente nacionalista después pusieron en peligro la paz social del País Vasco. Por primera vez se especuló con el riesgo de “ulsterización” de la región. Tanto los atentados contra representantes de partidos españoles como la constitución de un frente nacionalista dejaban en una posición marginal a los ciudadanos que no compartían los planteamientos del nacionalismo vasco. Como reacción a estos desarrollos, se fraguó un frente inverso, el llamado “frente constitucionalista”, quebrándose así la larga colaboración entre el PNV y el PSOE que tanto había contribuido a la estabilidad política de la comunidad autónoma. En adelante, el PSOE iría de la mano con el PP. La idea de un “frente constitucionalista” ya indicaba que las demandas nacionalistas no podían tener cabida en la Constitución de 1978, como si no cupiera modificar el texto legal para acomodar dichas demandas en caso de que se consideraran convenientes o deseables. Esta apropiación de la Constitución por el nacionalismo español, que ha vuelto a observarse en la crisis catalana, condena, una vez más, a los otros nacionalismos a desempeñar el rol de “anti-España”. En la elaboración ideológica del “frente constitucionalista” tuvo una influencia decisiva un grupo de intelectuales que estaban en medio de una trayectoria biográfica que iba de la extrema izquierda durante el tardofranquismo a la fascinación con el proyecto neoespañolista de Aznar77. 

			El frente nacionalista no consiguió apenas avances políticos y ETA decidió romper su alto el fuego en noviembre de 1999. En 2000 la violencia terrorista se reanudó con una campaña brutal contra políticos y autoridades del Estado. Por su parte, el PNV siguió adelante con sus planes soberanistas anunciando en septiembre de 2001 la apertura de un proceso de reforma del Estatuto de Gernika que culminaría en la propuesta del llamado plan Ibarretxe. 

			El plan Ibarretxe planteaba abiertamente, por primera vez en la democracia postfranquista, el problema del demos. En su preámbulo se establecía el “derecho a decidir” del pueblo vasco, que se traducía en una propuesta de libre asociación con España que fuese “compatible con las posibilidades de desarrollo de un estado compuesto, plurinacional y asimétrico”. La nueva entidad, llamada Euskadi (o Comunidad de Euskadi), decidiría libremente, como nación, en el ejercicio de su autogobierno, asociarse con los demás pueblos que integran España. Esto suponía reconocer la nacionalidad vasca a todos los ciudadanos de las tres provincias, nacionalidad que sería plenamente compatible con la española. Euskadi tendría dos lenguas oficiales, el euskera y el castellano. Las nuevas instituciones vascas podrían organizar consultas sobre las relaciones que la ciudadanía de Euskadi deseara tener con el resto de España, incluyendo, obviamente, la posibilidad de separación. En concreto, el apartado 3 del artículo 13 establecía lo siguiente:

			Cuando en el ejercicio democrático de su libre decisión las ciudadanas y ciudadanos vascos manifiesten, en consulta planteada al efecto, su voluntad clara e inequívoca, sustentada en la mayoría absoluta de los votos declarados válidos, de alterar íntegra o sustancialmente el modelo y régimen de relación política con el Estado español, así como las relaciones con el ámbito europeo e internacional que se regulan en el presente Estatuto, las instituciones vascas y las del Estado se entenderán comprometidas a garantizar un proceso de negociación para establecer las nuevas condiciones políticas que permitan materializar, de común acuerdo, la voluntad democrática de la sociedad vasca.

			Para garantizar el buen funcionamiento de Euskadi se establecería una comisión bilateral Euskadi-Estado y se crearía una sala especial en el Tribunal Constitucional para resolver posibles conflictos. En Euskadi, los poderes de las instituciones vascas no emanarían de la Constitución española, sino de la propia ciudadanía vasca. 

			El plan Ibarretxe fue aprobado por el Parlamento Vasco el 30 de diciembre de 2004. Votaron a favor los diputados del PNV, Eusko Alkartasuna, Ezker Batua (Izquierda Unida), más tres votos prestados por el grupo de la antigua Batasuna (en 2004 se llamaba Sozialista Abertzaleak), obteniéndose finalmente 39 votos a favor y 35 en contra (los del PSE, PP y Unidad Alavesa, más otros 3 de Batasuna). 

			El plan vino acompañado de una ruidosa controversia. Había tres reproches fundamentales. El primero era su escasa legitimidad democrática. El plan había salido adelante con el voto en contra de los dos principales partidos españolistas (PSE y PP). El bloque de apoyo al plan era netamente nacionalista vasco, con la única excepción de los tres diputados de Izquierda Unida. Se entendía desde el resto de España que era un proyecto “frentista” que representaba solo a la comunidad nacionalista vasca, excluyendo a la comunidad nacionalista española. En este sentido, la reforma del Estatut catalán obtuvo un apoyo muy superior (120 votos a favor y tan solo 15 en contra, los del grupo popular) y transversal (gracias, fundamentalmente, al apoyo del PSC). El nuevo Estatut cosechó un 89 por ciento de apoyo en el Parlament, comparado con tan solo el 52 por ciento del plan Ibarretxe en el caso vasco. 

			El segundo reproche era de índole constitucional. En nuestro ordenamiento legal no puede admitirse que haya otra nación distinta de la española. Por tanto, el pueblo vasco no tiene capacidad de decisión constitucional, no constituye una nación, sino que está integrado en la nación española, que es la única que puede tomar decisiones que afecten a su soberanía. El modelo de Estado previsto en el plan Ibarretxe (un Estado compuesto, plurinacional y asimétrico) entraba en conflicto directo con el principio de soberanía de la nación española.

			El tercero era quizá el más importante. Ibarretxe promovía su plan mientras ETA seguía asesinando. No podían realizarse cambios institucionales de calado en un contexto político marcado por la violencia, sobre todo cuando ETA estaba atentando contra representantes de los dos partidos, PP y PSOE, que se oponían a la reforma estatutaria. No solo se acusaba al PNV de jugar con ventaja con respecto a estos dos partidos, sino que, además, en la medida en que defendía un referéndum de autodeterminación no tan distinto del que ETA reclamaba, podía entenderse que la propuesta era un acicate para que los terroristas continuasen con su campaña de violencia. 

			Ante la eventualidad de que el lendakari Ibarretxe convocase un referéndum sobre su plan, el PP, en noviembre de 2003, aprobó una modificación de urgencia del Código Penal para penar con hasta cinco años de prisión la convocatoria de un referéndum sin cobertura legal78. Fue una de las últimas medidas del Gobierno antes de la disolución de las cámaras. Tenemos aquí un precedente claro de la respuesta legalista y no política ante una propuesta de reforma institucional procedente de una comunidad autónoma. En lugar de iniciarse un proceso negociador para reconducir la situación, el Ejecutivo de Aznar optó por derivar el asunto a los tribunales y neutralizar la amenaza de referéndum estableciendo penas de cárcel. 

			La filosofía política del PP, que terminaría imponiéndose como la única posible en la crisis catalana, se encontró entonces con el rechazo generalizado de las fuerzas políticas. Hasta tal punto fue así que, nada más llegar al Gobierno tras las elecciones del 14 de marzo de 2004, José Luis Rodríguez Zapatero inició los trámites para eliminar del Código Penal el delito de convocatoria ilegal de referéndum. Es interesante leer ahora la exposición de motivos de la Ley Orgánica 2/2005 de reforma del Código Penal: 

			Los artículos anteriores, cuya derogación se lleva a cabo por la presente Ley, se refieren a conductas que no tienen la suficiente entidad como para merecer el reproche penal, y menos aún si la pena que se contempla es la prisión. El derecho penal se rige por los principios de intervención mínima y proporcionalidad, según tiene señalado el Tribunal Constitucional, que ha reiterado que no se puede privar a una persona del derecho a la libertad sin que sea estrictamente imprescindible. En nuestro ordenamiento hay otras formas de control de la legalidad diferentes de la vía penal79.

			Todas estas prevenciones sobre la vía penal como instrumento de control de la legalidad han quedado arrumbadas durante la crisis catalana, pues tanto el poder judicial como los principales partidos españoles (con la excepción de Podemos), los grandes medios de comunicación y, probablemente, la mayoría de la opinión pública, han aceptado que se utilice la vía penal para resolver un problema político y constitucional. El propio PSOE, que consideró un exceso la respuesta de Aznar al plan Ibarretxe, ha mantenido un discreto silencio ante las encarcelaciones de los políticos catalanes. 

			Zapatero, además de eliminar la vía penal, consideró que el Parlamento debía invitar al lendakari Ibarretxe a defender su plan ante los representantes del pueblo español. Era una decisión coherente con su postura de que el conflicto nacional debía resolverse políticamente. El debate, celebrado el 1 de febrero de 2005, es del máximo interés para el tema de este capítulo, pues, por primera vez, la cuestión del demos se discutió explícitamente en el Parlamento. El plan Ibarretxe sostenía que el pueblo vasco tenía capacidad para tomar decisiones colectivas por sí mismo con respecto a su futuro político dentro de España, suponiendo de esta manera que España es un país plurinacional, mientras que las principales fuerzas políticas españolas negaron tal posibilidad alegando que la soberanía reside en el conjunto del pueblo español, que constituye la única nación que hay en el Estado. Lo más interesante es que, en esta ocasión, el PSOE no argumentó solo en términos de la inconstitucionalidad de la propuesta, sino que puso la cuestión del demos sobre la mesa con toda crudeza. Merece la pena traer aquí algunos fragmentos del intercambio dialéctico que se produjo en la Cámara. Tras el discurso inicial de Juan José Ibarretxe, el presidente José Luis Rodríguez Zapatero inició su respuesta con estas palabras:

			Señor presidente, señorías, señor Ibarretxe, si vivimos juntos, juntos debemos decidir. Esa es la expresión de una profunda convicción democrática y esta idea expresa la posición del Gobierno ante el debate que nos trae aquí. Esta Cámara es la sede de la soberanía popular de España80.

			La réplica del lendakari Juan José Ibarretxe fue la siguiente:

			El presidente Zapatero decía una frase redonda para iniciar, con la que tengo alguna diferencia, señor Zapatero: si vivimos juntos, juntos tenemos que decidir, decía usted. No. Tenemos que poder decidir vivir juntos [risas, aplausos, rumores]. Tenemos que poder decidir vivir juntos. La convivencia no se puede imponer a nadie. No se puede imponer. Tiene que ser aceptada voluntariamente (p. 3132).

			En esta confrontación está perfectamente condensado el problema nacional del demos. El presidente del Gobierno de España niega la pretensión nacional del Parlamento Vasco porque considera el demos español dado e inmutable: puesto que vivimos juntos todos los españoles, vascos incluidos, juntos tenemos que decidir. Pero el nacionalismo vasco no se reconoce en la nación española y por eso Ibarretxe cuestiona la soberanía española exigiendo que los vascos puedan decidir si quieren seguir tomando decisiones con el resto de españoles o pasan a decidir por sí mismos como nación vasca. 

			Como cabía esperar, el conflicto se resolvió de acuerdo con el juego de mayorías: votó el pleno del Congreso de los Diputados y resolvió rechazar el plan Ibarretxe con 313 votos en contra, 29 a favor y 2 abstenciones. Dicha votación, nótese bien, se resolvió por mayoría asumiendo que el demos relevante para zanjar el asunto era el español. Pero para quien no se sintiera parte de ese demos, el resultado de la votación era irrelevante, pues no tenía intención de tomar decisiones colectivas con el resto del pueblo español.

			Resulta curioso repasar las peticiones de principio que ambas partes realizaban. Por ejemplo, en nombre del grupo parlamentario socialista, Alfredo Pérez Rubalcaba se dirigió al lendakari estableciendo una curiosa inversión conceptual:

			Se lo diré de otra manera, vamos a decir que no porque para los socialistas antes que la nación está la democracia [aplausos] (p. 3127).

			Esta afirmación es desconcertante, pues el plan Ibarretxe no suponía el fin de la democracia. No se planteaba la elección entre democracia sin nación (España) y una nación sin democracia (País Vasco). Más bien, lo que querían los nacionalistas vascos era fundar una democracia pero sobre un demos diferente al español. Eso no es un proyecto antidemocrático si cuenta con un respaldo mayoritario suficientemente amplio. De la misma manera, no hay base para suponer que la democracia española sea independiente de la nación española. Como ya se ha visto anteriormente, la propia Constitución de 1978 afirma que el régimen democrático español emana de la nación española y no al revés (la nación española no es consecuencia de que el Estado español se constituyera en una democracia en 1978). 

			En el recorrido del plan Ibarretxe se encuentra presente buena parte del esquema que volverá a desarrollarse en la crisis constitucional catalana. Una minoría en el conjunto de España, que está territorialmente concentrada, exige su reconocimiento como nación con capacidad de autodeterminación política. Las instituciones del Estado central desoyen la demanda por considerar que el principio de soberanía popular solo corresponde al pueblo español, del que forma parte el pueblo vasco. Para complicar aún más la cuestión, el soberanismo nacionalista vasco contaba con una mayoría ajustada en el propio territorio del País Vasco: en 2003, la suma de PNV, EA y la antigua Herri Batasuna suponía el 52,8 por ciento del voto. Hay, por tanto, un doble problema derivado de la aplicación de la regla de la mayoría con un demos cuestionado: las demandas de la minoría vasca no son atendidas en el conjunto mayoritario de España y la mayoría nacionalista en el País Vasco no tiene suficientemente en cuenta a la minoría no nacionalista. Una situación de este tipo requiere un tipo de acuerdo inclusivo satisfactorio para todas las partes. Desde un punto de vista democrático, se trata de una solución mejor que la imposición unilateral en función de un principio de mayoría cuestionado. Mientras que la regla de la mayoría funciona adecuadamente cuando todos están de acuerdo con su uso, pierde su legitimidad si se utiliza para resolver por la fuerza de los números un conflicto sobre el demos y la pertenencia nacional. 

			El segundo conflicto: el Estatuto catalán de 2006 y la sentencia del Tribunal Constitucional de 2010

			El problema de la plurinacionalidad del Estado volvió a plantearse con motivo de la reforma del Estatut catalán que impulsó Pasqual Maragall. Como ya he comentado, la principal diferencia con respecto al precedente vasco consistió en que el proyecto aprobado en el Parlament contaba con un apoyo abrumador: el único partido que votó en contra fue el PP, que es un partido menor en Cataluña. En este sentido, podía considerarse una reforma con un consentimiento muy amplio en la sociedad catalana, que claramente iba más allá del bloque estrictamente nacionalista. 

			La propuesta inicial se sometió a votación en el Parlament el 30 de septiembre de 2005. El texto se iniciaba con un prolijo preámbulo en el que se establecía que Cataluña es una nación dentro de un Estado plurinacional, añadiéndose una referencia a “la vocación y el derecho de los ciudadanos de Cataluña de determinar libremente su futuro”, si bien en ningún momento se cuestionaba su pertenencia a España. El artículo 1 de la propuesta disponía lo siguiente:

			Artículo 1. La nación catalana 

			1. Cataluña es una nación. 

			2. Cataluña ejerce su autogobierno mediante instituciones propias, constituida como comunidad autónoma de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto.

			


La formulación de este artículo presuponía, al igual que se había hecho en el plan Ibarretxe, que España es un Estado plurinacional con diferentes pueblos o demos. El conflicto constitucional estaba, pues, servido.

			A diferencia de lo que ocurrió con el plan Ibarretxe, que fue desestimado por el Congreso de los Diputados, en este caso se inició la tramitación parlamentaria del Estatut en el Parlamento español. Allí fue sometido a un proceso de “pulido constitucional”. En un acto de las Juventudes del PSOE, Alfonso Guerra, que entonces era presidente de la Comisión Constitucional del Congreso, afirmó que se habían “cepillado” el plan Ibarretxe antes de entrar en la Comisión (“sí, es la verdad, para qué nos vamos a andar con eufemismos, coño”) y que el nuevo Estatut “lo cepillamos como un carpintero durante la Comisión”81. Animó a los asistentes a que cotejaran la versión inicial y la final, asegurando que de la primera versión había quedado más bien poco. 

			Los textos antes reproducidos, tanto el preámbulo como el artículo 1, sufrieron el “cepillado”. La referencia que antes he reproducido sobre el derecho de los catalanes a decidir libremente su futuro desapareció. Se suprimió asimismo la afirmación enfática del artículo 1.1 de que “Cataluña es una nación”. Este cambio suponía, para sus promotores, desvirtuar la filosofía plurinacional que animaba el proyecto original. Los cambios realizados fueron tantos que acabaron provocando la ruptura de ERC, partido que decidió desentenderse del proceso y llegó a pedir el voto en contra en el referéndum de 2006. Para salvar la situación, Zapatero se reunió en la Moncloa con Artur Mas el 21 de enero de 2006 y llegaron a un acuerdo, parte del cual afectaba precisamente al artículo 1.1. La solución de compromiso era la siguiente: a cambio de suprimir en el articulado la referencia a la nación catalana, se insertaba en el preámbulo del Estatut el siguiente texto:

			El Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de Cataluña, ha definido de forma ampliamente mayoritaria a Cataluña como nación. La Constitución Española, en su artículo segundo, reconoce la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad.

			En su literalidad, este párrafo no enuncia la existencia de la nación catalana; tan solo declara que el Parlamento catalán ha definido a Cataluña como nación, lo cual es una cuestión de hecho, sin implicaciones normativas. En la segunda frase se matiza aún más, recordando que, en el plano jurídico, la Constitución define Cataluña como nacionalidad. 

			Pues bien, la inclusión de este párrafo en el preámbulo creó gran alarma entre los magistrados del Tribunal Constitucional, que en su sentencia de 2010 cargaron contra el texto. Como se recordará, el PP había presentado un recurso ante el Tribunal Constitucional alegando que una buena parte del Estatut “cepillado” continuaba siendo inconstitucional. Es necesario repasar brevemente el desarrollo del recurso para entender por qué fue recibido de tan mala manera en Cataluña.

			El PP, con el objetivo de asegurarse una sentencia favorable a sus intereses políticos, manipuló de forma vergonzosa la composición del Tribunal Constitucional. Introduzco aquí una breve nota aclaratoria para los lectores que no están familiarizados con el funcionamiento del alto Tribunal. El Tribunal Constitucional tiene doce magistrados con mandatos no renovables de nueve años. La composición del Tribunal se renueva por tercios cada tres años. El Congreso y el Senado eligen, mediante mayoría de tres quintos, a cuatro magistrados cada uno. El Gobierno nombra a dos y el Consejo General del Poder Judicial a otros dos. En su momento se decidió por sorteo que la renovación siguiera siempre esta secuencia: Congreso-Gobierno y Consejo General del Poder Judicial-Senado. 

			La composición ideológica del Tribunal Constitucional guarda una cierta correspondencia con la distribución del poder político en España. Los cambios en las mayorías políticas de las cuatro instituciones encargadas de renovar a los magistrados se van trasladando al Tribunal Constitucional. El proceso de realineamiento es lento y normalmente el Tribunal Constitucional presenta mayoría ideológica del mismo signo que el Gobierno con un retraso de, aproximadamente, cuatro años. Así, en la época de Felipe González no hubo una mayoría progresista en el Tribunal Constitucional hasta 1986 y en el de José María Aznar no hubo una mayoría conservadora hasta 200182. 

			La gran anomalía se produce en el periodo de José Luis Rodríguez Zapatero, pues la mayoría conservadora sobrevivió durante los ocho años de su mandato. Esto fue resultado del filibusterismo del PP, que se opuso a la renovación de los cuatro magistrados que le tocaba realizar al Senado en 2007 (sin su acuerdo, era imposible alcanzar la mayoría de tres quintos requerida), y lo hizo, entre otras razones, para abortar una sentencia favorable al Estatut. El retraso se prolongó hasta finales de 2010, es decir, hasta justo después de que el Tribunal Constitucional emitiera la sentencia, y ha sido, con gran diferencia, el mayor retraso de la historia del Tribunal. En total, fueron 1.120 días de interinidad. Para que el lector se haga una idea, el segundo retraso más importante fue de 293 días en 1998, también en el tercio correspondiente al Senado.

			La estrategia obstruccionista del PP permitió mantener de modo fraudulento un Tribunal Constitucional mayoritariamente conservador, lo que aumentaba mucho la probabilidad de una sentencia dura en contra del Estatut. Además de este retraso injustificado, el PP recusó al magistrado progresista Pablo Pérez Tremps en el recurso del Estatut por motivos muy discutibles y, a mi juicio, espurios: el pretexto utilizado fue que Pérez Tremps había elaborado en 2004 un dictamen sobre las competencias que se recogerían en el nuevo Estatut a petición del Instituto de Estudios Autonómicos, organismo dependiente de la Generalitat. La mayoría conservadora del Tribunal Constitucional votó a favor de la recusación83. Debe notarse que, tiempo después, se desveló que Francisco Pérez de los Cobos, magistrado conservador que llegó a la presidencia del Tribunal Constitucional, había ocultado durante su nombramiento que seguía siendo un militante de base del PP; además, Pérez de los Cobos participó en la elaboración de la sentencia sobre la reforma laboral del PP pese a que un artículo de dicha reforma se había inspirado en una propuesta realizada tiempo antes por el propio Pérez de los Cobos84. Sin embargo, este no fue recusado y cumplió su mandato sin problemas.

			Con una composición desnaturalizada y bajo sospecha de manipulación política, el Tribunal Constitucional emitió su sentencia el 28 de junio de 2010. Me interesa destacar en este momento la parte relativa a la nación y la soberanía, pues es la más relevante para la cuestión del demos. En el duodécimo fundamento jurídico, el Tribunal se expresa con total contundencia:

			La nación que aquí importa es única y exclusivamente la nación en sentido jurídico-constitucional. Y en ese específico sentido la Constitución no conoce otra que la Nación española, con cuya mención arranca su preámbulo, en la que la Constitución se fundamenta (art. 2 CE) y con la que se cualifica expresamente la soberanía que, ejercida por el pueblo español como su único titular reconocido (art. 1.2), se ha manifestado como voluntad constituyente en los preceptos positivos de la Constitución Española85. 

			Este texto anulaba la “orientación hermenéutica” del preámbulo, el cual, aun careciendo de eficacia jurídica, podía contaminar la interpretación del articulado. Con otras palabras, ni siquiera se admitía la afirmación de hecho de que el Parlament hubiera considerado que Cataluña constituye una nación. 

			Resulta curioso leer los votos particulares de la sentencia86. Ramón Rodríguez Arribas, magistrado conservador (uno de los tres magistrados que quedó inmortalizado en la famosa foto del burladero de la plaza de toros de Sevilla)87, quiso dejar bien claro qué podía significar el reconocimiento de la nación: 

			Esta cuestión también la deja clara en sus fundamentos jurídicos la Sentencia de la mayoría, como no podía ser de otra manera, porque si se admitiera, directa o indirectamente, que dentro del territorio español hay, o podría haber, otras naciones, la Constitución perdería su fundamento y se abriría el camino al desmoronamiento de nuestro sistema político, destrucción que, naturalmente, nunca es instantánea, ni siquiera inmediata, sino fruto de un proceso que el Tribunal Constitucional no podía permitir que se iniciara. La cuestión es de tal importancia, que si se quisiera modificar nuestro edificio institucional introduciendo un cambio tan radical, solo podría conducirse por la vía de la reforma constitucional y nunca de la estatutaria (p. 479).

			Como había sucedido con el plan Ibarretxe, el límite infranqueable para el sistema político español era el reconocimiento de la plurinacionalidad. Si se admitía la existencia de una nación política distinta de la española, el edificio constitucional se desmoronaba, según la gráfica imagen de Rodríguez Arribas. 

			De acuerdo con este planteamiento, el cuestionamiento del demos no puede ser abordado políticamente. El problema no existe a efectos constitucionales porque la Constitución no “conoce” otra nación que no sea la española. Si una mayoría de catalanes pretende reconocimiento nacional, no le queda otra vía que iniciar el proceso de enmienda del artículo 1 del texto constitucional, lo que exige mayoría de dos tercios en las dos cámaras de las Cortes, disolución de las mismas, mayoría de dos tercios en las nuevas Cortes y, finalmente, ratificación en referéndum popular. 

			La sentencia del Tribunal Constitucional se basa en una lectura “literalista” del texto constitucional, sin entrar a considerar la dimensión democrática del problema. La Constitución, en su artículo 1.2, afirma, efectivamente, que “la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado”; y el artículo 2 establece que “la Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas”. En principio, estas frases no impiden una interpretación de las llamadas “nacionalidades” en términos de nación política, sobre todo si tenemos en cuenta que el término “nacionalidad” es completamente ambiguo y apenas se usa en el análisis político y constitucional más allá de la Constitución de 1978, siendo fruto de un compromiso político en el momento constituyente. La Constitución no afirma explícitamente que la nación española sea la única existente, tan solo dice que la unidad de dicha nación es indisoluble. 

			Para llegar a la conclusión firme de que solo puede existir la nación española es preciso introducir el principio de soberanía. Y es aquí donde la sentencia del Estatut revela claramente sus raíces ideológicas, propias de un nacionalismo español que aborrece la posibilidad política de la plurinacionalidad. Me explico. Para cerrar el paso a la consideración de Cataluña como nación política, incluso como mera constatación fáctica en el preámbulo del Estatut, los magistrados responsables de la sentencia recurren a la versión más abstracta (y, me atrevería a decir, metafísica) del concepto de soberanía. 

			La soberanía refiere a un poder último o supremo. En el marco del pensamiento democrático, la soberanía es popular y puede expresarse en términos de una capacidad fundante o constituyente88. La gente tiene el poder de constituirse en comunidad política y establecer unas reglas para la vida en común, recogidas en una constitución que da paso a un orden político constituido. La soberanía, en este sentido, es un principio de unidad de la comunidad política. El poder de la comunidad política procede justamente de su capacidad para actuar unitariamente.

			El concepto de soberanía admite múltiples modulaciones89. De momento me he referido a la idea de soberanía popular en su sentido más abstracto, como poder último del pueblo para fundar un orden político. Pero conviene hacer una distinción entre este sentido de la soberanía, que remite a una potencia, y un sentido más práctico, relativo a la soberanía “en acto”, es decir, a la capacidad real del pueblo para decidir por sí mismo cómo resolver los conflictos y desafíos colectivos a los que se enfrenta. Desde un punto de vista más político que filosófico, la soberanía es una cuestión de grado. Frente a la idea del poder constituyente que se activa cuando el pueblo actúa unido, sin que nada pueda frenarlo, la soberanía real puede definirse como la capacidad de autogobierno que tiene la ciudadanía. 

			El sentido de soberanía que maneja el Tribunal Constitucional se limita a considerar la potencia fundante del principio de soberanía, sin entrar a considerar su ejercicio real en el marco de la política constituida. Esta forma de analizar la cuestión parece congelada en el tiempo, como si la referencia fuera un manual de derecho constitucional decimonónico. Así lo observó con agudeza el magistrado Eugenio Gay en su voto particular: 

			La Sentencia con la que muestro mi conformidad excepto en lo que se refiere a la declaración primera del fallo denota en ciertos momentos un academicismo más propio del siglo XIX, centrado en el debate entre el positivismo y el historicismo y alejado en cualquier caso de la realidad jurídica del mundo contemporáneo, en que las soberanías son difíciles de distinguir y los Estados no son soberanos en el sentido pleno del término. La realidad se presenta actualmente mucho más compleja y el Derecho debe responder a esta, sin que afortunadamente quepa el sostenimiento de ciertos dogmas, como el dogma de la soberanía o la defensa de un nacionalismo exacerbado (p. 456).

			El Tribunal Constitucional ha sido aún más tajante en sentencias posteriores. Así, por ejemplo, en la Sentencia 42/2014 sobre la declaración de soberanía del Parlamento de Cataluña del 23 de enero de 2013, el Tribunal, en su fundamento jurídico, concluye:

			Si en el actual ordenamiento constitucional solo el pueblo español es soberano, y lo es de manera exclusiva e indivisible, a ningún otro sujeto u órgano del Estado o a ninguna fracción de ese pueblo puede un poder público atribuirle la cualidad de soberano. Un acto de este poder que afirme la condición de “sujeto jurídico” de soberanía como atributo del pueblo de una Comunidad Autónoma no puede dejar de suponer la simultánea negación de la soberanía nacional que, conforme a la Constitución, reside únicamente en el conjunto del pueblo español. Por ello, no cabe atribuir su titularidad a ninguna fracción o parte del mismo90. 

			El Tribunal Constitucional afirma que 1) solo el pueblo español es soberano y 2) es soberano de forma exclusiva e indivisible. Pero la Constitución, debe recordarse, no dice que solo exista la soberanía española, sino que nuestro orden institucional emana de la dicha soberanía, y no afirma en ningún sitio que dicha soberanía sea exclusiva o indivisible, tan solo establece que la nación española es indivisible. El principio más dudoso, de hecho, es el de la exclusividad de la soberanía española. El silencio o ambigüedad de la Constitución sobre este punto podría aprovecharse para actualizar y poner al día el concepto de soberanía, tal y como defendía el magistrado Gay. 

			Mi propósito no es meterme en la selva del derecho constitucional, sino tan solo llamar la atención sobre los presupuestos filosófico-políticos que se pueden detectar en la argumentación de nuestro Tribunal Constitucional. En este sentido, creo que es pertinente incorporar la transformación histórica de la noción de soberanía a la luz de la experiencia española en el proceso de integración europea, pues si algo puede aprenderse de ese proceso es que la soberanía española no es “exclusiva”. Mi observación, pues, se limita a señalar que, en su interpretación del problema del demos a propósito de Cataluña, el Tribunal Constitucional no tiene en cuenta los cambios que la soberanía ha experimentado como consecuencia de nuestra pertenencia a la Unión Europea. ¿Es que acaso no puede extraerse alguna enseñanza del hecho de que España haya cedido soberanía a instituciones supranacionales y haya compartido soberanía con el resto de pueblos europeos? Suponer, en el contexto de la Unión Europea, que la soberanía sigue siendo el concepto clásico resulta cuestionable. 

			El principio de soberanía popular no es independiente del principio de soberanía del Estado. La soberanía popular, en la medida en que se organiza a escala estatal, requiere que el propio Estado sea soberano. La soberanía del Estado consiste en su capacidad para actuar autónomamente, sin injerencias exteriores. Pero es evidente que dicha soberanía se ve limitada y fragmentada por las obligaciones internacionales que asumen los Estados (entre otras, la protección de los derechos humanos) y por las relaciones de dependencia (económica, militar, estratégica, etc.) que existen entre los mismos. Asimismo, cuando un Estado acepta integrarse en un orden supranacional más amplio, su soberanía queda comprometida.

			Si aceptamos que la erosión de la soberanía estatal tiene algún impacto sobre el principio de soberanía popular no como potencia, pero sí como acto o ejercicio de autogobierno, no queda más remedio que admitir que el proceso de integración supranacional ha supuesto una erosión de la soberanía estatal y, por tanto, también de la soberanía popular. Sin embargo, el Tribunal Constitucional no ha puesto nunca impedimento alguno al proceso de integración europea, a pesar de sus consecuencias para la soberanía, mientras que ha objetado en los términos más taxativos posibles a la idea misma de que la soberanía de la nación española pueda ser compartida con otras soberanías nacionales dentro de España. 

			El doble rasero del Tribunal Constitucional con respecto a la integración europea y el reconocimiento nacional de País Vasco y Cataluña refleja, no quizá en el orden jurídico, pero sí desde luego en el orden político, prejuicios ideológicos. La integración europea ha sido definida en ocasiones como “regionalismo invertido”: es el proceso opuesto a la descentralización de un Estado, pero con consecuencias similares con respecto al principio de soberanía. Por mostrar algún ejemplo: la fallida Constitución europea de 2004, ratificada por el pueblo español en referéndum en 2005, establecía en su artículo 1.6 la primacía de la ley y los tratados europeos sobre las leyes y constituciones de los Estados miembro. Dicha primacía había venido evolucionando como un hecho consumado desde los orígenes de la Comunidad Europea91. Por primera vez en la historia de los tratados, el proyecto de Constitución formulaba explícitamente el principio de primacía. En España no hubo debate político al respecto. Ni el PP ni el Tribunal Constitucional pusieron objeción alguna a este artículo a pesar de que en la práctica implica una limitación obvia al principio de soberanía popular. Significa que las leyes a las que están sometidos los ciudadanos españoles no representan necesariamente la voluntad del pueblo español. La legalidad europea se construye mediante acuerdos intergubernamentales y la propia doctrina del Tribunal Europeo de Justicia. Eso significa que las leyes a las que están sometidos los ciudadanos de España no son resultado del ejercicio de la soberanía popular de la nación española. Si se quiere expresar así, cabe afirmar que los españoles han de obedecer leyes en cuya elaboración han tenido un papel menor o incluso inexistente y que prevalecen sobre las leyes que puedan aprobar los representantes de la nación española. 

			La soberanía popular de los ciudadanos españoles se ve asimismo menoscabada por el hecho de que la Unión Europea goce de competencias exclusivas en materias tan sensibles como la política monetaria, la política de competencia y la política comercial. Suponer que la transferencia de esas políticas a instituciones europeas no implica una reducción de la soberanía popular mencionada en el artículo 1.2 de la Constitución española, sobre todo en el caso especial de la política monetaria, que se delega íntegramente a una institución no representativa como el Banco Central Europeo, es manifiestamente contradictorio desde un punto de vista político.

			Si nos tomamos en serio que la Constitución española no “conoce” otra nación que no sea la española porque nada se dice explícitamente en el articulado (a pesar de la referencia enormemente ambigua a las nacionalidades), debemos entonces admitir que tampoco menciona (como no podía ser de otro modo, pues España no ingresó en la Comunidad Europea hasta 1986) la existencia de poderes e instituciones por encima del Estado que no emanan del pueblo español al que se hace referencia en dicho artículo 1.2. Nuestra Constitución no “conoce” del derecho supranacional europeo y su primacía sobre la legalidad española. A pesar de este “desconocimiento”, se da por supuesto que la transformación europea de España es compatible con el texto constitucional. 

			Nuestra Constitución no se ha adaptado por vía de enmienda a las transformaciones jurídico-políticas que ha supuesto la construcción cuasi federal de la Unión Europea. Sin embargo, el Tribunal Constitucional no ha hecho una lectura “literalista” de la Constitución que podría haber bloqueado la europeización del sistema político español. Así, no ha afirmado que la Constitución no “conoce” otras instituciones que no sean las emanadas de la nación española. Y no lo ha hecho porque en el caso de la integración europea el Tribunal ha evolucionado en concordancia con los tiempos, entendiendo que la soberanía política nacional está limitada y es compartida con otros pueblos en el contexto de la Unión Europea. El Tribunal Constitucional, con otras palabras, ha hecho una lectura dinámica y constructiva del texto constitucional en todo lo relativo al proceso europeo de integración.

			Mientras que el vaciamiento de la soberanía hacia arriba no ha planteado problemas graves en la doctrina del Tribunal Constitucional, la mera posibilidad de admitir una soberanía compartida entre los pueblos de España ha encendido todas las alarmas y ha llevado a los magistrados a hacer afirmaciones truculentas como la antes citada de Rodríguez Arribas, según la cual el reconocimiento de la nación catalana conduciría inexorablemente al colapso de España. Sin necesidad de recurrir a declaraciones tan estridentes, el fragmento del fundamento jurídico 12 de la sentencia del Estatut antes reproducido expresa de forma innecesariamente rotunda la unidad del pueblo español, como si no pudiera ser un pueblo soberano pero compuesto por otros pueblos con los que compartiera soberanía (como, de hecho, ya sucede en la práctica). El desarrollo de la noción de soberanía compartida no conduce al reconocimiento de un derecho de autodeterminación que podría romper la unidad de la nación española, pero puede servir para dar cauce a la demanda de reconocimiento nacional pleno por parte de algunas regiones de España.

			El criterio de valoración que se aplica a la integración europea y al reconocimiento de la plurinacionalidad es tan asimétrico por lo que toca al principio de soberanía que, como antes decía, ha de obedecer a consideraciones extrajurídicas: lo que está operando aquí son valores ideológicos, en este caso los valores de un nacionalismo español que está dispuesto a asumir la pluralidad de España pero no su plurinacionalidad y que, sin embargo, no ve ninguna dificultad jurídica en proceder al vaciado de soberanía nacional en beneficio de las instituciones europeas. Desde un punto de vista político, un proyecto como este puede tener todo el sentido del mundo, pero desde un punto de vista constitucional revela una parcialidad difícil de justificar. 

			En un continente dominado por soberanías compartidas y soberanías delegadas, cuando no fragmentadas o anuladas, la cerrazón doctrinal del Tribunal Constitucional con respecto a la condición nacional de vascos y catalanes parece fruto del prejuicio nacionalista. 

			En última instancia, la interpretación del Tribunal Constitucional del principio de soberanía se basa en la negación o no reconocimiento del problema del demos: el sujeto político no está en cuestión simplemente porque la Constitución no admite que pueda estarlo. Se trata, a mi juicio, de una lectura roma del texto constitucional. No hay que olvidar que los magistrados del Constitucional son ciudadanos españoles, socializados en la cultura jurídica española, sensibles al clima de opinión que se vive en el país y a los discursos dominantes sobre el nacionalismo como anti-España. Sus sentencias, sobre todo ante un asunto eminentemente político como el de la reforma del Estatut, reflejan fielmente (y en algunos casos acentúan) los prejuicios y sesgos ideológicos de nuestra esfera pública. 

			Consecuencias

			Se ha especulado mucho sobre el papel que desempeñó la sentencia del Estatut en el aumento del independentismo en Cataluña. Es difícil alcanzar una conclusión clara. Por un lado, si el asunto se plantea en términos de opinión pública, hay una coincidencia en el tiempo entre la sentencia y la devastación imparable de la crisis económica; debido a dicha coincidencia, resulta problemático estimar el efecto de cada uno de estos dos factores por separado. Por otro lado, podría haber efectos interactivos: ¿habría tenido la sentencia el mismo impacto si la economía hubiera estado en mejor forma? Del examen de la serie histórica que ofrece el Centre d’Estudis d’Opinió (CEO, dependiente de la Generalitat y equivalente, a escala catalana, al Centro de Investigaciones Sociológicas) se puede concluir que hubo un aumento lento pero sostenido del apoyo a la independencia entre 2007 y 2011, registrándose un gran salto en 2012 que situó dicho apoyo muy cerca del 50 por ciento, e iniciándose un descenso a partir de 201492. Estos datos, en principio, no corroboran un efecto sustancial de la sentencia, pero siempre bajo el supuesto de que dicho efecto debería observarse inmediatamente. Quizá fue necesario un tiempo hasta que la sociedad catalana digirió el alcance de la sentencia y sus consecuencias políticas. 

			Por otro lado, la sentencia del Estatut podría haber tenido un impacto mayor sobre las elites políticas que sobre la opinión pública. No descubro nada nuevo si afirmo que la demanda de mayor autonomía o, en el límite, de secesión, suele ser iniciada por elites políticas que, ya sea por convicción o por cálculo político, deciden activar y tensar el asunto territorial. No tiene demasiada importancia en estos momentos cuál de las dos interpretaciones sea más fiel a la realidad y ni siquiera hace falta suponer que las elites son todas iguales (o bien todas actúan por convicción o todas son estratégicas). Podría haber ocurrido que las elites nacionalistas catalanas se hubiesen convencido de la conveniencia de defender la independencia por motivos varios: algunas lo habrían hecho por motivos sinceros (no vieron otra salida después de la negación del problema del demos por parte del Tribunal Constitucional), otras por motivos estratégicos (pensaron que encabezar la marea independentista les produciría réditos políticos después de la sentencia del Tribunal Constitucional) y aún otras por una mezcla de las dos consideraciones. 

			El caso es que la negación del problema del demos por parte del Tribunal Constitucional achicaba el espacio que podía utilizarse para la negociación y el compromiso. La sentencia cerraba de antemano cualquier forma de reconocimiento nacional al pueblo catalán. Políticamente, cabían dos respuestas: la resignación o la afirmación unilateral de la nación catalana. En el contexto turbulento de la crisis económica, las antiguas elites moderadas de Convergencia optaron por la segunda opción, sumándose al independentismo de Esquerra. En la sociedad catalana, tan o más golpeada por la recesión que el resto de la sociedad española, el proyecto de un Estado propio era un motivo de ilusión y esperanza. De ahí que la cuestión del demos se manifestara con una virulencia que nunca tuvo en el País Vasco. 

			

CAPÍTULO 3

			UNA DEMOCRACIA LEGALISTA

			Democracia ‘legalista’

			El presidente del PP, Mariano Rajoy, en el debate parlamentario sobre el plan Ibarretxe, dejó clara su postura acerca de cómo actuar cuando se plantea un conflicto de legitimidades en torno al sujeto político o demos. En su opinión, la pretensión del Parlamento Vasco no debía ni siquiera discutirse en la Cámara a causa de su manifiesta ilegalidad. Sus palabras de entonces prefiguran la respuesta que el Gobierno de la derecha pondría en práctica en la cuestión catalana:

			Lo único que hoy nos importa de este proyecto es que abandona el marco legal, es incompatible con la Constitución, deroga el Estatuto de Gernika y aborda materias que no le competen. Por eso, quienes estamos obligados a defender la ley, mientras la ley no cambie, no lo podemos admitir y a esto se reduce todo, señorías. Lo que está en cuestión esta tarde —no nos engañemos— no es si aprobamos o no determinado documento, sino si en España se aplica la ley, y esto es muy importante, señor presidente del Gobierno; que la ley se aplique es muy importante. Por lo demás, no hay nada más que hablar (p. 3096).

			Rajoy se refugiaba en la ley para evitar entrar en el fondo de la cuestión. Puesto que la ley solo admite la existencia de una nación, la española, el asunto queda cerrado políticamente. Esta misma actitud se reprodujo con la tramitación del Estatut. El PP llegó a interponer un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional alegando que la propuesta de reforma estatutaria del Parlament no podía ser tramitada en el Congreso de los Diputados por tratarse de una reforma encubierta del texto constitucional. El Tribunal Constitucional desestimó aquel recurso. Ya había intentado lo mismo, por cierto, con el plan Ibarretxe, igualmente sin éxito.

			Esta manera de utilizar la legalidad para cerrar un conflicto político responde a una concepción empobrecida de la democracia, basada exclusivamente en el respeto a la ley. En esta concepción se produce un deslizamiento de la idea de democracia a la idea de Estado de derecho. Las relaciones entre democracia y Estado de derecho son complejas. En la filosofía política se ha debatido mucho sobre este asunto. Hay sistemas autoritarios con un nivel de institucionalización suficientemente desarrollado como para defender que el Estado de derecho existe (por ejemplo, el tardofranquismo puede considerarse un Estado de derecho autoritario). A su vez, no es absurdo pensar en regímenes democráticos en los que el principio de legalidad no se mantenga pero continúe habiendo una forma democrática de gobierno. 

			En España, la confusión entre democracia y Estado de derecho es permanente. Ya en la Ley para la Reforma Política, la ley fundamental del franquismo que sirvió de instrumento legal con el que encajar unas elecciones democráticas en el orden legal de la dictadura, la democracia se definía en el artículo 1 de esta manera: “La democracia, en el Estado español se basa en la supremacía de la ley, expresión de la voluntad soberana del pueblo”. La supremacía de la ley, sin embargo, es algo ligeramente distinto de la democracia que, como se vio en el capítulo 1, se basa en los principios de igualdad política y autogobierno colectivo. El maridaje entre Estado de derecho y régimen democrático da lugar a las democracias liberales contemporáneas. En España, sin embargo, del binomio “democracia liberal”, el elemento liberal (el Estado de derecho) pesa considerablemente más que el elemento democrático. A esto lo llamaré una interpretación “legalista” de la democracia.

			El “legalismo” en la respuesta del Estado a las reivindicaciones políticas se ha manifestado en múltiples ocasiones a lo largo del procés. Una de ellas, especialmente interesante, consistió en la presentación de la proposición de ley orgánica del Parlament de Cataluña que se debatió en el Congreso de los Diputados el 8 de abril de 2014. La proposición facultaba a la Generalitat para celebrar un referéndum sobre el futuro político de Cataluña. En nombre del Parlament, acudió una delegación formada por cuatro diputados que defendieron la propuesta. Uno de los miembros de la delegación, Joan Herrera, pronunció estas palabras: 

			Les proponemos un pacto, una salida democrática, una salida política, un acuerdo, porque creemos que esa es la mejor solución. Es como lo han resuelto en otras latitudes, es la posibilidad de que la ciudadanía de Cataluña pueda votar sobre su futuro político y que se delegue en la Generalitat una competencia exclusiva, no genérica como dice el informe —habría veces que tendrían que leer mejor precisamente las proposiciones de ley que les vienen de los parlamentos autonómicos—, en los términos que se acuerde con el Gobierno del Estado, para que los catalanes y las catalanas se pronuncien sobre su futuro político. Un referéndum no vinculante, no como explican en la respuesta, acordado para iniciar un proceso democrático, no para definir en sí mismo una nueva realidad jurídica, como explican en su respuesta93.

			Mariano Rajoy contestó con una fórmula expeditiva: “No es posible atender a lo que nos solicita el Parlament de Catalunya porque no lo permite la Constitución”. La proposición de ley orgánica cosechó en el Congreso 47 votos a favor y 297 en contra, siendo, como era previsible, desestimada. Lo más interesante es la forma en la que los tres partidos que se opusieron con mayor determinación a la propuesta catalana, PP, PSOE y UPD, explicaron su postura. Curiosamente, la explicación fue prácticamente idéntica en los tres casos. Mariano Rajoy dijo: 

			La esencia de la democracia es el respeto a la ley, es decir, el propósito —señorías, esto es muy importante, si queremos ser, y lo somos, y tenemos derecho a serlo, una democracia seria— de no reconocer otra autoridad por encima de los ciudadanos que la de la ley; eso es la democracia (p. 14).

			La concepción “legalista” de la democracia no podía expresarse en términos más claros: la democracia como respeto a la ley. En su respuesta, el entonces secretario general del PSOE, Alfredo Pérez Rubalcaba, no se desvía una coma del discurso “legalista” de Rajoy: 

			Esa es la esencia de la democracia, ese es el primer principio democrático: cumplir las leyes, leyes que sabemos perfectamente en esta Cámara que se pueden cambiar. ¡Faltaría más! Pero su cumplimiento para cualquier demócrata es inexorable, ineludible.

			Y Rosa Díez, en nombre de UPyD, insistía en lo mismo:

			La democracia no es solo votar, la democracia es fundamentalmente respetar las leyes, las normas que nos hemos dado todos, y si no se respetan ni las normas ni las leyes, sencillamente no hay democracia.

			La reacción de Gobierno, PP, PSOE y UPD podría haber sido otra: por ejemplo, podrían haber reconocido que la propuesta de una consulta o referéndum no vinculante era atendible, sobre todo teniendo en cuenta el amplio apoyo popular del que gozaba en Cataluña, pero dadas las dudas razonables sobre su encaje constitucional, se optaba por crear una comisión parlamentaria para estudiar posibles vías constitucionales, convocando para ello a expertos en la materia94. O incluso los partidos, en caso de que hubieran estado absolutamente convencidos sobre la imposibilidad constitucional de realizar la consulta, podrían haberse ofrecido para introducir una enmienda que desbloqueara la consulta (como ya hicieron en agosto de 2011 cuando pactaron a toda prisa la reforma del artículo 135 por motivos económicos). De esta manera, se habría iniciado un proceso de diálogo que quizá hubiera podido atajar el problema y evitar la crisis que unos años después terminaría explotando con un coste muy elevado para el sistema político español. Pero nada de esto se hizo: ni se creó una comisión de estudio, ni se ofreció una reforma constitucional. En su lugar, se recurrió a una lectura estrecha de la Constitución para votar en contra de una demanda razonable que venía apoyada por al menos un 70 por ciento de la sociedad catalana, según mostraban todas las encuestas entonces realizadas.

			El desdén de las elites españolas hacia el principio democrático está detrás de las reacciones cerriles que culminan en la crisis de otoño de 2017. De hecho, como más adelante se verá, la acción del Estado en esos meses puede entenderse como una exacerbación del principio constitucional o de legalidad a costa del principio democrático. Para calibrar las consecuencias de este desequilibrio, es útil examinar qué es lo que sucede cuando se alcanza un compromiso entre ambos principios, tal como se hizo, por ejemplo, en el conflicto de Quebec. En 1998, el Tribunal Supremo de Canadá emitió una sentencia histórica que a juicio de muchos resulta modélica por la forma en la que reconcilió constitucionalismo y democracia, satisfaciendo a todas las partes, tanto a los nacionalistas de Quebec como al Gobierno de Canadá. Tras el segundo referéndum en Quebec en 1995 (el primero tuvo lugar en 1980), en el que el “no” se impuso por un margen minúsculo al “sí”, el primer ministro canadiense pidió opinión al Tribunal Supremo sobre la legalidad (internacional y nacional) de la secesión de un territorio y, más concretamente, preguntó si a Quebec le asistía el derecho a una secesión unilateral. 

			En su sentencia, el Tribunal Supremo comienza ofreciendo una visión amplia del significado de la Constitución de Canadá. A juicio del Tribunal, sería simplista suponer que la Constitución es solamente el texto escrito. La Constitución incluye tanto las reglas escritas como las no escritas que regulan el funcionamiento del sistema político. Esas reglas no escritas son las que dan sentido al propio texto constitucional y las que operan cuando surgen conflictos que no están previstos en el documento original y a los que es necesario responder en términos constitucionales. Esas reglas no escritas se siguen de los principios más fundamentales que inspiran todo el edificio constitucional. El Tribunal considera que esos principios son cuatro: 1) el principio federal, 2) el principio democrático, 3) el principio constitucional (Estado de derecho), y 4) el principio de respeto a las minorías. Ante una cuestión compleja y de graves consecuencias como la secesión de un territorio, los artículos de la Constitución deben leerse a la luz de estos cuatro principios. El principio democrático queda definido de esta manera en el punto 64 de la sentencia:

			La democracia no se agota en la forma en la que se ejerce el gobierno. Al contrario, la democracia mantiene una conexión fundamental con objetivos sustantivos, el más importante de los cuales es el autogobierno. La democracia da cobijo a las identidades culturales y grupales. Dicho de otra manera, el pueblo soberano ejerce su derecho al auto-gobierno a través de la democracia95.

			Esta definición coincide con la que he presentado en el capítulo 1: ambas atribuyen un protagonismo indiscutible al principio de autogobierno ejercido por un pueblo soberano (un demos). En el caso del Tribunal, se añade un elemento de tolerancia con respecto a las identidades culturales y de los grupos que pueda haber en la sociedad. Quisiera destacar ahora el fragmento de la sentencia en el que se especifica el peso que debe atribuirse al principio democrático ante un conflicto político relativo a la independencia: 

			Aunque la Constitución no contemple la celebración de un referéndum, y el resultado del referéndum no tenga ningún efecto directo o legal en nuestro sistema constitucional, un referéndum, sin duda, puede ser en ocasiones específicas un método democrático para averiguar cuáles son las opiniones del electorado sobre cuestiones políticas de importancia. El principio democrático que se ha formulado anteriormente requiere que se otorgue un peso considerable a la expresión clara por parte del pueblo de Quebec de su voluntad de independizarse de Canadá, aunque un referéndum, por sí solo, sin otros elementos que lo acompañen, no tenga un efecto legal directo y no podría dar lugar a una secesión unilateral. Nuestras instituciones políticas se basan en el principio democrático y por tanto una expresión de la voluntad democrática tiene peso, en el sentido de que conferiría legitimidad a los esfuerzos que realice el gobierno de Quebec para iniciar el proceso de enmienda constitucional que permita una secesión por medios constitucionales (§87).

			Según el Tribunal, un resultado claro en un referéndum no vinculante obligaría a las partes a iniciar negociaciones al más alto nivel que deberían llevarse a cabo de acuerdo con los cuatro principios antes mencionados. Por tanto, a Quebec no le asiste derecho unilateral alguno a la secesión, pero en caso de que se constate, por ejemplo mediante la celebración de un referéndum, una voluntad mayoritaria y clara a favor de la separación, el Estado de Canadá no puede sustraerse a ese dato y, en coherencia con los principios fundamentales del sistema constitucional, tiene la obligación de iniciar negociaciones con la provincia que desea independizarse, negociaciones que pueden tener entre sus resultados posibles la secesión de un territorio.

			El contraste entre esta interpretación flexible de la Constitución canadiense y la sentencia del Estatut del Tribunal Constitucional español no puede ser mayor. Mientras que nuestro Tribunal Constitucional no fue más allá de la letra del articulado y antepuso en todo momento el principio constitucional al principio democrático, sin molestarse en buscar una solución comprehensiva que pudiera reconciliar los dos principios en juego, el Tribunal Supremo de Canadá se esforzó en buscar una solución compatible con una interpretación integral y constructiva del texto constitucional y a la vez respetuosa con la voluntad de una minoría territorialmente concentrada. 

			La sentencia canadiense fue clave para desactivar la tensión territorial en Canadá. En cambio, la sentencia española contribuyó decisivamente a hacer inmanejable el conflicto catalán. Según nuestro Tribunal Constitucional, a los catalanes favorables a la independencia no les queda otra salida que la resignación, pues la única manera que tienen para conseguir sus fines pasa por el procedimiento agravado de enmienda constitucional: en la medida en que los diputados catalanes son una minoría permanente en el Congreso de los Diputados, es evidente que nunca podrán ver satisfecha su demanda, aun si el apoyo a la independencia fuera el cien por cien de Cataluña. En tal caso, si hubiera unanimidad entre los catalanes a favor de la independencia, ¿seguiríamos defendiendo que la sociedad catalana no tiene más remedio que resignarse a seguir formando parte de España hasta el final de los tiempos?

			En fin, la interpretación “legalista” de la democracia ha impedido que los actores políticos se hagan cargo de la complejidad política del problema catalán. En lugar de tratar la cuestión con todas sus aristas, se optó por no afrontarlo al considerarlo extraconstitucional. 

			De la ausencia de negociación a la guerra sucia

			El Gobierno de Mariano Rajoy, con el apoyo de las elites económicas y mediáticas del país, utilizó la doctrina del Tribunal Constitucional para justificar su inacción y falta de respuesta ante la petición de un pacto fiscal primero y de una consulta después. El Gobierno de la derecha decidió no dar respuesta política a las demandas procedentes de Cataluña. El mensaje del Ejecutivo era muy simple: no se puede negociar sobre proyectos que no tienen cabida en la Constitución española. Esta actitud era consecuencia directa de la concepción legalista de la democracia que manejan los dos principales partidos españoles (a los que se ha sumado recientemente Ciudadanos). 

			En un contexto de profunda desafección democrática causada por la crisis económica y las políticas de austeridad, la ausencia de horizonte político para las demandas del nacionalismo catalán se tradujo en una radicalización del proyecto; el independentismo empezó a explorar medidas unilaterales, como ocurrió con el primer ensayo de consulta en noviembre de 2014, tras la negativa del Congreso a la proposición de ley orgánica sobre consultas presentada por el Parlament unos meses antes. Con ello no quiero disculpar o justificar las estrategias del independentismo, que son asimismo criticables por un buen número de razones, pero sí me gustaría que se entendiera que dichas estrategias guardan relación con las que el propio Gobierno, y más en general el Estado, seguían. En la medida en que el Gobierno tiene la máxima responsabilidad institucional en cuanto a la estabilidad política de España, a él le correspondía tomar iniciativas y buscar salidas a la crisis que se estaba incubando y sobre la que hubo múltiples advertencias. Es especialmente importante recordar las palabras de Josep Antoni Duran i Lleida en el Congreso de los Diputados, dirigiéndose a Mariano Rajoy en la sesión de control al Gobierno del 16 de octubre de 2013:

			Si usted no es capaz como presidente del Gobierno de encabezar una respuesta de Estado, no simplemente de Gobierno, que agrupe al Gobierno, a los principales partidos de esta Cámara y a las instituciones del conjunto del Estado para dar respuesta a esa situación política de Cataluña que tiene un gran apoyo social, se va a encontrar —y no es ninguna amenaza— simplemente con una declaración unilateral de independencia que algunos van a aprobar en el Parlamento de Cataluña. Y eso no es bueno para Cataluña —estaría de acuerdo con usted—, pero tampoco es bueno para España96.

			Los observadores y analistas extranjeros no han sido capaces de entender las razones por las que el Gobierno no tomó cartas en el asunto, negándose a negociar con los representantes de las instituciones catalanas. Rajoy, sin embargo, se sentía más cómodo reduciendo el problema a un asunto de cumplimiento de la ley. Bastaba esperar a que los independentistas catalanes traspasaran las fronteras legales para hacer recaer sobre ellos todo el peso del Estado de derecho y acabar así con el “desafío”. 

			Sería injusto, no obstante, concluir que el Gobierno no hizo nada. En realidad, sí tomó la iniciativa, pero no para negociar, sino para organizar un operativo de guerra sucia de baja intensidad que rompiera o debilitara el movimiento independentista, aireando los trapos sucios de sus dirigentes. Las revelaciones que se han producido en estos últimos años sobre el alcance y modo de funcionamiento de la llamada “Operación Cataluña” habrían provocado en democracias más sólidas que la nuestra la dimisión del ministro de Interior y probablemente también la del Gobierno en pleno. En España, me parece, no se ha dado la importancia que tiene la información sobre este asunto y ello creo que se debe a la animadversión que el independentismo despierta fuera de Cataluña. Unos medios y una opinión pública inflamada por el nacionalismo español han mirado para otro lado, aceptando que cualquier procedimiento es legítimo para defender la nación española frente a la amenaza catalana. 

			Como suele suceder en estos casos, los datos disponibles sobre la Operación Cataluña son fragmentarios, confusos y motivo de controversia. La estrategia consistía en operaciones encubiertas, en ocasiones financiadas con fondos reservados (y por tanto opacas fiscal y administrativamente), en las que se intentaba no dejar rastro. Pero debido a una mezcla de impericia, animadversiones entre los comisarios involucrados, filtraciones interesadas, denuncias y procesos judiciales, la información ha ido destapándose y gracias a ella cabe reconstruir las líneas maestras de la estrategia. Además, se constituyeron dos comisiones de investigación, una primera en el Parlamento catalán y otra en el Congreso de los Diputados97. Según las conclusiones del dictamen de la comisión del Congreso:

			En el Ministerio del Interior, bajo el mandato del señor Fernández Díaz, usando de manera fraudulenta el catálogo de puestos de trabajo, se creó una estructura policial bajo las instrucciones del señor Cosidó Gutiérrez, por orden del DAO Eugenio Pino, con el conocimiento y consentimiento del Ministro destinada a obstaculizar la investigación de los escándalos de corrupción que afectaban al Partido Popular y al seguimiento, la investigación y, en su caso, la persecución de adversarios políticos. A modo de ejemplo: PSOE (como demuestra la creación y trabajos realizados por las BARC), el nacionalismo catalán (señor Trias) o Podemos (Informe Pisa). Estas decisiones han supuesto una inaceptable utilización partidista de los efectivos, medios y recursos del Departamento de Interior y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, con un abuso de poder que quebranta reglas esenciales de la democracia y del Estado de Derecho.

			El dictamen de la comisión del Parlament es mucho más exhaustivo y detallado, así que me limitaré a reproducir la conclusión principal:

			L’Operació Catalunya és una conspiració per a intentar frenar la dissidència política a Catalunya, i particularment el moviment independentista, conspiració que s’ha dut a terme, almenys, durant els anys en què Jorge Fernández Díaz (2011-2017) ha estat ministre de l’Interior espanyol. Es concreta en un seguit d’actuacions de caràcter polític, policial i d’intel·ligència que han buscat reduir el suport social de l’independentisme en tant que opció política mitjançant la desacreditació. La naturalesa d’aquesta operativa, per tant, és “reputacional”. El que es pretenia era associar en l’imaginari col·lectiu de la societat catalana i espanyola un moviment polític legítim, democràtic i pacífic, com l’independentista, amb pràctiques fraudulentes. Per això, i de manera específica, el que es buscava era associar els líders polítics i cívics independentistes amb la corrupció98.

			Los orígenes de la Operación Cataluña se remontan a antes de la llegada del PP al poder, en 2011. En concreto, el antecedente de la Operación se puede situar en la grabación de la conversación mantenida en 2010 en el restaurante La Camarga entre Alicia Sánchez Camacho (entonces presidenta del PP en Cataluña) y Victoria Álvarez (antigua pareja de Jordi Pujol Ferrusola)99. La grabación la realizó la agencia de detectives Método 3, por encargo de una persona del PSC muy próxima a Sánchez Camacho y con pleno conocimiento de esta. Durante la conversación, la dirigente popular sonsacó abundante información sobre los negocios ilícitos y el manejo de dinero negro de la familia Pujol (incluyendo los famosos viajes a Andorra). Dicha información quedó a buen recaudo, pues en aquellos momentos el PP catalán apoyaba parlamentariamente al Gobierno de Artur Mas. 

			Tras la ruptura de relaciones entre ambos partidos y el inicio del procés, el PP decidió activar aquella fuente contra Convergencia y el independentismo más en general. Estuvo involucrado en esta operación Jorge Moragas, el jefe de gabinete de Mariano Rajoy entre 2012 y 2017, quien mantenía una relación de amistad con Victoria Álvarez. Cuando se hizo pública la existencia de la grabación, Sánchez Camacho intentó presentarse como víctima de espionaje y mintió de forma palmaria y descarada tanto ante la justicia como ante el propio Parlament. Con el tiempo, se descubrió la verdadera historia: ella fue la inductora de toda la operación. Habiendo quedado “quemada” por estos acontecimientos, abandonó la presidencia del PP catalán, pero el partido decidió rescatarla incluyéndola en las listas de las elecciones generales de diciembre de 2015; es diputada desde enero de 2016 y el PP, en premio a su trayectoria “ejemplar”, la ha nombrado secretaria primera de la mesa del Congreso. Pura impunidad política. 

			La Operación Cataluña la diseñó el ministro de Interior Jorge Fernández Díaz con el director general de la Policía, Ignacio Cosidó. Se creó una red de unos cuarenta hombres bajo la dirección de Eugenio Pino, el director adjunto operativo (DAO), número dos en el escalafón policial. Entre aquellos hombres figuraban también dos antiguos detectives de Método 3 que cobraban de los fondos reservados. El objetivo consistía en tener libertad de movimientos, al margen de toda supervisión judicial, para poder elaborar informes comprometedores contra los “enemigos políticos” del Gobierno, principalmente líderes del independentismo catalán. Algunos de esos informes contenían información verdadera, otros eran mentiras o estaban falsificados como documentos de la Unidad de Delitos Económicos y Financieros (UDEF). Una vez que la información obraba en manos del Gobierno, el Ministerio de Interior se encargaba de filtrarla a medios de comunicación para que se formara un escándalo político que perjudicase los intereses de los políticos independentistas. Entre los periodistas involucrados figuran, de forma destacada, Eduardo Inda y Esteban Urreiztieta, que en los primeros años de la Operación trabajaban en el diario El Mundo. La primera de las exclusivas nacida de la Operación Cataluña se publicó estratégicamente nueve días antes de las elecciones catalanas del 25 de noviembre de 2012, a partir de unos informes manipulados sobre cuentas suizas de Artur Mas y Jordi Pujol en las que supuestamente se habrían depositado comisiones derivadas de concesiones de obra pública (el famoso 3 por ciento)100. 

			La forma de actuar del ministro de Interior y el director general de la Policía quedó al descubierto cuando el diario digital Público dio a conocer la grabación de varias conversaciones entre el propio ministro, Fernández Díaz, y el director de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso (una agencia independiente de la Generalitat). En dicha conversación se hacía referencia explícita a las maniobras realizadas para desprestigiar a políticos independentistas, a los tejemanejes con los periodistas y, lo que es no menos relevante, el ministro admitía que el presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, estaba al tanto de todo. El ministro afirma primero: “El presidente del Gobierno lo sabe”, y más adelante: “Yo se lo dije a él, es un hombre discreto donde los haya”101. 

			Algunas de las actuaciones de la Operación Cataluña fueron un fracaso completo. Así sucedió, por ejemplo, con las exclusivas falsas que dio El Mundo sobre la cuenta suiza del entonces alcalde de Barcelona, Xavier Trias. Según la información ofrecida por Miguel Ángel Aguilar en el desaparecido Ahora, la policía pagó 1,5 millones de euros de fondos reservados al confidente en Suiza que proporcionó datos falsos sobre Trias, aunque no hay prueba alguna de ello por tratarse de fondos reservados102. Tres días después de que la Fiscalía Anticorrupción archivara el caso por carecer las pruebas aportadas de valor alguno, el inspector José Ángel Fuentes Gago, a las órdenes de Pino, voló a Ginebra en un avión no comercial, adscrito a la Policía, a cargo de fondos reservados, con el propósito de aclarar la confusión sobre la cuenta de Trias. 

			Las chapuzas de este grupo a las órdenes del comisario Pino fueron múltiples (como ya había sucedido en la guerra sucia contra ETA en los años ochenta). Aparte de la metedura de pata sobre Trias, el propio pendrive que la policía hizo llegar a los tribunales con información sobre los negocios de la familia Pujol no tiene validez por no poder determinarse su origen y podría acabar contaminando la causa entera. El responsable operativo, Eugenio Pino, está en la actualidad imputado por tres delitos relacionados con la gestión del pendrive: prevaricación, fraude procesal y falso testimonio. 

			En fin, el lector interesado podrá encontrar en las referencias que he proporcionado a pie de página información muy abundante y precisa sobre la Operación organizada por el ministro Fernández Díaz (y con muy probable conocimiento de otros miembros del Gobierno y del propio presidente Rajoy). Con independencia de lo que puedan acabar sentenciando los jueces, hay datos de sobra a estas alturas para concluir que el Gobierno del PP ha abusado de su poder, utilizando a la policía para tareas de espionaje político sin autorización judicial y financiando las operaciones con fondos reservados. Los frutos de ese espionaje político se filtraban posteriormente a periodistas para crear escándalo y erosionar la reputación de los políticos independentistas. En algunos casos se descubrió auténtica corrupción, en otros se inventó. Pero incluso cuando la corrupción existía, los métodos utilizados para hallarla no fueron los propios de una democracia liberal. 

			En la Operación Cataluña se perciben fallos serios de funcionamiento de nuestro Estado y nuestra democracia: fuerzas policiales actuando sin control y con fines políticamente sectarios; uso político por parte del ministro de Interior de la información obtenida por esas fuerzas policiales; connivencia de medios de comunicación que se benefician de las filtraciones interesadas; falta de transparencia y ausencia de rendición de cuentas una vez se destapa el escándalo de la Operación, y reacción tibia de los grandes grupos de comunicación y de la propia sociedad civil. 

			Sobre esta tibieza en la reacción social, hay que decir que se detecta un doble rasero o, si se prefiere, recurriendo a un término psicológico, que se produce una “opinión interesada” masiva: con ello me refiero a que si alguien se siente profundamente indignado por la desobediencia de las instituciones catalanas y su falta de lealtad a la Constitución española, no puede por menos que sentirse también indignado ante el abuso de poder que supone que un gobierno combata a sus rivales políticos utilizando recursos del Estado y saltándose las reglas del Estado de derecho. Una sociedad civil con valores democráticos sólidos habría manifestado una repulsa ante ambos fenómenos. Este doble rasero ante la violación de principios fundamentales de la democracia es consecuencia de la animadversión hacia el independentismo catalán que tanto se ha extendido en la opinión pública en estos últimos tiempos.

			Por último, no deja de tener su guasa que el PP, anegado por la corrupción, se haya erigido, como partido en el Gobierno que es, en vigilante selectivo de la corrupción independentista. Un partido que no solo no ha colaborado con la justicia en las causas que le afectan directamente, sino que ha puesto en marcha toda clase de iniciativas para obstaculizar las investigaciones y para colocar a jueces de su agrado en los tribunales que habrán de juzgar los múltiples escándalos en los que se ha visto involucrado. 

			La equivocada reacción del Estado ante el referéndum del 1 de octubre

			A partir de septiembre de 2017, la crisis constitucional catalana entró en su fase de apogeo. Hasta entonces, el procés había consistido sobre todo en amagar, en anunciar futuras acciones que luego se diluían o se dejaban aparcadas. Solo en otoño de 2017 los independentistas decidieron dar un salto cualitativo en su empeño por conseguir la independencia y aun así, como luego se verá, toda la estrategia se mantuvo más próxima a un simulacro que a medidas efectivas para consumar la separación de Cataluña. 

			Tras la negativa del Congreso a permitir que la Generalitat pudiera convocar consultas, el Parlament aprobó su propia Ley de consultas en septiembre de 2014, ley que obtuvo el apoyo de todos los grupos, incluyendo el PSC, con la excepción de PP y Ciudadanos. La ley consiguió un respaldo cercano al 80 por ciento en la Cámara. Amparándose en esa nueva ley, el Govern aprobó la celebración de una consulta el 9 de noviembre. El Gobierno de España interpuso recurso de inconstitucionalidad tanto contra la Ley de consultas como contra el mismo decreto de la convocatoria y el Tribunal Constitucional suspendió cautelarmente ambas decisiones. 

			A fin de zafarse de las restricciones legales, el Govern transformó la consulta en un “proceso participativo”, un acto de carácter cívico sin consecuencias jurídicas de ningún tipo, y trató de minimizar su presencia en la organización de la jornada. El 9 de noviembre de 2014 votaron 2,3 millones de catalanes. Los tribunales actuaron: el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña condenó a Artur Mas y tres altos cargos de la Generalitat. La pena de Mas por desobediencia consistió en inhabilitación por un periodo de dos años, más una multa. Por su parte, el Tribunal de Cuentas, una semana antes de la celebración del referéndum del 1 de octubre, exigió a Mas y a otros siete altos cargos devolver 5,1 millones de euros, la cantidad estimada que costó la jornada participativa. Sorprende la diligencia del Tribunal de Cuentas, un organismo politizado, bajo acusaciones graves de nepotismo generalizado, que en todos estos años no se ha caracterizado por el celo en la recuperación del dinero sustraído por los gobernantes del PP en las comunidades autónomas en las que cometieron numerosos actos de corrupción y saqueo de las arcas públicas, por no mencionar los episodios de financiación irregular de los partidos políticos.

			Tras el éxito relativo de la consulta del 9-N y la inmovilidad del Gobierno, el procés siguió adelante. Como ya presagiaban los documentos elaborados por el Consell Assessor per a la Transició Nacional, bajo la dirección del jurista Carles Viver Pi-Sunyer (exmagistrado del Tribunal Constitucional), si la vía del referéndum no se materializaba, se intentaría avanzar hacia la independencia mediante unas elecciones plebiscitarias. Estas se convocaron para el 27 de septiembre de 2015. Evidentemente, el carácter plebiscitario de unas elecciones depende única y exclusivamente de la forma en la que los partidos presenten su oferta electoral. Puesto que las formaciones no independentistas no estaban de acuerdo en transformar las elecciones en un plebiscito, plantearon una campaña tradicional. Fueron los partidos independentistas quienes se propusieron una lista única, la de Junts pel Sí, que englobaba a Convergencia, ERC y asociaciones civiles, comprometiéndose a conseguir la independencia en un periodo de 18 meses si ganaban las elecciones. El programa electoral de la candidatura giraba casi exclusivamente en torno a la secesión y presentaba una estrategia bien clara:




			El procés cap a la creació d’un Estat independent consta d’un procés constituent en dues fases:

			Una primera fase que comença després del 27S amb una declaració d’inici del procés d’independència, amb la creació de les estructures d’Estat necessàries des d’un govern de concentració i l’inici del procés constituent de base social i popular. Posteriorment es procedirà a la proclamació de la independència, que suposarà la desconnexió respecte de l’ordenament jurídic espanyol vigent, i a l’aprovació de la llei de transitorietat jurídica i de la llei del procés constituent.

			Una segona fase de caràcter institucionalment constituent, que comprèn la celebració d’unes eleccions constituents, la culminació del procés de creació de l’Estat independent amb l’aprovació de la Constitució i la seva ratificació mitjançant un referèndum103.

			Como puede verse, una nueva consulta o referéndum no figuraba en la estrategia diseñada. La idea de retomar el referéndum se produjo en el último momento, cuando se agotaban los dieciocho meses que la propia lista de Junts pel Sí se había autoimpuesto y la creación de estructuras de Estado no se vislumbraba por ningún sitio. En el fondo, la vuelta al referéndum era consecuencia de las insuficientes fuerzas acumuladas por el independentismo: las elecciones del 27-S de 2015 no dieron la mayoría absoluta ni en votos ni es escaños a Junts pel Sí. Sumando los apoyos parlamentarios de la CUP, se alcanzó una mayoría absoluta independentista en el Parlament, pero en términos de apoyo ciudadano no se llegó al 50 por ciento del voto emitido. Junts pel Sí y CUP consiguieron el 47,8 por ciento del voto y el 35,7 por ciento del censo. Con ese nivel de apoyo popular, resultaba difícil proceder a la “desconexión institucional” de Cataluña. 

			La principal diferencia entre el referéndum planeado para el 1 de octubre y la consulta de 2014 es que, en esta ocasión, el referéndum sería vinculante. Para otorgarle fuerza jurídica, el Parlament aprobó el 6 de septiembre la Ley del referéndum. El texto se presentó por primera vez en julio de 2017. Su aprobación se realizó por la vía de urgencia, modificándose para ello el orden del día en el pleno del 6 de septiembre. La urgencia supuso reducir el tiempo de debate, limitar el periodo de presentación de enmiendas a dos horas y evitar que el texto pasara por el Consell de Garanties Estatutàries. El contenido de la ley desbordaba claramente el marco constitucional: el artículo 2 establecía la soberanía del pueblo catalán; el artículo 1 indicaba que la ley regulaba el ejercicio de un referéndum vinculante de autodeterminación; y el artículo 4 especificaba que si se registraban más votos a favor que en contra, se procedería a la declaración de independencia en un plazo de 48 horas tras la proclamación de los resultados. Por todo ello, los letrados del Parlament no quisieron firmar el documento para su publicación en el Butlletí Oficial del Parlament de Catalunya. La oposición (salvo Podemos) se ausentó de la cámara durante la tramitación de la ley. 

			Se trataba, pues, de una iniciativa mucho más ambiciosa que “el proceso participativo” de la consulta del 9 de noviembre de 2014. Sin ninguna ambigüedad, la ley rompía con la democracia española, basándose en un demos distinto, el catalán, con capacidad para fundar su propia legalidad al margen de la de España. De hecho, la Ley del referéndum era la primera piedra de la nueva República catalana. 

			El Tribunal Constitucional, como cabía esperar, suspendió la ley. El Gobierno de Mariano Rajoy tenía dos opciones a partir de ahí. Podía limitarse al control de legalidad que se contempla en nuestro sistema institucional, no reconociendo validez jurídica alguna ni a la ley del 6 de septiembre ni a los resultados del referéndum del 1 de octubre, dejando que la justicia determinara las posibles responsabilidades punibles en las que habían incurrido las autoridades catalanas (desobediencia, malversación, etc.), como ya había sucedido en la consulta del 9-N; o podía intentar impedir que el referéndum tuviera lugar. Esta segunda opción era mucho más arriesgada, tanto desde el punto de vista político como práctico.

			El Gobierno optó por prevenir la realización del referéndum. Probablemente pesaron las críticas que el Ejecutivo había recibido, con motivo de su supuesta tolerancia ante el 9-N, por parte de la derecha más doctrinaria y nacionalista. Si los independentistas redoblaban la apuesta el 1-O, el Gobierno no podía quedarse quieto. Se estableció de este modo un pulso entre los dos gobiernos, el español y el catalán, en el que el primero salió malparado.

			Ante todo, es fundamental recordar que la realización de un referéndum puede ser contraria a derecho, pero no es un delito como tal en España. Puede ser un acto antijurídico, pero no entraña pena. No es equivalente a un robo, una estafa o un homicidio. Un referéndum, en cuanto acto político, puede invalidarse, un crimen no104. De ahí que, en principio, se contemplen procedimientos distintos para regular cada tipo de acto antijurídico. Una característica importante de un referéndum, frente a una conducta penal, es que no provoca daño a terceros. Se trata de un acto político que, en la medida en que puede ser invalidado, no genera “víctimas”. Por eso no es urgente ni imprescindible evitar su ocurrencia. 

			Sin embargo, el mismo 7 de septiembre, Mariano Rajoy, en rueda de prensa, prometió que el referéndum no se celebraría105. El fracaso fue sonado, pues más de dos millones de catalanes consiguieron introducir papeletas en las urnas. El Estado ni siquiera fue capaz de detectar el destino y distribución de miles de urnas llevado a cabo por una red muy extensa de la sociedad civil que operó clandestinamente; tampoco consiguió que los miles de efectivos policiales enviados a Cataluña impidieran la votación. El número de participantes fue, según los datos proporcionados por la Generalitat, 2.286.217, un número muy parecido al del 9-N, si bien en esta ocasión se estimaba que 770.000 personas no habían podido ejercer el voto por haber sido clausurados los colegios106. La operación policial solo sirvió para cerrar un 14 por ciento del total de colegios electorales107. En cambio, el coste político de la represión policial resultó enorme. Fue una actuación arbitraria y desproporcionada, pues no se estaba cometiendo ningún delito ni se estaba alterando el orden público. Personas de toda edad y condición fueron golpeadas por la policía. Cuatro ciudadanos tuvieron que ser hospitalizados y uno de ellos perdió la visión en un ojo por impacto de bala de goma. Resulta difícil saber cuánta gente fue herida, pues hubo una guerra de cifras al respecto. Según la Generalitat, casi 900 personas requirieron algún tipo de asistencia sanitaria, aunque la gran mayoría de ellas no pueden considerarse “heridas”. En cualquier caso, hubo una represión perfectamente inútil que no consiguió su objetivo de paralizar la celebración del referéndum. 

			El error principal de la violencia policial fue que se dirigiera contra ciudadanos pacíficos que se limitaban a intentar introducir una papeleta en una urna. A ojos de la comunidad internacional, el despliegue de fuerza carecía de todo sentido. Solo sirvió para generar una oleada de simpatía hacia la causa independentista y debilitar la imagen de la democracia española. El ministro de Interior, Juan Ignacio Zoido, debería haber dimitido de inmediato ante la mala planificación de la operación y sus repercusiones en Cataluña y el resto del mundo. 

			Más allá de las cargas policiales el 1-O, la acción del Estado en las semanas previas resultó cuestionable desde un punto de vista democrático. En su afán por impedir que el referéndum tuviera lugar, el Gobierno y los jueces tomaron decisiones que bordeaban o excedían lo que es admisible en una democracia. Algunos derechos fundamentales fueron dejados de lado en el empeño por abortar la votación. Amparándose en una interpretación muy laxa de la ley, Gobierno y tribunales consideraron que estaban autorizados a tomar medidas que impidieran la realización del referéndum aun no siendo este una conducta delictiva. Esas medidas supusieron el cierre o el bloqueo de numerosas páginas web, la imputación de los alcaldes que cedieran locales para colocar urnas, la prohibición de incluir publicidad sobre el referéndum en medios de comunicación, la confiscación de carteles y otros medios de propaganda durante la campaña del referéndum, intervenciones policiales en locales (imprentas, oficinas de correos) en los que se produjeran o se almacenaran materiales para el referéndum (papeletas, sobres, publicidad, etc.), incluyendo requisa de ordenadores y prohibición de actos públicos en defensa del referéndum o del voto a favor de la independencia. 

			Muchas de estas medidas constituían una restricción a la libertad de expresión y de reunión. Una cosa es declarar inválido el resultado de un referéndum por carecer de base legal y otra bien distinta que los trabajos preparatorios, la propia campaña de los partidos animando al voto, la publicidad en medios o los actos de debate puedan ser intervenidos por el hecho de que su objeto sea un referéndum sin base legal. 

			En una carta abierta dirigida al presidente de la Comisión Europea y al presidente del Consejo Europeo, Barbara Spinelli (eurodiputada) y Albena Azmanova (profesora de la Universidad de Kent), con el apoyo de más de 180 firmas de intelectuales y académicos, algunos ciertamente prestigiosos (entre muchos otros, Étienne Balibar, Seyla Benhabib, Judith Butler, Craig Calhoun, Nancy Fraser, Philip Pettit y Gustavo Zagrebelsky), mostraban su preocupación por el funcionamiento de la democracia y el Estado de derecho en España, evitando cuidadosamente tomar partido en el conflicto territorial108. En su opinión, el Estado había ido demasiado lejos en la persecución de cualquier manifestación relacionada con el referéndum y se había excedido en el uso de la fuerza durante la jornada del 1-O. Los firmantes creían que España había confundido “rule of law” con “rule by law”. El “rule by law” corresponde al legalismo del que hablo en este capítulo. Por desgracia, la carta no despertó demasiado interés en España, donde apenas tuvo repercusión, aunque un grupo de profesores de Derecho, encabezados por Francesc de Carreras y Josu de Miguel, escribió una carta abierta de respuesta que resume a la perfección la concepción tan limitada de la democracia que tienen muchos expertos españoles en leyes109. La carta estaba escrita con un tono inadecuado, perdiendo las formas ya en el segundo párrafo:

			This letter reveals appalling lack of knowledge regarding the issues it addresses, including serious ignorance of Spain’s Constitution and Spanish law. Additionally, it contains numerous factual errors and, as a result, inevitably arrives at conclusions that are far removed from what is really happening in Catalonia and in Spain110.

			La carta original de Spinelli y Azmanova era en todo momento correcta y respetuosa, sin descalificaciones. Nuestros doctos profesores, que no parecen conocer las reglas mínimas de cortesía y tolerancia en este tipo de intercambios, contestan a los intelectuales y académicos extranjeros llamándolos ignorantes y hablan, con ese tono tajante tan propio de nuestra esfera pública, como si fueran los únicos depositarios de la verdad, cuando estos asuntos son, por su propia naturaleza, polémicos y controvertidos y deben dar lugar a un intercambio de razones que enriquezcan el debate colectivo sobre las fortalezas y debilidades de nuestro sistema político111. En ningún momento se incluyen cláusulas del estilo “es nuestra opinión…”, “creemos que…”, “a diferencia de los firmantes de la carta, nos parece que…”: los profesores escriben en posesión de la razón y la verdad. 

			Resulta descorazonador leer en la respuesta de los juristas españoles cómo se minimiza la violencia policial el 1-O, considerada “muy limitada”, y cómo se zanja la cuestión sobre los derechos fundamentales alegando que, en todo momento, Gobierno y tribunales siguieron los procedimientos del Derecho español. Aquí resurge con fuerza el “legalismo” al que me referí al comienzo de este capítulo, en virtud del cual se maneja una noción muy limitada y estrecha de la democracia. Por supuesto, nadie estaba acusando a las autoridades españolas de violar la legalidad, sino que en el exceso de celo con el que se actuó a propósito del referéndum se hubiesen lesionado derechos fundamentales. Aun actuando para evitar un acto político sin cobertura jurídica, se podrían haber invadido o violado derechos básicos relativos sobre todo a la libertad de expresión, reunión y asociación. No reconocer la posibilidad de que la aplicación de las normas pueda entra en conflicto con derechos fundamentales revela una cierta estrechez de miras con respecto a las cuestiones más profundas que plantea el ejercicio de la democracia. 

			La respuesta de los juristas españoles fue tan excesiva que parece razonable suponer un resto de “orgullo nacional herido”, del mismo tenor que el que analicé en la introducción (los españoles podemos ser extremadamente autocríticos, pero en general no nos gusta demasiado que otros, desde fuera, lancen esas mismas críticas). En realidad, creo que esta segunda carta refleja bien ese espíritu que se apoderó de buena parte de la sociedad española según el cual toda iniciativa que se llevara a cabo en contra del referéndum catalán en concreto y del independentismo más en general estaba justificada siempre y cuando mantuviera una apariencia de legalidad. Dicho espíritu era claramente perceptible en el discurso dominante de las grandes corporaciones mediáticas, en las conversaciones espontáneas que se producían por doquier en la sociedad civil y en las propias elites políticas (con la excepción de Podemos). La falta de preocupación por los fundamentos democráticos de las medidas restrictivas que se tomaron en esos días muestra, según lo veo, que hay valores de la democracia que tienen un arraigo débil en España, sobre todo cuando la cuestión nacional está en juego.

			Teniendo en cuenta que había otras formas de afrontar la convocatoria de referéndum, se eligió la peor de todas, pues, además de ineficaz, puso en jaque el ejercicio de derechos democráticos básicos. El referéndum, como la propia Ley de 6 de septiembre que intentaba darle una cobertura jurídica, no tenían consecuencias legales ya que habían sido suspendidos por el Tribunal Constitucional. Si, no obstante, las autoridades catalanas seguían adelante, siempre le quedaba al Gobierno el recurso del artículo 155, que finalmente utilizó. Este artículo, por muy polémico que resulte, se basa en un control político de la legalidad y no requiere intervención judicial alguna. Constituye, a mi juicio, un instrumento más respetuoso con el proceso democrático que la vía penal.

			Resulta interesante recordar lo que sucedió en Italia con la crisis de Padania112. El 15 de septiembre de 1996, durante un acto político en Venecia, Umberto Bossi, el líder de la Liga Norte, realizó una declaración unilateral de independencia de la República de Padania, promulgando una constitución provisional para este territorio. Unos meses después, en mayo de 1997, la Liga organizó un referéndum de autodeterminación en las regiones que componen la Padania en el que, según sus organizadores, participaron 4,8 millones de italianos, casi todos a favor de la independencia. Con ese resultado, incluso se constituyó un Parlamento de la Padania, formado por 210 representantes, sin ningún tipo de reconocimiento jurídico en el sistema político italiano. El Estado no intervino y los jueces no encarcelaron a los dirigentes de la Liga Norte. El artículo 241 del Código Penal italiano establece que habrá penas mínimas de doce años de prisión para aquellos que cometan actos violentos destinados a destruir la soberanía del Estado italiano o a romper su unidad. Dado que no hubo violencia en ningún momento, los jueces no procedieron contra la Liga Norte. En Cataluña no hubo tampoco violencia, pero los jueces, como se verá en el siguiente apartado, hicieron una interpretación abusiva del Código Penal español y enviaron a prisión preventiva a los máximos dirigentes del movimiento independentista, a pesar de que la legislación española requiere, al igual que la italiana, violencia para poder hablar de un delito de rebelión o sedición.

			Evidentemente, había una diferencia importancia entre Padania y Cataluña: Padania es una entidad inventada, sin reconocimiento jurídico dentro de Italia, y los autores de la declaración unilateral de independencia, del referéndum y de la constitución fueron los dirigentes de un partido político; en Cataluña, en cambio, los autores de los actos legislativos y políticos que culminaron con la declaración de independencia eran autoridades del Estado (el Gobierno autonómico y los diputados independentistas). Esta diferencia es relevante, desde luego, pues muestra que en España ha habido una crisis constitucional, cosa que no sucedió en Italia. Ahora bien, lo que quiero subrayar es que esta diferencia resulta irrelevante a efectos de encuadrar las acciones realizadas en la categoría de rebelión. El artículo 472, que regula la rebelión, se refiere a cualquiera que participe en alzamiento violento y público. De hecho, los dos líderes de las asociaciones civiles están también acusados y en prisión preventiva por rebelión a pesar de no ser cargos del Estado. 

			Mientras que en Padania no había siquiera apariencia de juridicidad en los actos llevados a cabo por los independentistas de la Liga Norte, en Cataluña sí hubo aprobación de leyes para dar cobertura legal al referéndum del 1-O y crear una vía legal a la independencia (leyes de referéndum y transitoriedad). La cuestión estriba en si el conflicto institucional creado por esas leyes y los actos que derivan de las mismas debían resolverse mediante mecanismos de control constitucional (intervención del Tribunal Constitucional, aplicación del artículo 155 de la Constitución) o mediante la justicia penal y, en concreto, mediante los delitos de sedición y rebelión. 

			La ofensiva judicial

			La tesis del PP de que el problema catalán es un asunto de legalidad y orden público tiene dos consecuencias evidentes. La primera es que no hay nada que negociar con fuerzas políticas que plantean demandas que van más allá de lo que establece una interpretación “literalista” de la Constitución española. La segunda es que, al no haber iniciativa política alguna por parte del Gobierno para desactivar el conflicto, queda un amplio espacio abierto para la intervención de los tribunales, espoleados por una Fiscalía que reproduce los planteamientos ideológicos del Gobierno. Vayamos por partes. 

			Quizá lo más sorprendente de lo sucedido desde la sentencia del Tribunal Constitucional de 2010 sea la ausencia de un diálogo, formal o informal, entre las instituciones del Estado central y las de Cataluña. Peticiones por parte de las fuerzas políticas catalanas no han faltado. Tampoco han faltado las ocasiones: podía haber sido a raíz de la demanda de Artur Mas de un pacto fiscal en 2012, o de la petición de transferir la competencia para realizar consultas a Cataluña en 2014, o de la convocatoria de referéndum en 2017. En las semanas previas al 1-O, los partidos de izquierdas y los nacionalistas conminaron al Gobierno del PP a que iniciara cuanto antes negociaciones que permitieran encauzar el conflicto y darle una salida política, sin encontrar receptividad alguna en el Ejecutivo. Tras el referéndum, el presidente Puigdemont, en su discurso del 10 de octubre, aplazó lo que parecía inevitable, la declaración unilateral de independencia, incumpliendo la Ley del referéndum del 6 de septiembre, que daba un plazo de dos días para dicha declaración tras la proclamación de los resultados; con ello, pretendía abrir una oportunidad para un proceso negociador que, finalmente, no llegó a darse. Como se recordará, en el discurso del 10 de octubre, Puigdemont dejó en suspenso lo que consideraba un mandato emanado de las urnas para declarar la independencia. Estas fueron sus palabras:




			Arribats en aquest moment històric, i com a president de la Generalitat, assumeixo en presentar-los els resultats del referèndum davant del Parlament i dels nostres conciutadans, el mandat que Catalunya esdevingui un estat independent en forma de república.

			Això és el que avui pertoca fer. Per responsabilitat i per respecte.

			I amb la mateixa solemnitat, el Govern i jo mateix proposem que el Parlament suspengui els efectes de la declaració d’independència per tal que en les properes setmanes emprenguem un diàleg sense el qual no és possible arribar a una solució acordada. Creiem fermament que el moment demana no només la desescalada en la tensió sinó sobretot voluntat clara i compromesa per avançar en les demandes del poble de Catalunya a partir dels resultats de l’1 d’octubre. Resultats que hem de tenir en compte, de manera imprescindible, en l’etapa de diàleg que estem disposats a obrir113. 

			El president, pues, asumía el mandato de que Cataluña llegase a ser un Estado independiente en forma de República y proponía al Parlament suspender temporalmente los efectos de la independencia para dar una oportunidad al diálogo y a una solución pactada. Pero el Gobierno respondió a este ofrecimiento poniendo en marcha al día siguiente la aplicación del artículo 155 de la Constitución; podía haber aprovechado el resquicio para calmar los ánimos en Cataluña, ganar algo de tiempo e iniciar reuniones bilaterales que alejaran tanto la declaración unilateral como el uso del artículo 155, pero no ocurrió así. 

			La forma de preparar el terreno para ejecutar el artículo 155 entró dentro de la categoría del esperpento político. Con espíritu administrativista, el Gobierno envió un burofax al president de la Generalitat exigiéndole que contestara afirmativa o negativamente a la pregunta de si había declarado la independencia durante su comparecencia del 10 de octubre. La respuesta a esa pregunta se encuentra en el párrafo que acabo de reproducir. Cualquiera podía leer el texto del discurso, incluso Mariano Rajoy, y sacar la conclusión obvia de que no se había declarado la independencia. De hecho, la intervención de Puigdemont no podía ser una declaración de independencia, pues el Parlament no intervino votando propuesta alguna (la Ley del referéndum establecía en su artículo 4.4 que la declaración de independencia correspondía al Parlament, no al president). Precisamente porque no hubo declaración de independencia, los diputados favorables a la secesión de Cataluña se reunieron tras el discurso de Puigdemont en una sala del Parlament distinta del salón de plenos y firmaron, a título individual, un documento (que no fue sometido a votación) en el que declaraban constituir la República catalana. Al proceder de este modo, quedaba claro que se trataba de un acto sin consecuencias jurídicas de ningún tipo, era tan solo un simulacro de declaración (una especie de manifiesto) para satisfacer las emociones políticas del momento (equivalente, por tanto, a la declaración de independencia de Bossi sobre la Padania). 

			Puigdemont contestó al burofax del Gobierno con una carta en la que se resistía a ofrecer una respuesta sencilla; recordó que había suspendido el mandato del referéndum para evitar el enfrentamiento (lo que equivalía a reconocer que no se había declarado la independencia) y, en el párrafo final, invitaba al presidente Rajoy a una reunión lo antes posible y añadía que “con buena voluntad, reconociendo el problema y mirándolo de cara, estoy seguro de que podemos encontrar el camino a la solución”114. 

			Rajoy, insatisfecho con la respuesta, envió un segundo requerimiento mediante una carta en la que exhortaba a Puigdemont a contestar con claridad si alguna autoridad catalana había declarado la independencia y le comunicaba que mientras no se cumpliese con la legalidad no había posibilidad de dialogar nada. Puigdemont, por su parte, escribió una segunda carta de respuesta en la que se lamentaba que no se hubiese atendido su solicitud de celebrar una reunión y advertía que, si no se materializaba el diálogo, el Parlament podría votar la declaración de independencia que se había dejado en suspenso el 10 de octubre. En esta segunda respuesta había un reconocimiento más explícito de que la independencia no se había declarado hasta el momento pese a los resultados del referéndum.

			Este intercambio absurdo (en lenguaje coloquial, esta “conversación de besugos”) confirma la cerrazón política del Gobierno en la cuestión nacional. Por descontado, a Puigdemont le corresponde una buena parte de la crítica, pero, a mi juicio, a Rajoy, como presidente del Gobierno de España, cabe atribuirle una responsabilidad aún mayor al rechazar la oferta de diálogo: podía haber evitado la crisis constitucional que estaba en aquel momento en pleno desarrollo, pero prefirió seguir con su discurso legalista. 

			La presión política y social para que Rajoy negociara fue mínima. En el clima dominante, la idea más extendida era que el Estado no debía ceder de ninguna manera a las pretensiones de los independentistas, quienes habían incumplido gravemente con el orden legal y debían pagar por ello. Puesto que el separatismo constituye la encarnación misma de la “anti-España”, todos los resortes se activaron para responder de la forma más contundente posible al “desafío” catalán, término que emplea habitualmente la prensa derechista. Ante la sensación de ofensa y agravio en buena parte de la sociedad española, la demanda de una solución pactada no logró hacerse oír con el volumen y presión necesarios. Desde las elites mediáticas, políticas y económicas no se apeló al espíritu de la Transición, a la necesidad de que los responsables de fuerzas políticas antagónicas se sentaran en una mesa a resolver sus diferencias. Más bien, el nacionalismo español quiso salir victorioso, aplicando toda la fuerza del Estado y no dejando salida alguna a los independentistas. Contribuyó a afianzar estas actitudes políticas el discurso televisado de Felipe VI el 3 de octubre, que constituye a mi juicio uno de los momentos más desgraciados de la monarquía en la historia reciente de España: el rey, en lugar de apelar a la concordia, al abandono de las posiciones radicales e intransigentes y a una solución negociada, en lugar de recordar lo que une a Cataluña con el resto de España, hizo un discurso parcial, beligerante, que alienaba al menos a la mitad de la sociedad catalana y que solo podía servir para profundizar el enfrentamiento entre las partes. 

			El Gobierno español, al reducir el problema al “cumplimiento de la legalidad” y negarse a establecer un diálogo con las autoridades catalanas, dejó toda la iniciativa en manos de los jueces. En el momento de escribir estas líneas (enero de 2018) hay 37 causas judiciales abiertas a cuenta de la crisis catalana115. Todos los miembros del Gobierno de Puigdemont están imputados, con dos de sus consejeros en la cárcel (Oriol Junqueras y Joaquim Forn) y cuatro fugados en Bruselas. También está imputada la expresidenta del Parlament, Carme Forcadell. Y permanecen en la cárcel los presidentes de las dos grandes asociaciones civiles independentistas, Omnium Cultural y la Asamblea Nacional Catalana, Jordi Cuixart y Jordi Sánchez, respectivamente. 

			Que el conflicto haya podido judicializarse hasta este extremo complica enormemente la posibilidad de una salida política razonable a corto y medio plazo. Lo más preocupante es que muchas de las decisiones judiciales tienen un claro trasfondo político en sus motivaciones y fundamentaciones. Los jueces no podrían haber llegado tan lejos en sus autos si no se hubiese extendido ese espíritu acrítico de exaltación nacional española ante los sucesos de Cataluña. No estoy diciendo con ello que los jueces actúen al dictado de otros poderes o que estén necesariamente sometidos a presiones, sino que tienen valores políticos, muy conservadores habitualmente entre aquellos con plaza en los tribunales superiores, y son sensibles al clima social en el que viven. Basta que les anime la Fiscalía General del Estado (una institución que depende jerárquicamente del Gobierno) para que se consume una división funcional del trabajo entre el Gobierno y los jueces. Para garantizar el funcionamiento de esa división del trabajo es necesario que el Gobierno se haya asegurado previamente que los jueces que llegan a lo alto del escalafón judicial (y que son los que pueden terminar ocupándose de casos de relevancia política) tengan los valores ideológicos adecuados. 

			La Fiscalía inició el proceso judicial denunciando a Sánchez y Cuixart por delito de sedición ante la Audiencia Nacional. Recordaré brevemente los sucesos. Por orden de un juzgado de Instrucción de Barcelona, el 20 de septiembre se llevó a cabo una operación de registro de edificios de la Administración catalana y la detención de catorce altos cargos del Govern por los trabajos preparatorios del referéndum. Se requisaron varios millones de papeletas y documentos relativos al 1-O. Grupos de ciudadanos acudieron a protestar a las puertas de los edificios donde se estaban produciendo los registros y detenciones. La concentración fue especialmente numerosa ante la sede la Consejería de Hacienda (cuyo máximo responsable era Oriol Junqueras), con presencia de varias decenas de miles de ciudadanos. Se creó una situación de gran tensión, sobre todo porque los manifestantes impidieron la salida de los agentes judiciales y guardias civiles durante largas horas. Tuvieron una participación activa los dos presidentes de las asociaciones civiles, Jordi Sánchez y Jordi Cuixart, quienes alentaron la protesta (y, en un momento dado, intentaron también apaciguarla). Finalmente, los funcionarios sitiados lograron salir con los materiales requisados. 

			La Fiscalía consideró que la actuación de los dos líderes civiles constituía un delito de sedición. El artículo 544 del Código Penal define este delito como un alzamiento público y tumultuario “para impedir, por la fuerza o fuera de las vías legales, la aplicación de las leyes”. Que la manifestación de protesta por la actuación de los agentes judiciales pudiera considerarse un “alzamiento” resulta muy dudoso, como explicó en su momento con gran claridad el magistrado Miguel Pasquau116. Un alzamiento, frente a una manifestación ilegal subversiva (delito también definido en el Código Penal), supone una voluntad insurreccional que va más allá de la resistencia. Teniendo en cuenta que en la concentración del 20 de septiembre no hubo violencia contra personas (sí se produjo, sin embargo, el destrozo de material de la Guardia Civil) y que el objetivo consistía en protestar por lo que se consideraba un exceso judicial, resulta muy arriesgado considerar que dicha concentración fuera un acto sedicioso. 

			La Fiscalía interpuso la querella en la Audiencia Nacional y no, como hubiera sido lógico, ante el correspondiente juzgado de Barcelona. De este modo, se ponía en peligro el derecho al juez natural. La sintonía ideológica del Gobierno y la Audiencia Nacional, cuyos jueces son nombrados en medio de fuertes presiones políticas, hacía más probable que la querella siguiera adelante. Para justificar la competencia de la Audiencia Nacional, la jueza Carmen Lamela entró en razonamientos que son apreciaciones políticas. La Audiencia Nacional solo podía ser competente si se interpretaba que el delito de sedición del 20 de septiembre era contra la forma de gobierno117. Pero hay que dar un salto lógico enorme para concluir que una manifestación popular de resistencia, en protesta por el intento del Estado de prevenir la celebración del referéndum, fue en realidad un alzamiento contra la forma de gobierno en España. En última instancia, lo que buscaban los manifestantes no era acabar con la democracia española, sino participar en un referéndum. Como he señalado en varias ocasiones, la participación en un referéndum ilegal no es un delito penal. Podrá haber delito de desobediencia y malversación entre los convocantes, pero no, desde luego, entre los votantes. La jueza hace suya la argumentación del fiscal, según la cual la movilización fue una sedición porque la realización de un referéndum podría acabar dando paso a la independencia de Cataluña. Pero es evidente que, incluso si fuera así, no estaba en la mano de los señores Cuixart y Sánchez acabar con la forma de gobierno en España, salvo que supongamos que estuvieran organizando una verdadera insurrección armada contra el Estado, algo ridículo a la vista del desarrollo pacífico que ha tenido el procés desde 2012 (no ha dejado de ser pacífico en las circunstancias extraordinarias y dramáticas de la crisis constitucional de otoño de 2017). Por lo demás, el resultado de un referéndum siempre es incierto, así que no puede inferirse que su realización conduzca inevitablemente a la independencia. Para reforzar su tesis, Lamela se dejaba llevar por consideraciones mucho más especulativas sobre una estrategia general concertada entre las elites nacionalistas gracias a la cual lograr la independencia, siendo las movilizaciones populares uno de los elementos nucleares de dicha estrategia. Al proceder así, subsumiendo los hechos del 20 de septiembre (totalmente imprevisibles, pues era imposible que los “conspiradores” independentistas supieran que una operación judicial como aquella fuera a tener lugar) como parte del desarrollo de una estrategia perfectamente diseñada por un grupo de políticos que habían tramado en secreto un plan para la secesión de Cataluña, la jueza entraba en un terreno pantanoso, confundiendo un derecho democrático fundamental, el derecho de manifestación y protesta, con una conspiración política. 

			Según la jueza Lamela, Cuixart y Sánchez, a través de sus asociaciones, pretendían acabar con la forma de gobierno en España, estando integrados en una trama política de orden superior en la cual las autoridades catalanas, con el apoyo de las movilizaciones sociales, organizarían un levantamiento tumultuario118. Pero ni protestar por la acción del Estado para prevenir la celebración de un referéndum ilegal ni la misma realización de dicho referéndum tienen por objeto acabar con la forma de gobierno en España. El independentismo, no me cansaré de repetirlo, no quiere acabar con la democracia española, sino construir, en un Estado catalán en forma de República, una democracia propia. El independentismo cuestiona la unidad territorial de España, sin duda, pero no su democracia. El independentismo catalán no es un movimiento antidemocrático (podría serlo, pero no lo es). De ahí que sea tan peligrosa la interpretación que establece que todos los desarrollos del procés, y de forma muy destacada los sucesos del 20 de septiembre, son parte de una especie de proyecto insurreccional que quiere acabar con el sistema político español. Este planteamiento no deja más salida que poner en marcha una “causa general” contra el independentismo. 

			Desde que echó a andar la interpretación de la Fiscalía y de la jueza Lamela sobre la sedición, la interpretación restrictiva de los derechos políticos solo ha ido a peor. Al unificar el Tribunal Supremo las querellas contra los consejeros y president del anterior Govern, contra la anterior presidenta del Parlament y contra los dos presidentes de asociaciones civiles, los jueces han tirado por elevación, acusando de rebelión a los querellados, un delito aún más grave que el de sedición. El artículo 472 del Código Penal exige para hablar de rebelión que haya un alzamiento público y violento con fines como derogar la Constitución o declarar la independencia de una parte del territorio. Es muy parecido al artículo 241 del Código Penal italiano, que también alude a la violencia y que, según apunté anteriormente, no activaron los jueces con respecto a la declaración de independencia, referéndum y constitución de un parlamento en el caso de la Liga Norte. 

			Para construir los fundamentos jurídicos de la acusación de rebelión, el Tribunal Supremo se ve obligado a elaborar una “causa general”, siendo el procés en su totalidad lo que está bajo la lupa de los jueces. Así, algo que es público y notorio para toda persona que haya estado al tanto de la política catalana en estos últimos diez años, a saber, que el nacionalismo catalán viene luchando a favor de la independencia por vías políticas y democráticas (en ocasiones inconstitucionales) mediante movilizaciones populares e iniciativas legislativas, se transforma en un motivo de sospecha que responde a un plan siniestro urdido por un grupo de conspiradores, los cuales plasmaron su plan subversivo en un documento secreto, titulado EnfoCATS, que fue requisado por la Guardia Civil en los registros del 20 de septiembre. La estrategia definida en EnfoCATS (lo que el Supremo llama “la hoja de ruta”) habla de la posibilidad de generar “conflicto democrático de amplio apoyo ciudadano, orientado a generar inestabilidad política y económica”, algo que los jueces han interpretado como un anuncio de insurrección violenta, conectándolo con la violencia ocurrida el propio 20 de septiembre. Que el conflicto democrático aparezca a ojos del Supremo no como la esencia de la democracia sino como un plan delictivo es resultado de la interpretación estrecha y legalista de la democracia que critico en este capítulo.

			Además de una estrategia que se considera en sí misma delictiva, los jueces necesitan acreditar que el procés se desarrolló con violencia. Los argumentos no pueden ser más endebles y forzados y se basan en una confusión interesada entre movilizaciones y violencia. Así, en uno de sus autos, el juez Llarena llega a escribir esto:

			Por más que resulte evidente que el civismo acompañó a las decenas de miles de ciudadanos que se movilizaron ante los numerosos llamamientos públicos que recibieron (de lo que era prueba incontestable los limitados efectos lesivos y dañinos surgidos de unas movilizaciones multitudinarias), se constató la infiltración de numerosos comportamientos violentos y agresivos…119.

			Sin especificar ni enumerar esos “numerosos” comportamientos, que la existencia de movilizaciones populares repetidas y pacíficas pueda considerarse parte de un delito de rebelión es inaceptable en una democracia. 

			Pero es que, además, aunque se hubieran registrado algunos episodios de violencia en actos convocados por los líderes independentistas, resultaría harto discutible atribuir dicha violencia a un designio consciente. Ante una de las peticiones de Oriol Junqueras de que se revoque su prisión preventiva sin fianza, ¡tres jueces del Supremo llegan al extremo de responsabilizarle parcialmente por la violencia ocurrida durante la jornada del 1 de octubre! 

			Y el día 1 de octubre, previsto para la celebración del referéndum, el recurrente y los demás partícipes, con su actuación previa, concretamente el recurrente en declaraciones públicas efectuadas el día 21 de setiembre, impulsaron a intentar abrir o mantener abiertos los locales donde estaba previsto que se hallaran los colegios electorales, y a depositar su voto, a un número altísimo de personas, a pesar de que ya conocían los graves incidentes producidos, entre otros en los días 20 y 21 de setiembre, y de que sabían que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, en cumplimiento de las leyes vigentes, tenían la obligación de impedirlo. En esa fecha, el recurrente sabía que si sus consignas relativas a la participación en el referéndum declarado inconstitucional y fuera de la ley por el Tribunal Constitucional eran seguidas por sus partidarios, se produciría inevitablemente un enfrentamiento físico entre estos y el Estado de Derecho, representado por los agentes policiales que defendían el cumplimiento de la ley, esencial en un Estado de esa clase. Constituye una conducta de extraordinaria gravedad incitar a varios millones de ciudadanos a que acudan a votar ilegalmente a sabiendas de que se van a encontrar necesariamente con la oposición física de los agentes policiales que, en representación del Estado de Derecho, van a actuar con el único fin de asegurar el cumplimiento de sus normas más elementales y de las sentencias del Tribunal Constitucional que han ordenado su cumplimiento120.

			Así que, según los jueces, hubo violencia y por tanto rebelión: las autoridades catalanas provocaron a las fuerzas policiales animando a la gente a participar en el referéndum, con lo que a las fuerzas policiales no les quedó más remedio que reprimir violentamente las acciones pacíficas de los ciudadanos que deseaban meter su papeleta en una urna o que se resistían a desalojar los colegios electorales. Que los jueces del Tribunal Supremo puedan razonar en estos términos muestra la fragilidad de sus valores democráticos. 

			Según la peculiar doctrina que está construyendo el Supremo con sus autos, basta que haya un pequeño riesgo de que una movilización popular pueda desembocar en disturbios para que en la intención original de los convocantes ya hubiese una aprobación de la violencia. El siguiente párrafo revela la incapacidad de algunos jueces para reconciliar su visión legalista de la democracia con la actividad protestataria: 

			Incitaban a sus partidarios a movilizarse en la calle con la finalidad de reforzar sus actuaciones y forzar al Estado a aceptar la independencia, es claro que era previsible que, con una altísima probabilidad, se produjeran actos violentos en defensa de la declaración unilateral de independencia. Si tanto el recurrente como los demás investigados incitaban a sus partidarios a seguir ese camino, es claro que asumían, aunque pudieran no desearlo, la presencia de actos de violencia que, de producirse, no podrían situarse como extralimitaciones fuera del marco del plan aceptado por todos. Por lo tanto, la aceptación del plan incluía la aceptación de previsibles y altamente probables episodios de violencia para conseguir la finalidad propuesta121 (p. 10).

			Los autos posteriores que impiden a los electos encarcelados tomar parte en las sesiones del Parlament empeoran la situación, pues colocan las especulaciones judiciales sobre el delito de rebelión por encima de derechos democráticos fundamentales y constitucionalmente protegidos. Los jueces consideran que el riesgo de continuación en la actividad delictiva pesa más que el derecho de un ciudadano (que no ha recibido aún condena judicial alguna) a representar a otros ciudadanos que le han otorgado su confianza en las urnas122. Debe recordarse, además, que los diputados gozan de inmunidad y no pueden ser detenidos salvo en caso de “flagrante delito”. 

			A favor de la tesis de que los jueces del Tribunal Supremo están actuando según motivaciones políticas y saltando por encima de consideraciones democráticas básicas ha de contar la resistencia de la justicia española a pedir la detención y entrega a España de los miembros del Govern huidos en Bruselas. La acusación por delito de rebelión no tiene credibilidad más allá de nuestras fronteras. Y no se trata solo de que el derecho belga sea un tanto especial, pues cuando Puigdemont viajó a Dinamarca tampoco se atrevió el Tribunal Supremo a pedir su detención, admitiendo tácitamente que lo que en España se considera normal, en Europa resulta inaceptable. 

			El Gobierno se ha desentendido de la evolución judicial de la crisis constitucional catalana alegando que en España rige la división de poderes. En realidad, la iniciativa de interpretar la crisis constitucional como si fuera un delito de rebeldía corresponde al Fiscal General del Estado, nombrado por el Gobierno. Los jueces conservadores no han hecho sino desarrollar el argumento general, expandiéndolo hasta poner en peligro principios democráticos básicos. Pero hay algo más importante aún y es que, aun no deseando negar en absoluto que nuestro sistema político establece la división de poderes entre el Ejecutivo y el Judicial, en la práctica dicha división dista mucho de ser perfecta. Los ciudadanos críticos tienen buenas razones para poner en cuarentena las declaraciones rutinarias y formalistas que las autoridades del Estado y los expertos en asuntos jurídicos suelen realizar sobre la independencia de los jueces123. Los datos existentes no son alentadores.

			Contamos con dos fuentes importantes de información. Por un lado, las encuestas del Eurobarómetro, en las que se le pregunta a la ciudadanía de los Estados miembro de la Unión Europea por su opinión sobre la independencia de tribunales y jueces en su país. Hay cuatro respuestas posibles (muy buena, bastante buena, bastante mala y muy mala). En el gráfico 3 se representa el porcentaje de las opiniones negativas en los quince países de Europa occidental en 2017124.




			Gráfico 3

			Porcentaje de opiniones bastante+muy mala 			sobre la independencia de los jueces

			[image: ]

			Fuente: Eurobarómetro 447 (2017).

			


Como puede verse, nuestros jueces y los italianos obtienen la peor valoración de todos los países considerados. El 58 por ciento de los entrevistados españoles tiene una opinión bastante o muy mala sobre la independencia judicial en España. El Eurobarómetro pregunta a su vez por las razones que llevan al entrevistado a responder de una manera u otra. La primera de ellas es “la interferencia o presión del gobierno y los políticos”. España vuelve a estar en cabeza: el 84 por ciento de los españoles con opiniones negativas explican su posición crítica por la interferencia política sobre el sistema judicial. España, por tanto, es el país de Europa occidental en el que se detecta una mayor preocupación ciudadana por la violación de la división de poderes entre políticos y jueces. No es una buena noticia. 

			Alguien podría pensar que los ciudadanos no son las personas más indicadas para evaluar un asunto tan complejo como la práctica de la división de poderes en un país. Quizá la prensa airee demasiado los asuntos judiciales debido al protagonismo de los tribunales en los escándalos de corrupción, produciéndose así una distorsión en la percepción ciudadana. Sin embargo, hay otros datos que apuntan en la misma dirección. Contamos con una encuesta realizada a jueces de toda Europa en la que se les pregunta por su experiencia personal y su propia percepción sobre asuntos que afectan de lleno al ejercicio de la independencia judicial125. Me limitaré a analizar dos aspectos que son relevantes para el debate surgido en torno a la intervención de los jueces en la crisis catalana: la asignación de los casos a los jueces al margen de las reglas establecidas y la promoción de los jueces por criterios que no son ni capacidad ni experiencia. De nuevo, ofrezco datos para países de Europa occidental (en esta ocasión no se realizó la encuesta ni en Grecia ni en Luxemburgo). 




			Gráfico 4

			Grado de acuerdo con que no se respetan las reglas de reparto
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			Fuente: European Network of Councils for the Judiciary, 2017.

			


Con respecto a la primera cuestión, relativa a la violación de las reglas y procedimientos para la asignación de casos, el gráfico 4 ordena los países de mejor a peor. 

			España, una vez más, aparece como el peor país del grupo. El 18 por ciento de los jueces españoles considera que no siempre se asignan los casos según los criterios legales de reparto. Es lógico suponer que el verdadero problema en la asignación se produzca en los tribunales de mayor rango, pues son estos los que suelen acabar ocupándose de los casos políticos. En lugar de que en un caso caiga en el juez natural, va a parar a jueces que, por el modo en el que han conseguido la promoción en la carrera judicial, son más “previsibles” políticamente hablando. Esto último es precisamente lo que muestra el gráfico 5, con los porcentajes de jueces que están de acuerdo con la afirmación de que la promoción dentro del sistema judicial responde a razones que no son ni la capacidad ni la experiencia.




			Gráfico 5 

			Porcentaje de acuerdo con que la promoción de los jueces 		no depende de la capacidad y la experiencia
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			Fuente: European Network of Councils for the Judiciary, 2017.

			


España, con gran diferencia, es el país en el que, según los propios jueces, la promoción en la carrera judicial está más politizada. Casi el 80 por ciento de los jueces declara que la promoción no es meritocrática, lo que, sin entrar en interpretaciones aventuradas, no puede sino significar que los criterios para ascender tienen que ver con la afinidad política. 

			En el momento de escribir estas líneas, la prensa informa de que el Consejo General del Poder Judicial ha nombrado a tres nuevos magistrados del Tribunal Supremo. Uno de ellos es Fernando Román, que fue secretario de Estado de Justicia con Alberto Ruiz Gallardón y promovió el nombramiento de Carlos Lesmes como presidente del Consejo General del Poder Judicial. Román presenta diez años de experiencia, frene a otros candidatos con un historial más largo y méritos más abundantes. Otro de los nuevos magistrados, Vicente Magro, fue senador por el PP a finales de los años noventa. Es un buen ejemplo de cómo funciona la división de poderes en los escalones superiores de la Justicia.

			Todos estos datos son muy negativos. En perspectiva comparada, España arrostra un déficit importante en materia de división de poderes. Esto no quiere decir necesariamente que todo el sistema judicial esté interferido por consideraciones políticas. Al fin y al cabo, sería difícil, con más de cinco mil jueces en ejercicio, someterlos a todos a un control político. Más bien, donde se sitúa el problema es en los más altos tribunales, que son también los más influyentes y los que suelen acabar encargándose de cuestiones relacionadas con la política. 

			Volviendo a la crisis catalana: es muy dudoso que el juzgado apropiado para la querella inicial de la Fiscalía fuese la Audiencia Nacional, como es dudoso que se recurra solo al mérito en los nombramientos para el Tribunal Supremo. Cuando el Gobierno, apelando a la división de poderes, se quita de encima las críticas que recibe por el tratamiento de la crisis constitucional catalana que está llevando a cabo la Justicia, está diciendo algo que es cierto solo en parte. En España hay división de poderes, sobre todo en los estratos inferiores de la carrera judicial, pero cualquiera que siga las noticias sabe que la división de poderes está amenazada en los niveles altos. Los datos comparados que he ofrecido son ciertamente contundentes. España aparece en todos los casos, ya sea en la opinión pública o en una muestra de jueces, en la peor posición en Europa occidental en cuanto a independencia judicial se trata.

			Sin entrar en consideraciones técnicas y estrictamente jurídicas, cabe adoptar una posición crítica con respecto a las decisiones e interpretaciones de nuestros altos tribunales en todo lo relativo a la crisis constitucional catalana. Han minusvalorado los principios democráticos (libertad de expresión, de reunión, de protesta) en beneficio de una lectura puramente legalista de los actos políticos. Por otro lado, han realizado la interpretación más desfavorable posible de las movilizaciones populares, que ven como una amenaza a la estabilidad institucional y un posible foco de violencia y no como un elemento indispensable del proceso político y del ejercicio de la democracia. Por último, han forzado la propia ley al considerar que los sucesos de otoño de 2017 deben ser juzgados como un delito de rebelión contra la forma de gobierno y no como una crisis constitucional. 

			El activismo judicial ha sido en parte consecuencia de la pasividad política del Gobierno, que se ha limitado a utilizar la Fiscalía para activar la vía penal y dejar hacer a los jueces. Asimismo, el clima dominante en la esfera pública ha envalentonado a los jueces. Estos, conscientes de las actitudes nacionalistas que se han adueñado del país, han anticipado, con buena lógica, que su interpretación abusiva de la ley, basada en sesgos ideológicos, no iba a despertar oposición. Tanto PP como Ciudadanos están más que conformes con la involución del Tribunal Supremo. Y, dado el clima reinante, ni PSOE ni Podemos se atreven a denunciar con voz firme la aberración que supone la sobrerreacción de los jueces.

			La crítica al desarrollo judicial de la crisis catalana ha sido tenue. Una parte importante de la sociedad civil parece más interesada en que los líderes independentistas paguen por lo que han hecho que en proteger la democracia. No se ha activado un debate vigoroso sobre los límites de la actuación judicial ni, más en general, sobre la respuesta del Estado a la crisis constitucional. Las pocas voces que se han podido sentir han quedado rápidamente silenciadas ante el atronador discurso del nacionalismo español.

			El fallo sistémico de la democracia española durante la crisis catalana

			Expondré de forma telegráfica el diagnóstico global que he ido elaborando a lo largo de este libro. Es un retrato feo, que resalta las imperfecciones de nuestro sistema democrático. Cuando fotografiamos una cara, el resultado varía enormemente en función del estado de ánimo de la persona. Una expresión de enfado tiene poco que ver con otra de alegría. La democracia española ha tenido un rostro agresivo y amenazador durante la crisis catalana. No creo que sea su rostro más habitual. Pero cuando adopta esos rasgos iracundos, produce temor. 

			En primer lugar, ha fallado el Gobierno de España. El Ejecutivo de Mariano Rajoy no ha intentado anticiparse a los acontecimientos, se ha negado a dialogar y negociar con las autoridades catalanas y ha permitido que la situación se pudriera hasta que ya no tuviera más salida que la puramente represiva y judicial. 

			En segundo lugar, ha fallado nuestro Estado de derecho, pues desde el Gobierno de España se ha llevado a cabo una guerra sucia de baja intensidad, organizándose una policía política no sometida a control judicial que ha actuado en contra de los rivales políticos del partido en el poder, mezclando información falsa con información real que era filtrada según consideraciones partidistas a los medios de comunicación.

			En tercer lugar, ha fallado nuestro sistema judicial, que ha adoptado decisiones muy discutibles desde el punto de vista jurídico que socavan principios democráticos básicos. Los jueces han ido muy lejos, transformando los sucesos de la crisis política catalana en un delito de rebelión a pesar de que si algo ha caracterizado el procés a lo largo de todos estos años, incluyendo los meses cruciales de septiembre y octubre de 2017, ha sido precisamente la ausencia de violencia. 

			En cuarto lugar, ha fallado la monarquía, que en su intervención del 3 de octubre no apeló a la tolerancia, el pacto y el consenso, como su responsabilidad institucional exigía, tomando una posición beligerante y de parte en un conflicto constitucional muy complejo. 

			En quinto lugar, han fallado los grandes grupos mediáticos, que lejos de proporcionar una información objetiva y contribuir a un debate razonado, han optado por una campaña muy agresiva en la que se mezclaban continuamente información y opinión, y se daba rienda suelta a un nacionalismo español primario que solo ha servido para alejar aún más las posiciones.

			Por último, en un plano más abstracto, han fallado los cimientos básicos de nuestra democracia. No ha habido una defensa firme de los principios democráticos a la hora de afrontar una crisis constitucional como la catalana, y todo ello ha sido consecuencia tanto del nacionalismo español, que se construye en oposición a los nacionalismos regionales, como de una concepción legalista de la democracia, que resulta empobrecedora y contraproducente ante un conflicto sobre el demos que no se ha querido reconocer como tal.

			

EPÍLOGO

			REFORMA Y REFERÉNDUM

			La manera en la que se ha resuelto la crisis constitucional catalana constituye, a mi juicio, un fracaso colectivo desde un punto de vista democrático. Nunca se tenía que haber llegado hasta aquí. El Gobierno no quiso abrir una negociación que desactivara el conflicto, prefirió dejar pasar el tiempo, mientras los líderes del independentismo catalán se aprovechaban de esa inacción para justificar una estrategia unilateral que ha acabado en un sonoro fracaso. 

			En un país en el que el debate sobre la cuestión nacional no estuviera tan viciado se habrían producido negociaciones en la fase inicial del conflicto y se habría evitado, por un lado, la represión injustificada, la guerra sucia de baja intensidad, la judicialización del problema y, en última instancia, la imposición del orden constitucional a través del artículo 155 de la Constitución; y, por el otro lado, la desobediencia constitucional, el atropello de la oposición, la división social y la declaración unilateral de independencia. 

			Hubo oportunidades mucho antes del otoño de 2017 para que el Estado intentara una aproximación y tratara de desactivar el enfrentamiento. E incluso hubo oportunidades durante el propio mes de octubre. Tras el discurso de Puigdemont del día 10 de dicho mes, en el que suspendió la declaración de independencia, se podía haber aprovechado ese pequeño resquicio para intentar reconducir el problema. Al día siguiente, sin embargo, el Gobierno inició los trámites para la aplicación del artículo 155. El propio Puigdemont tuvo en su mano realizar una convocatoria anticipada de elecciones, evitando de este modo que el Gobierno siguiera adelante con la suspensión de la autonomía, pero tampoco lo hizo. 

			Curiosamente, en medio de la crisis constitucional, y a pesar de la reactivación del nacionalismo español, se pudo detectar un giro argumental que, con el tiempo, podría terminar siendo la base para una reconsideración de los planteamientos dominantes en España sobre la cuestión nacional. Hasta el verano de 2017, la inmensa mayoría de las opiniones contrarias a la celebración de un referéndum o consulta en Cataluña se basaban en razones legalistas y nacionalistas: ni la Constitución admite que una región lleve a cabo una consulta, ni los catalanes tienen derecho a decidir su futuro, es el conjunto del pueblo español quien ha de decidir. Una vez que se produjo la votación del 1-O, las críticas cambiaron de orientación. Se dijo insistentemente que nadie podía tomarse en serio los resultados de la votación porque aquello no fue un verdadero referéndum, pues no contaba con las garantías necesarias, entre otras un censo público publicado con antelación, una junta electoral que supervisara el proceso, un recuento de los votos imparcial y una campaña electoral plural. Quienes argumentaron en estos términos estaban admitiendo tácitamente que, si la votación hubiese cumplido todos esos requisitos, habría entonces que haberla tomado en serio. Por decirlo así, quienes criticaban la forma en la que se llevó a cabo el referéndum estaban abandonando el plano estrictamente legalista en beneficio de un planteamiento democrático de la cuestión.

			Lo mismo cabe decir de los comentarios críticos que se realizaron sobre la declaración unilateral de independencia. Más allá de su obvio carácter ilegal, se repitió una y otra vez que los independentistas estaban dando un paso trascendental sin contar con suficiente apoyo ciudadano. Pero eso significaba, inevitablemente, que el juicio habría sido distinto en caso de que el apoyo hubiera sido mayor y que, por tanto, los números importaban, no solo la ley. 

			Antes de la crisis de octubre podían leerse numerosas opiniones que no prestaban atención alguna al nivel de acuerdo ciudadano con la independencia de Cataluña. Sin embargo, al afirmarse que los líderes independentistas no tenían el apoyo necesario, se admitía que la valoración tendría que ser distinta si dicho apoyo fuera abrumador. Se criticaba a los partidos favorables a la secesión no solo porque estuvieran saltándose la ley, sino también porque no tenían un mandato popular para ello. El juicio, por tanto, habría sido distinto si se hubiese constatado que un, digamos, 70 por ciento de los catalanes quería la secesión.

			El episodio de Tabarnia confirma el cambio de mentalidad. Puesto que en la zona costera de Tarragona y Barcelona el independentismo es una posición minoritaria, se planteó la posibilidad de que, en caso de que Cataluña se independizase de España, el territorio correspondiente a esa área, bautizado “Tabarnia”, se separara a su vez de la República catalana, constituyéndose en una nueva región de España. En la ciencia política se ha estudiado a fondo este asunto, que recibe el término técnico de “secesión recursiva”. Quienes defendían que Tabarnia tenía derecho a separarse de Cataluña estaban dando por bueno que la decisión corresponde a los habitantes de aquel territorio, esto es, estaban reconociendo implícitamente el derecho a decidir. 

			El establishment político y mediático pasó de puntillas sobre la encuesta que publicó el diario El Mundo el 30 de octubre de 2017. Se preguntaba a los entrevistados, de forma clara y sencilla, si eran partidarios de que “los catalanes realicen un referéndum legal pactado con el Gobierno de España”. El 57 por ciento de los españoles estaba de acuerdo con la propuesta, sin perjuicio de que, a continuación, se registrase un 80 por ciento de gente en contra de la independencia de Cataluña126. 

			Con una formulación distinta, en la encuesta de MyWord para la Cadena Ser de noviembre de 2017 se preguntaba por cuatro opciones para dar solución a la cuestión catalana127. Dichas opciones eran: 1) la celebración de un referéndum pactado entre el Estado y Cataluña, 2) la reforma de la Constitución para transformar España en un Estado federal, 3) la formación de un gobierno no independentista en Cataluña que permita mantener el Estado autonómico actual, y 4) la reducción de la autonomía del gobierno de Cataluña en ámbitos como la educación o los medios de comunicación públicos. Como puede verse en el gráfico 6, aunque las respuestas están muy repartidas, el referéndum pactado es la opción que más apoyo concita.




			Gráfico 6 

			Grado de acuerdo con diversas soluciones 				a la cuestión catalana
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			Fuente: MyWord, noviembre de 2017.

			


Parece, así pues, que un porcentaje nada desdeñable de la sociedad española está entrando en una lógica democrática con respecto a la cuestión catalana. No obstante, este resultado convive con opiniones muy duras sobre el castigo penal a los políticos independentistas: según el estudio de MyWord, el 54 por ciento ve bastante o muy bien el encarcelamiento de miembros del Govern y de los dos líderes de las asociaciones civiles; además, un 40,7 por ciento considera bastante o muy bien la actuación de las fuerzas policiales el 1-O (frente a un 33,8 que responde bastante o muy mal). Aunque la opinión pública española tiene una imagen muy negativa sobre el papel de los líderes independentistas en la crisis constitucional de 2017 y aprueba la reacción represiva del Estado, los datos muestran que se ha introducido una cuña democrática cuya manifestación más clara es el apoyo a un referéndum pactado. 

			Sin duda, una consulta o referéndum de independencia es una opción arriesgada y problemática. Pero según defendió el Tribunal Supremo de Canadá, ante un conflicto sobre la composición del demos, un referéndum no vinculante celebrado en el territorio en el que se reclama la independencia es un instrumento útil para determinar el grado de apoyo a la secesión (véase el capítulo 3). Esta tesis no consigue abrirse paso en el establishment político, judicial y periodístico de España. En general, el referéndum se ve como una opción pésima. Pero cuando se repasan las principales objeciones que se elevan en contra del referéndum, se descubre que la mayor parte de ellas son de poco peso y parecen formuladas pensando en el caso catalán más que en una idea general de cómo abordar un conflicto sobre la composición del demos. 

			No deja de ser chocante que quienes sacan a relucir los problemas potenciales de los referéndums (polarización, manipulación, etc.) a propósito de Cataluña o País Vasco, no suelen objetar nada cuando se convocan referéndums “seguros” (como el de la Constitución de 1978 o el de la Constitución europea en 2005). Esta crítica selectiva a los referéndums, en función de qué sea lo que hay en juego y cuál vaya a ser el resultado esperado, parece poco coherente. Tras el resultado del referéndum sobre la Unión Europea en Reino Unido, muchos analistas salieron en tromba criticando la legitimidad de los referéndums, con argumentos parecidos a los que se han manejado en España. Habría sido más creíble si las objeciones se hubiesen sacado antes de conocer el desenlace. Aunque resulte inverificable, uno no puede dejar de pensar que si hubiera triunfado la pertenencia a la Unión Europea, los argumentos en contra de los referéndums se habrían quedado guardados en el cajón, esperando mejor ocasión. 

			Olvidémonos de la parcialidad en la defensa y crítica de los referéndums y fijemos la vista en el rigor lógico de los argumentos. De forma muy sintética, ofrezco un resumen de las principales objeciones tal como se reflejan en el contexto catalán. 

			En primer lugar, se menciona que, según el derecho internacional, a Cataluña no le asiste el derecho de autodeterminación, el cual se reserva para situaciones de injusticia manifiesta, como una invasión militar o dominación colonial. Esto, evidentemente, es cierto, pero el Estado puede organizar un referéndum en una región de su territorio no en aplicación del derecho internacional, sino bajo el supuesto de que se trata de un instrumento para resolver un problema político. 

			En segundo lugar, se recurre a la Constitución para concluir que en España una comunidad autónoma no puede realizar una consulta sobre su futuro político. Pero esto no está tan claro. Hay constitucionalistas que argumentan que dicha consulta sí tendría encaje legal. Y, en cualquier caso, si llegamos a la conclusión de que sería bueno permitir a Cataluña realizar una consulta, los partidos políticos podrían ponerse de acuerdo en una reforma constitucional que desbloquease la vía legal de la convocatoria.

			En tercer lugar, se alega que el pueblo catalán no es soberano, que la soberanía pertenece al pueblo español en su conjunto. Por tanto, el referéndum se habría de celebrar en el conjunto de España, no en Cataluña. Este planteamiento, creo, es erróneo, pues la consulta no es un ejercicio de soberanía, sino un método para dilucidar el grado de apoyo a la independencia en el territorio en el que se pide Estado propio. Considerar que el resultado relevante es el que pueda producirse en el conjunto de España supone no reconocer el problema de composición del demos que se establece con la demanda de secesión. Al pasar por alto el problema del demos, es evidente que un referéndum en el que votaran todos los españoles no permitiría avanzar un solo paso en la resolución del problema, pues con elevada probabilidad se registrarían resultados muy distintos en Cataluña y en el resto de España. 

			En cuarto lugar, se dice que los referéndums dividen a la sociedad de forma artificial. Pero, normalmente, si se contempla un referéndum, es porque la sociedad está previamente dividida. Además, en Cataluña hay un consenso popular muy extendido sobre la conveniencia de realizar la consulta. Hasta tal punto resulta así que la negativa a permitir la consulta profundiza la división entre Cataluña y el resto de España y es motivo de una fuerte tensión política dentro de Cataluña que lleva a la radicalización de las posiciones nacionalistas, incluyendo la estrategia unilateralista. 

			En quinto lugar, se objeta que un referéndum es una mala salida porque, ante una decisión de esta envergadura, no se puede decidir mediante una mayoría coyuntural. También se alega que si no sale el resultado apetecido por los nacionalistas, estos querrán repetir la convocatoria en otro momento. No obstante, parece relativamente sencillo dar solución a estos problemas técnicos. Las partes podrían acordar de antemano tanto el umbral de una mayoría clara (por ejemplo, una mayoría absoluta del censo, de forma que el catalán mediano —el que divide a Cataluña en dos mitades iguales— esté a favor de la independencia) como el plazo mínimo que debería transcurrir hasta la posible celebración de un segundo referéndum (por ejemplo, un plazo prudencial de diez años). 

			En sexto lugar, se señala que el inconveniente principal de un referéndum es que presenta soluciones binarias, cuando la mayoría puede preferir una opción intermedia que no esté reflejada en las opciones extremas entre las que se decide. Esta es la objeción, a mi parecer, de mayor importancia y merece un análisis pausado. 

			En el caso catalán, las encuestas indican que el grupo mayoritario sería favorable a una autonomía muy reforzada en el seno de España antes que la independencia o el statu quo actual. Esa autonomía reforzada requeriría probablemente algún tipo de organización federal del Estado (un acuerdo fiscal más favorable a los intereses de Cataluña y una mejor institucionalización de las relaciones Generalitat-Gobierno en todo lo que afecta a las competencias transferidas), así como el reconocimiento de que Cataluña es una nación. En un referéndum binario, sin embargo, los ciudadanos tendrían que elegir entre una República catalana independiente y el actual Estado autonómico: en esas condiciones, una parte de quienes quieren mayor descentralización y reconocimiento nacional optará por la República y otra por el Estado autonómico, no quedando ninguna de las dos plenamente satisfechas. En este sentido, es importante tener en cuenta que hay dos tipos de independentistas, a lo que llamaré “incondicionales” y “condicionales”. Los primeros optan por la República catalana sean cuales sean las reformas y pactos que ofrezca el Estado; han llegado a un punto de ruptura total con España, de la que no se sienten parte en absoluto, por lo que no quieren tomar decisiones colectivas con el resto de españoles. Los segundos, sin embargo, son sensibles a la oferta de España. Están a favor de la independencia de Cataluña si la alternativa es el statu quo, pero podrían aceptar la permanencia en el Estado español si la alternativa a la independencia fuese otra y resultase más atractiva. 

			Por eso, si se desea una salida al conflicto territorial que sea congruente con valores democráticos, creo que, planteado en España un problema sobre la composición del demos, las autoridades españoles deberían buscar una solución intermedia en la línea que acabo de apuntar para convencer a una inmensa mayoría de los catalanes de que la independencia no vale la pena. Con otras palabras, pienso que el Estado debería modificar el statu quo, de manera que si se llega a confrontar el nuevo statu quo con la opción de la independencia, pueda haber una mayoría amplia de catalanes que se sientan satisfechos con el nuevo estatus de Cataluña. España, pues, antes de convocar una consulta sobre la independencia de uno de sus territorios, debe tener la oportunidad de llevar a cabo la reforma institucional que considere conveniente como alternativa al independentismo.

			Voy a intentar ser más preciso128. A mi juicio, la resolución democrática del problema catalán podría consistir en realizar en primera instancia una reforma constitucional sobre la estructura territorial del Estado que se someta a referéndum en toda España. Esta reforma encarnaría el punto intermedio al que antes me refería. Si dicha reforma fuese aceptada en todo el territorio, incluyendo Cataluña, no habría razones para que se tuviese que celebrar a continuación una consulta sobre la independencia. Pero si la reforma constitucional fracasase en Cataluña, entonces, en segunda y última instancia, se debería permitir la realización de una consulta específica en Cataluña sobre la separación de España. Así, en caso de que llegáramos hasta la consulta catalana, las opciones a confrontar serían el nuevo statu quo y la independencia de Cataluña. El Estado, por tanto, habría podido, en interés de su integridad territorial, reformar el statu quo para que este resultase más atractivo a un mayor número de catalanes, lo que alejaría del horizonte político un conflicto sobre la independencia. 

			En resumen, antes de llegar a una consulta sobre la secesión de un territorio, el Estado debería tener la oportunidad de reformar el statu quo a fin de presentar una alternativa más atractiva frente a la independencia. Dicha reforma podría tener tres elementos centrales: el pleno reconocimiento de la nación catalana, una mejora fiscal y un marco estable y creíble para el ejercicio de las competencias que ejerza la Administración catalana. A partir de ahí, los tres desarrollos posibles son los que se explican a continuación.

			Si la reforma tuviera éxito y saliese aprobada en Cataluña, se habría resuelto la crisis catalana, España pasaría a ser un país federal y plurinacional y el conflicto se desactivaría durante un cierto tiempo (quizá para siempre).

			Si la reforma fracasara, cosechando un rechazo en Cataluña o en el resto de España, no quedaría más remedio (desde el punto de vista democrático) que ir directamente a la consulta, en cuyo caso se decidiría entre el modelo actual y la independencia. 

			Si la reforma fuese aprobada en el resto de España pero rechazada en Cataluña, habría que proceder a realizar la consulta, en la que los ciudadanos catalanes tendrían que elegir entre la España plurinacional reformada y la independencia. 

			En caso de que se pudiera plantear de esta manera la reforma, los partidos con posiciones más radicales en el nacionalismo español, PP y Ciudadanos, tendrían incentivos para involucrarse en un cambio constitucional ambicioso que redujera al mínimo la posibilidad de un rechazo en Cataluña. El hecho de que la alternativa a una reforma exitosa fuera la consulta, sería un acicate para que la reforma constitucional se llevase a cabo seriamente, sin limitarse a cambios cosméticos. Por otro lado, los independentistas tendrían motivos estratégicos para votar en contra de la reforma constitucional, pues la secesión de Cataluña es más probable si se somete a consideración popular la república frente al modelo autonómico actual. Aun admitiendo ese problema, creo que lo más importante es encontrar la forma de involucrar a la derecha española en una reforma que supere el conflicto sobre el demos.

			Esta propuesta es muy genérica y estoy seguro de que se podría mejorar en muchos aspectos. Cabe pensar en otras propuestas similares, que compartan el mismo espíritu aunque adopten otras vías. Mi principal objetivo es solamente mostrar al lector que hay otros modos de afrontar el problema catalán que no pasan por la intransigencia y la represión. 

			No soy tan ingenuo como para creer que la respuesta intransigente no pueda funcionar en la práctica. De hecho, lo más probable es que esa respuesta sea la que acabe prevaleciendo y no veamos una reforma constitucional que se haga cargo de las demandas de Cataluña. Los independentistas, a causa de la presión del Estado y del insuficiente apoyo popular que reúnen sus planes y objetivos, no tendrán más remedio que renunciar al programa máximo de la independencia por la vía unilateral, con la consiguiente decepción en sus bases. Con otras palabras, una vez que la ilusión de la República catalana se desvanezca, la coalición independentista muy probablemente se resquebrajará. Algunos se quedarán en el independentismo, otros volverán a posiciones autonomistas o federalistas. Las torpezas represivas del Estado pueden alargar un tanto el desenlace, pero me parece que a medio plazo es inevitable que el abandono del unilateralismo produzca una desactivación del movimiento civil que ha protagonizado el procés hasta el momento. Curiosamente, ese será el momento de mayor peligro para la democracia. Los estudios nos indican que las circunstancias más peligrosas para el orden político se dan justamente cuando un movimiento se desinfla: los elementos más radicalizados pueden tratar de compensar la pérdida de apoyo popular con el uso de tácticas cada vez más violentas, creándose en ocasiones grupos armados129. Si algo así sucediera, la causa del independentismo quedaría completamente rota.

			El independentismo catalán trató de aprovecharse de la debilidad del Estado español durante los años de la crisis económica. La legitimidad del sistema político y del capitalismo descendió a niveles nunca antes observados en nuestra democracia. El ideal de una República catalana despertó ilusión y esperanza entre amplias capas de la ciudadanía que no veían salida en un Estado carcomido por la corrupción, los malos resultados económicos y las injusticias en el reparto de los sacrificios. Sin embargo, ninguna crisis es eterna y tras más de seis años de extrema dureza, el país volvió a crecer. Los independentistas, por otro lado, no imaginaron que la Unión Europea fuera a dar un respaldo unánime al Estado español. Al fin y al cabo, la Unión Europea ha sido siempre un club de Estados y si algo temen todos ellos es que se quiebren las fronteras existentes. Aunque quizá lo más importante en toda esta historia haya sido que los independentistas, pese a la debilidad de España en la crisis, no llegaron nunca a tener el apoyo de una mayoría de Cataluña. De ahí que, cuando estalla la crisis final en otoño de 2017, el Estado concluya que se dan todas las condiciones para una solución no negociada, una solución en la que el Estado haga valer su fuerza en contra del movimiento independentista y de sus líderes. Es también lo que la opinión pública quería. 

			El independentismo calculó mal sus fuerzas. O puede que, como ha defendido incansablemente Guillem Martínez, nunca pretendiera realmente forzar una ruptura con España y todo se mantuviera en el plano de un simulacro. El caso es que no supo parar a tiempo. Tras el referéndum del 1-O podría haber utilizado la ola de simpatía internacional a su causa y el desprestigio del Estado español para haber abierto un periodo de reflexión sobre la utilización del capital político conseguido. Podría haber pensado en una estrategia gradual, de acumulación de fuerzas, que no rompiera con los compromisos democráticos que marcaron la primera fase del procés, pero, por los motivos que fuesen, siguió adelante. Las decisiones que tomó el independentismo a partir de ahí parecen encarnar una especie de suspensión del principio de realidad. Al romper los nacionalistas catalanes las reglas de juego, el Gobierno de la derecha, con la complicidad de los jueces, los grandes medios de comunicación y buena parte de la sociedad española, optó por dar un escarmiento definitivo al independentismo. 

			Desde el punto de vista de la estabilidad institucional, lo previsible es que el país recupere una cierta “normalidad” en el medio plazo. Una crisis constitucional tan virulenta como la de otoño de 2017 difícilmente se repetirá. Como ha sucedido en otros momentos de nuestra historia, la recuperación de la normalidad se logrará a costa de un empobrecimiento de la democracia. Para el nacionalismo español, no obstante, ese parece ser un coste asumible. 
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